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INTRODUCCION 
El presente trabajo se creó por la necesidad que existe en la actualidad de erradicar uno 

de los peores delitos en la historia de la humanidad, “la esclavitud” mejor conocida en la 

época actual como “trata de personas, la esclavitud moderna”, gran negocio que deja 

ganancias extraordinarias para el crimen organizado alrededor de todo el mundo.  

Como se verá impactante son las cifras dadas por diversas organizaciones inter-

nacionales las cuales ya han identificado a este delito y sus múltiples variables como un 

delito transnacional, lo anterior significa que trasciende las fronteras nacionales pudiendo 

ser perseguibles por el derecho nacional de cada país, cuestión que se dificulta al existir 

una multiplicidad de nacionalidades, así como la complejidad del delito en cuestión, lo 

que convierte como solución inmediata la colaboración internacional, con la única finali-

dad de tener una más efectiva persecución de los victimarios existiendo o no convenios 

o tratados internacionales.  

El objetivo es analizar el delito de Trata de personas desde estas cifras, esto para 

comprender el impacto que tiene este fenómeno a nivel mundial, así como sus variables 

para entender que trata de personas no solo equivale a explotación sexual, sino que es 

un delito amplio del cual aún falta mucho por conocer y comprender, para lograr sancionar 

y erradicar el delito. 

Es innegable que la Trata de Personas es una práctica arraigada en nuestra so-

ciedad y no es privativa de una clase social, si no que puede encontrar diferentes extrac-

tos sociales, siendo los más vulnerables las mujeres, niñas y niños, no por ello los hom-

bres son ajenos a ser víctimas de este grave delito.  

De acuerdo con la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en todo el mundo 

cerca de 2.4 millones de seres humanos son víctimas de Trata de Personas genera más 

de 30 millones de dólares a nivel mundial, solo después del tráfico de drogas y armas 

(OIT, 2015, pág. s/p). Por su parte la Organización Internacional para las Migraciones 

(OIM) establece que la Trata de Personas es un fenómeno que como ya se dijo, afecta 

tanto a hombres como mujeres; no obstante las mujeres siguen siendo el grupo de mayor 

incidencia (OIM, 2012, pág. s/p), lo cual también se respalda con el informe presentado 
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por la Oficina de Naciones Unidas para la Droga y el Delito (UNODC) en 2012, en este 

informe se recalca que el número de mujeres menores de edad victimas de trata de per-

sonas, también ha ido en aumento.  

De igual forma en el informe elaborado por la UNODC de entre los años 2010 y 

2012, se detectaron victimas de trata de 152 nacionalidades diferentes, en 124 países 

con distintos tipos de explotación en cada uno. Un punto que causa gran escándalo en 

este es que el 5% de las victimas detectadas atraviesa el mundo, un 27% permaneció en 

el mismo país, casi un cuarto de las víctimas fueron trasladadas de una región a otra 

(UNODC, 2014, pág. p/s), esto nos permite entender que la trata de personas es un delito 

transnacional que si bien se puede juzgar y sancionar dentro de la competencia nacional, 

es necesaria la colaboración internacional para su más efectiva persecución sin que im-

portara la existencia de tratados o convenios internacionales.  

Como resultado de la preocupación y el trabajo de diversos organismos interna-

cionales se cuenta con algunos instrumentos de alcance internacional tendiente a com-

batir y erradicar paulatinamente a la trata de personas en el mundo, sin embargo sobre 

este tema falta mucho por hacer, tanto a nivel internacional como en el ámbito interno de 

cada uno de los Estados. 

Todo esto nos lleva al avance legislativo en materia de Trata de Personas, que si 

bien tuvo antecedentes desde 1904 en Francia fue hasta el año 2000 en Palermo Italia 

que se firmó la convención de las Naciones Unidas contra el Crimen Organizado Trans-

nacional y sus dos protocolos complementarios. Si bien la creación de este protocolo ha 

llevado a que el 90% de los países hayan tipificado a la trata dentro de sus codificaciones 

internas y otros tantos han creado leyes nacionales nuevas o actualizado las ya existen-

tes, aún falta mucho por hacer, ya que, aún existen 9 países que no cuentan con ningún 

tipo de documentos sancionadores de este delito, mientras que solo 18 cuentan con le-

gislación parcial (ídem). 

Un dato importante que se especifica dentro del informe de la UNODC del 2014 es 

la forma en la que actúan los perpetradores, ya que, una sola persona puede llevar acabo 

de manera fácil este delito y esto es relativamente cierto cuando son pocas las víctimas 
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que son explotadas, esto a nivel nacional. No obstante las operaciones pueden ser com-

plejas y muchos delincuentes pueden estar involucradas en ellas formando a su vez or-

ganizaciones delictivas (ibídem, pág. 14).  

Con lo anterior se precisa una conceptualización y ajuste de tipología del delito en 

estudio, para que este pueda pertenecer al catálogo de delitos del Estatuto de Roma con 

la finalidad de que esta violación pueda ser investigado, enjuiciado y sancionado por la 

Corte Penal Internacional (CPI), con el apoyo de los diverso Estados ratificantes de dicho 

estatuto. Por lo tanto la pretensión fundamental de la tesis es la incorporación del delito 

de Trata de personas al listado de delitos de la CPI, al ser esta una institución de carácter 

internacional la cual se encuentra envestida del principio pro homine1, institución en la 

cual se velara por los derechos de la víctima por sobre cualquier ley o país, esto con el 

propósito de poner fin a un fenómeno que constituye el extremo de todas las violaciones 

a los derechos humanos.  

Ahora bien, el fenómeno de Trata de personas con fines de explotación sexual 

forma parte del extenso compendio de prácticas de orden ilícito que incluye los trabajos 

forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a esta, la servidumbre o la extracción de 

órganos, cuyo objetivo de cualquier variable radica en coartar la libertad humana, con la 

máxima intención de generar beneficios económicas y abrir un espacio mercantil donde 

cualquier ser humano se convierte en un artículo de compra- venta. La incidencia de 

múltiples actos delictivos hace de este crimen una grave violación a los Derechos Huma-

nos.  

En este sentido es importante mencionar que la hipótesis sobre la cual se desa-

rrolla la presente investigación social:  

“Si se tipificara como delito contra la humanidad a la trata de personas en el Código Penal 

Internacional, y de esta manera se juzgaran a los infractores en la Corte Penal Internacio-

nal, podría comenzar a erradicarse dicho delito, o los Estados podrían trabajar de manera 

conjunta para combatirlo”. 

                                                           
1 Pro homine: este principio entra en la categoría de los Derechos Humanos, ya que estos son prerrogativas 
o potestades que se han otorgado a todo sujeto que tenga la condición de persona física o, claro de ser 
humano, a fin de que se desarrolle plenamente en sociedad en su desarrollo vital (WIKIPEDIA , 2016, pág. 
s/p). 
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por esta razón, el objetivo principal de este trabajos concentra en analizar el delito de la 

trata de personas así como a la Corte Penal Internacional. 

Para tales efectos la estructura de este trabajo obedece al desarrollo e integración 

de cuatro capítulos, la lectura del primero es fundamental para entender por qué nuestra 

investigación debe incluirse en la materia internacional, además se explica de manera 

detallada los conceptos elementales para diferenciar entre el derecho Internacional Pú-

blico y Privado, y de estas con el Derecho Interno o Nacional, objeto de estudio, natura-

leza jurídica, fuentes de derecho, así como antecedentes del Derecho Internacional son 

abordados en este apartado. 

En el segundo capítulo se establece el concepto de Derecho Penal Internacional, 

tarea difícil al existir pocos autores que aborden de manera amplia esta materia, de igual 

forma se hace referencia a una diferenciación entre el Derecho Penal Internacional y el 

Derecho Internacional Penal, se define de forma particular los delitos transnacionales, 

internacionales y los delitos contra el derecho Internacional, así como las características 

de los mismos.  

En el capítulo tercero se hace mención de los antecedentes que llevaron a la crea-

ción del Estatuto Roma y de aquí a la instauración del máximo órgano defensor de la 

integridad humana la Corte Penal Internacional, organismo que tiene como característica 

elemental el poder juzgar a individuos sin importar su raza, puesto, cargo tanto político 

como militar, es finalmente en el capítulo cuatro donde se conceptualiza y tipifica el delito 

de Trata de Personas, asimismo se analiza los avances y logros legislativos así como la 

importancia de la colaboración entre los Estados para lograr establecer un frente común 

contra la trata de personas, es una prioridad para esta investigación. De esta forma y con 

ayuda de este capitulado se llega a las conclusiones encontradas; se escribe un pequeño 

apartado con sugerencias para los lectores de este trabajo de investigación, o interesa-

dos en el estudio de la Corte Penal Internacional o la Trata de Personas.  

Para la elaboración de este proyecto me apoye en los métodos jurídicos, histórico, 

comparativo, inductivo, deductivo, así como la técnica de investigación documental, a su 

vez se encuentra realizado bajo los parámetros de citación internacional APA. A fin de 

comprender los elementos esenciales que forman parte del objeto de estudio, se hizo uso 
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de fuentes bibliográficas tanto nacionales como internacionales, documentos oficiales 

creados por diversas instituciones y organizaciones internacionales y diversas fuentes 

electrónicas.  
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CAPÍTULO 1 

DERECHO INTERNACIONAL 
 

Alrededor del mundo en las diferentes épocas se han creado desde misiones 

diplomáticas, extradiciones, tratados de comercio, etcétera, por lo que si bien la materia 

de Derecho Internacional ha tenido un importante auge en los últimos años gracias a la 

globalización, no es un concepto que sea ajeno y tampoco es que a lo largo de la historia 

no se haya estudiado por grandes pensadores.  

 La importancia de la inclusión de un capítulo sobre el Derecho Internacional, radica 

en la imposibilidad de concebir actualmente el ejercicio de la profesión de abogado sin el 

conocimiento consiente de normas y principios sustanciales del derecho internacional. 

Además como se afirma doctrinalmente, cualquier visión general sobre una determinada 

ciencia debe comenzar por la identificación y la definición del objeto de estudio, siendo 

esto oportuno, a la hora de abordar las bases del Derecho Penal Internacional. Es por 

esto que en el presente capítulo se abordaran algunos conceptos, características, así 

como una señalización de las diferencias entre el Derecho Internacional público y privado. 

1.1 Antecedentes del Derecho Internacional. 

Para practicidad de la presente investigación solo se abordaran los documentos o 

momentos históricos que han sido de trascendencia histórica para el derecho 

internacional. Varios filósofos se han encargado del estudio de las relaciones entre 

Estados un gran ejemplo es Tomas Hobbes, este pensador sostuvo que el ser humano 

tiene como naturaleza la lucha por la sobrevivencia, una batalla de todos contra todos y 

el camino más corto para mediar esta situación es la creación de acuerdos entre los 

pueblos o comunidades, realmente el estudio del Derecho Internacional comienza con el 

fraile dominicano Francisco de Vitoria2, pero no se reconoce su trabajo por la postura 

antihispana y anticatólica de siglos anteriores, siendo esto el motivo por el que se 

                                                           
2Francisco de Vitoria, fue un fraile dominico español, escritor y catedrático de la Escuela de Salamanca, quien se 
destacó por sus ideas y contribuciones al derecho internacional y la economía moral basados en el pensamiento 
humanista del realismo aristotélicotomista. (1485 – 1546) (WIKIPEDIA, 2016, pág. s/p) 
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reconoce al holandés Hugo Grocio3 (Hugo Van Groot, 1538-1645), como el precursor de 

la doctrina del derecho internacional, en el siglo XVII.  

Las antiguas culturas, ya llevaban a cabo relaciones entre diferentes pueblos, tal 

es el caso de Grecia y Roma. En Grecia se reconocía una relación igualitaria en la 

identidad general entre sus pueblos, pero los pueblos ajenos eran considerados inferiores 

sin privilegios, a consecuencia de esto se crearon un derecho interno y otro para los 

pueblos extranjeros. Olmedo López menciona que la necesidad de desarrollo, facilito y 

fomento las relaciones, (las guerras traen consigo el Derecho a la Paz por lo que se puede 

decir que el luchar por la paz no solo es una moda de los Estados contemporáneos), 

además de organizaciones de arbitraje e inmunidad diplomática (2016, pág. s/p).  

Roma tenía como semejanza con Grecia la supremacía tanto del Estado como de 

sus ciudadanos ante los extranjeros, la diferencia entre ambos es la relación que logro 

Roma con estos pueblos para su desarrollo, ya que los pueblos extranjeros aceptaron las 

normas nacidas de la supremacía de Roma creándose así un conjunto de normas 

denominado jus Gentium, el cual se dividía en dos derecho natural y el derecho referente 

a los extranjeros. 

De Egipto e India se conocen documentos muy relevantes del primero es el 

Tratado de Paz y alianza del año 921 a. C. entre Ramsés II y Huttusili de los Hitas 

(Olmedo López, ídem), lo interesante de este es las dos traducciones existentes en cada 

idioma, las reglas de extradición, la alianza militar para conflictos tanto internos como 

externos, mantenimiento de la paz y amistad entre países y los límites fronterizos, a su 

vez en India las “leyes de manu” contiene normas tanto de derecho y comercio 

internacional (ídem). Asimismo es posible señalar varias etapas en el desenvolvimiento 

del derecho internacional a partir de su aparición  

1. Renacimiento- Paz de Wesfalia (1648).- a pesar de que la sociedad es penetrada por 

el espíritu renacentista eminentemente laico, aún existe un pensamiento altamente 

religioso en el cual la conducta tanto de los soberanos como de la sociedad es justificada 

mediante normas religiosas y poco o nada se recurre a las normas jurídicas, es aquí donde 

se comienza a observar la creación de instituciones jurídicas muchas de ellas aun 

primitivas, de la misma forma se ve el nacimiento de numerosos principios de convivencia 

internacional, entre ellos el hecho de que los Estados pueden convivir como miembros de 

una misma familia (ITESM, 2012, pág. 5).  
 

                                                           
3Huig Van Groot, fue un jurista, escritor y poeta holandés (1583 - 1645) (WIKIPEDIA, 2016, pág. s/p). 
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2. Tratado de Wesfalia- Revolución Francesa.- el tratado de Wesfalia es uno de los 

grandes hitos de las instituciones internacionales, ya que este constituyo por muchos años 

la estructura política del continente europeo, además de ser el primer documento de este 

tipo en el cual se establece el principio de soberanía territorial. Esta época a su vez resalta 

por el avance y multiplicación de los tratados o pactos tanto para el comercio como para 

prisioneros, heridos y enfermos en campaña, etc. aquí se observa el avance relativo al 

tema de la guerra, además del apogeo que alcanzo la neutralidad.  
 

3. Las Guerras Napoleónicas.- suceso histórico que altero enormemente al continente 

europeo y que no tuvo ningún avance notable respecto al derecho de gentes4, pero 

termina con un acontecimiento internacional de gran importancia Congreso de Viena 

(1815) el cual constituye otro periodo, este congreso da paso a un derecho internacional 

bien estructurado muy aproximado a lo que conocemos hoy en día. Gracias a este se 

establecen divisiones políticas y se crea el sistema de intervención, también se debe 

entender como el antecedente directo de la organización internacional y del pacto de 

ayuda militar; como dato general es importante recalcar que gracias a este pacto se 

mantuvo la paz entre países durante cincuenta y cinco años, es hasta 1870 que ocurre 

una contienda importante en el continente europeo.  
Con este antecedente y hasta la I Guerra Mundial, el derecho internacional alcanza un 

desarrollo asombroso, a continuación se mencionan algunos de sus avances:  
 

o Surge una opinión pública internacional, función primordial crear instituciones.  

o Desarrollo de represalias  

o El bloqueo se asienta en sus rasgos fundamentales y se depura. 

o Instauración de la intervención 

o La esclavitud desaparece por acción internacional. 

o Se forma el régimen de navegación en aguas internacionales, se elimina la figura 

del corsario  

o La diplomacia gana estabilidad, el régimen consular llega a su esplendor.  

 

Hacia el final de este periodo se observa además del movimiento pacifista, el nacimiento 

de un gran número de pactos y tratados internacionales muchos de ellos multilaterales. A 

fínales del XIX se crean las bases de los sistemas de solución pacifica de los conflictos 

entre los Estados y se comienzan a crear los grandes organismos administrativos 

internacionales.   
 

4. La 1 Guerra Mundial (1914-1918).- es uno de los sucesos internacionales con mayor 

número de consecuencias. La moral internacional que prevalecía desde el Tratado de 

Wesfalia se vio ofuscada por el nacionalismo y el anarquismo, esto duro poco gracias a 

un pequeño y lento renacimiento, en el cual se dio un gran avance en las instituciones 

internacionales que ya existían, además de crearse algunas nuevas. A pesar de esto una 

                                                           
4 Derecho de Gentes: “Todos los pueblos se rigen por leyes y costumbres y usan en parte su propio derecho y en 
parte el derecho común de todos los hombres; pues el derecho que cada pueblo establece para sí, ese es suyo propio, 
y se llama derecho civil (...); en cambio, el que la razón natural establece entre todos los hombres, ése observa 
uniformemente entre todos los pueblos y se llama derecho de gentes, como si dijéramos que es el derecho que usan 
todas las naciones” (Samper, 2000, pág. 1) 
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de las consecuencias más impórtate es el retroceso en el derecho de gentes, el cual dejo 

en duda la efectividad de este orden jurídico, perdiendo los logros que ya conseguido.  
 

5. 1945.- Los grandes cambios comenzaron en este año en el cual las circunstancias 

alteraron de manera profunda y contundente el cuerpo legal, por ejemplo el nacimiento de 

nuevos Estados, los avances tecnológicos de la época, y el imperativo de considerar el 

bienestar de los grupos humanos como meta básica de la acción política. Cierto es que 

los principios fundamentales permanecieron intactos, solo se enriquecieron al iguales que 

las normas, instituciones, conceptos y procedimientos, aunque también algunos 

caducaron (Sepúlveda, 2009, págs. 7-12) 

 

Con esta pequeña línea del tiempo se observa el avance que ha tenido el Derecho 

Internacional y también el retroceso marcado que se dio en algunas épocas, lo cual ha 

llegado a obscurecer un tanto a la disciplina al concebirse ideas un tanto ilusorias, 

además es importante concientizar la evolución constante de la sociedad internacional 

(Estados), y el cómo es necesario que las normas e instituciones crezcan de la mano de 

esta evolución para poder dar una solución a las problemáticas existentes y que la justicia 

se imparta de forma eficaz, no solo de manera interna también internacional, de esta 

forma podríamos comenzar a hablar de una universalización del derecho de gentes. 

1.2 Concepto de Derecho Internacional General  

El concepto del Derecho internacional es en esencia estrictamente técnico, se designa 

como: el sistema jurídico cuya función primordial es regular las relaciones entre los 

Estados, así como de las organizaciones que los Estados han formado entre sí esto 

además de las relaciones entre organizaciones e individuos o más precisamente entre 

Estados e individuos. Es necesario entender que estamos frente a una rama del derecho 

bastante peculiar, que en muchos casos ha sido discriminada, además de mal 

interpretada como se puede observar a lo largo de su historia. 

Kelsen, nos brinda una definición tradicional del derecho internacional la cual se 

cita a continuación:  

“El Derecho internacional es un conjunto de normas que regulan el comportamiento mutuo 

de los Estados, sujetos específicos del Derecho internacional” (1979, pág. 323),  

de lo anterior resalta que se trata de un orden coercitivo, es decir de un conjunto de 

normas que regulara el comportamiento humano vinculado a ciertos actos coercitivos 

(sanciones), a ciertos hechos (delitos), determinados por este orden como condiciones. 

Es necesario mencionar que aunque se crea que el derecho internacional no regula el 
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comportamiento humano (directamente), lo hace por medio de los Estados, los individuos 

al ser un elemento formal para la constitución de un país, sufren las consecuencias de 

los actos o decisiones; esto significa que se encuentran sujetos al orden jurídico cuya 

personificación es el Estado: sujeto de Derecho Internacional. Sirva lo anterior como 

respuesta al porque en la actualidad la mayor preocupación y trabajo, se da en las esferas 

de derechos humanos y del derecho penal, ya que en esta época se tiene mayor 

“conciencia humana”, sobre la necesidad mantener la paz y proteger los derechos 

humanos.  

Considerando muchos países a esta conciencia humana como un eje rector, un 

principio, lo cual impide “moralmente y abiertamente” atacarlo, a diferencias de otras 

épocas a lo largo de la historia como lo fue el holocausto en la segunda guerra mundial, 

la erradicación racial en Yugoslavia y Runda, solo por mencionar algunos ejemplos, (Villar 

Borda, 2006, pág. 225) convirtiéndose en una necesidad de salvaguardar la calidad 

humana. 

Ahora bien el Derecho Internacional, como un orden coercitivo, muestra el mismo 

carácter que el Derecho estatal, sin embargo difiere de él y muestra una cierta similitud 

con el Derecho primitivo, ya que, el Derecho internacional como un Derecho general que 

obliga a todos los Estados, no establece órganos especiales para la creación y aplicación 

de sus normas, se encuentra en un estado de amplia descentralización, por ende 

podemos decir que se encuentra en la primera etapa de desarrollo del derecho.  

Igualmente como orden legislativo, sus normas generales son creadas por 

costumbre o por tratados (en apartados subsecuentes se bordaran las fuentes del 

Derecho internacional), es decir, que las leyes son creadas por los mismos miembros de 

la comunidad y no por un órgano legislativo especial, lo mismo sucede en su orden 

ejecutivo, o sea en la aplicación de normas al caso concreto; entonces es el mismos 

Estado creyendo que sus derechos han sido violados, el que tiene que decidir si existe el 

hecho de un delito por el que otro Estado sea responsable (Kelsen, 1979, págs. 325- 

326), lo cual en años anteriores ocasionan conflictos de intereses, porque obviamente los 

países más antiguos o con mayor poder tanto político como económico, decidían sobre 

los países recién creados o los débiles, la justicia le pertenecía a los poderosos.  
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La definición dada es simple, vaga e imprecisa, la justificación para este grave 

error es el hecho de que estudiamos una rama del derecho, que además de ser 

relativamente “nueva”, es subjetiva, al justificarla bajo argumentos políticos y moralistas, 

reflejo de los intereses de uno o un grupo de países y no de la entera comunidad 

internacional, siendo esto el mayor problema para el Derecho internacional. El objetivo 

primordial para un mayor avance en la materia seria que se lograra reconstituir en un 

derecho político y moralmente neutral, con altas aspiraciones al universalismo, “una 

comunidad de naciones o civitas máxima (ibídem, pág. 320). Suena irreal, pero 

podríamos estar ante la presencia de una solución factible para solucionar con mayor 

eficiencia las problemáticas internacionales, al existir un único ordenamiento penal que 

rija sobre todos los Estados, evitando de esta manera las controversias por competencia 

o los conflictos de intereses, así como la mala interpretación y el reacomodo del antiguo 

Derecho Internacional para el contexto mundial actual, por falta de leyes o reformas en 

las mismas.  

1.3 Ramas del Derecho Internacional  

El Derecho Internacional se divide en dos ramas para su mayor comprensión siendo estas 

el Derecho Internacional Público y Derecho Internacional Privado, dicha clasificación es 

la más utilizada para la doctrina del Derecho Internacional. En el siguiente cuadro se 

observa de manera más detallada lo anterior (véase, Cuadro 1).  

Para entenderlos con mayor claridad es necesario distinguir de entre ambos 

conceptos, debido que en la presente tesis el campo de estudio será con respecto a la 

acción de los Estados e Individuos en el Sistema Jurídico Internacional y a la aplicaciones 

de normas en las relaciones internacionales, conceptualizar y establecer sus principales 

características será básica para entender muchos de los planteamientos que se 

presentarán.  
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Nota: 

mapa 

mental, 

Vocabulario Controlado del Tesauro Jurídico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

2014, pág. s/p) 

Cuadro 1. División del Derecho Internacional 
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1.4  DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO. 

El Derecho como ciencia es una construcción social, un producto creado para la 

solución de divergencias en el seno de la comunidad, esto quiere decir que el fin 

primordial de su propia existencia depende de la existencia del conflicto. Desde sus 

orígenes, como ya se pudo observar, ha servido como mecanismo regulatorio y 

civilizador, para así evitar la venganza como medio de arreglo de disputas y para 

establecer e imponer en muchos casos, criterios de convivencia en el seno de una 

organización humana. 

1.4.1 Concepto, Objeto y Naturaleza Jurídica  

Se definirá al derecho internacional público, como un sistema de normas jurídicas que 

regulan las relaciones entre los sujetos de la comunidad internacional (Moncayo, et al., 

1997, pág.14; Ruzié, 2008, pág.1), por estos sujetos nos referimos a las entidades 

estales como sujetos principales, y a otros actores: organizaciones internacionales, 

individuos, entre otros, a todos, el propio ordenamiento les otorga personalidad 

jurídica.  

A su vez Sepúlveda lo define como el conjunto de normas jurídicas que regulan 

las relaciones de los Estados entre sí, esto significa que el derecho de gentes (pueblos 

organizados políticamente) rige las relaciones entre los sujetos o personas de la 

comunidad internacional (2009, págs. 3-5). Para un estudio más amplio y concreto es 

necesario el analizar diversos conceptos, por ejemplo el referido por Ruíz Moreno; 

dicho concepto deberá tomarse como base para esta investigación, a la letra dice: 

“Derecho Internacional Público. El conjunto de principios y reglas que rigen las 

relaciones entre las personas internacionales y entre los Estado, y los derechos y 

deberes internacionales de los individuos” (1940, pág. 5).  

Es necesario precisar que las definiciones dadas no abordan otros aspectos 

importantes para el DIPú, ya que, principalmente se destaca la idea de un 

ordenamiento que los propios Estados han creado para regular sus conductas, esto 

lleva a varios autores a plantear a la luz de los sistemas internos que el derecho 

internacional comparte las características inherentes de lo que llamamos “derecho 

tradicional” (Mégret, 2012, págs. 72-81), así como de sus fundamentos morales, por 

ejemplo:  
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o John Austin habla de una moralidad positiva, dado que trataba de un orden 

jurídico en el que las normas dictadas por un soberano no estaban respaldadas 

por una sanción o castigo (1832, pág. s/p).  

o Kelsen por su parte sostenía que estábamos en presencia de un orden 

primitivo, en el que todavía no se había alcanzado el grado de centralización 

requerido para imponer las normas jurídicas mediante coerción (1952, pág. 22). 

o Hersch Lauterpacht de modo semejante considera que el derecho internacional 

era un derecho primitivo, al carecer de una autoridad legislativa centralizada 

y de tribunales con jurisdicción compulsiva (Lauterpacht, 1933, pág. 405).  

Dichos argumentos parten de la suposición de que el derecho interno o nacional 

es el modelo a seguir por excelencia, entendiéndose al derecho internacional como un 

ordenamiento al que le faltan las propiedades necesarias para asimilar al primero. Por 

lo que es vital precisar el hecho de que el derecho internacional es una ciencia en 

particular, o sea derecho propiamente dicho, aunque de naturaleza distinta a los 

sistemas internos, esto en la medida en que sus normas originan obligaciones y 

derechos aceptados para su convivencia, la falta de mecanismos concretos para su 

ejecución en poco o nada afectan la condición jurídica del derecho internacional, 

puesto que la naturaleza obligatoria y de validez de una decisión es inherente a ella 

misma (Weeramantry, 1993, pág. 374).  

Ahora bien no debemos confundir al DIPú con la moralidad internacional o las 

reglas de cortesía, que los Estados han respetado tradicionalmente en sus relaciones 

mutuas, dado que estas no generan ninguna obligatoriedad en quien las realiza, 

mientras que aquel corresponde a un plano meramente jurídico, en dicho plano es 

evidente el uso de protocolos o pautas de conducta cuyo cumplimiento es percibido 

como una obligación de derecho y cuya violación acarrea consecuencias jurídicas.  

Tampoco debe confundirse con la política internacional o con la economía 

internacional, por supuesto, el carácter político-económico del derecho internacional 

público es evidente desde sus primeros pasos, pero es preciso diferenciar su 

naturaleza conceptual; los vínculos que los Estados generan entre sí motivados por un 
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sin número de razones, son el objeto de estudio de diversas disciplinas, por lo que en 

muchos casos es imposible comprender enteramente los vaivenes de las relaciones 

entre Estados desde una clave exclusivamente basada en el derecho, ni resulta 

concebible comprender la compleja realidad internacional desde una lectura política o 

económica que ignore la variable jurídica (Higgins, 1995, págs. 2-4). Esto permite 

llegar a la conclusión de que el DIPú de que a pesar de que exista un tronco común 

con algunas disciplinas, se trata radicalmente de una esfera distinta, con sus reglas 

específicas y con particulares propias.  

El objeto de estudio del DIPú radica en regular las relaciones internacionales 

entre los sujetos que forman parte de esta área jurídica, directamente con el Estado y 

otros sujetos, como las organizaciones internacionales y los sujetos especiales como 

lo son Vaticano, los Beligerantes, (más adelante abordaremos de manera más precisa 

a estos sujetos). La particularidad más importante de los Estados es que se encuentran 

investidos de soberanía, esto es: que actúan bajo una potestad que les es otorgada 

por sus propias leyes internas, es importante recalcar a los individuos como sujetos 

indirecto de la relación jurídica y destinatarios de la norma internacional del DIP 

(García Reyes Retana, 2016, pág. s/p). 

De lo mencionado resaltamos la triple función del DIPú que se enumera a 

continuación: 1. Establecer derechos y deberes de los estados en la comunidad 

internacional; 2. Determinar las competencias de cada estado y; 3. Ha de reglamentar 

las organizaciones e instituciones de carácter internacional (Sepúlveda, 2009, pág. 3). 

Los sujetos se abordaran más detalladamente en el trascurso de este capítulo. 

1.4.2 Características del Derecho Internacional Público. 

El Derecho Internacional es una parte de las ciencias jurídicas, pero su esencia 

presenta ciertas características, derivan de la naturaleza del objeto al que se dirige, 

contemplando el ser y el deber ser de la Sociedad Internacional:  

o El Derecho Internacional constituye un orden jurídico autónomo: esto en 

pocas palabras significa que es “derecho”, aunque por sus particularidades en 

ocasiones no es posible comprenderlo o examinarlo; es gracias a sus fuentes y 
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destinatarios que se llega a un análisis más preciso para entender el porqué de 

su autonomía: 

o por sus FUENTES: Los Tratados, la costumbre, la acción normativa de 

las Organizaciones Internacionales, junto con los principios generales, 

son fuentes propias y en cierto modo exclusivas de este ordenamiento 

jurídico, permitiendo observar de esta manera su autonomía, siendo esta 

aún más evidente cuando al compararse el DIPú con el sistema 

normativo de los derechos internos, en estos la ley tiene un valor 

omnipresente, de modo que es fuente común para todas sus ramas, por 

ejemplo: si se reforman o modifican las normas constitucionales estas a 

su vez puede reformar, crear o derogar a las normas de rango inferior. 

Respecto al orden jurídico internacional, este no cuenta con algún 

concepto equivalente al de la Ley. 

o por sus DESTINATARIOS: partiendo de este punto, se observa que el 

DIP es el único ordenamiento jurídico que se dirige a los Estados en sus 

relaciones mutuas, este es el motivo por el cual surge la posibilidad de 

que al regularse una materia de alcance internacional desde los 

derechos internos, se produzcan resultados distintos; por ejemplo que un 

individuo posea doble nacionalidad.  

o El Derecho Internacional, es un derecho en desarrollo: Hasta hace poco el 

Derecho Internacional era un conjunto de normas en su mayor parte 

consuetudinarias es a partir de la creación de las Naciones Unidas, que el 

derecho escrito-positivo es cuantitativamente más importante que el 

consuetudinario5 por razón del impulso codificador. A pesar de este desarrollo 

el DIPú sigue teniendo un pequeño grado de positivista esto comparado con la 

abundancia de normas de los derechos internos, donde las relaciones sociales 

se regulan detalladamente. 

                                                           
5Consuetudinario, ria: 1. adj. Que es costumbre; 2. adj. Habitual o reincidente (Real Academia Española, 2016, 
pág. s/p). 
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o El Estado no es sólo el destinatario de las normas, sino su principal promotor: 

El Estado es el sujeto originario del sistema, actor que participa directamente 

en el proceso evolutivo del DIPú, mediante la elaboración de Tratados, la 

creación de Organizaciones Internacionales y el establecimiento de instancias 

jurisdiccionales, esto es resultado de la voluntad de los Estado. 

o El Derecho Internacional se encuentra en evolución de manera constante: El 

carácter evolutivo del Derecho Internacional se deriva de la costumbre como 

origen de nuevas normas que tratan de recoger nuevas situaciones derivadas 

del avance tecnológico, de la preocupación por asegurar los derechos 

universales del hombre, de mantener la paz mundial, entre otras muchas 

situaciones, lo anterior en consecuencia de los cambios que se producen en la 

sociedad internacional día a día, el Derecho Internacional ha de evolucionar 

para tratar de dar respuesta a las necesidades sociales. 

o Cuenta con sus propios medios para crear o aplicar de manera eficaz sus 

normas: Muchas veces se apoyan en los medios ya existentes del Derecho 

Interno, y algunos son totalmente independiente de este sistema.  

o El Derecho Internacional tiene un grado considerable de relativismo: Esto 

significa que en algunas ocasiones una determinada norma obliga a algunos 

sujetos pero a otros no, ejemplo de lo anterior es un Tratado bilateral en principio 

es una norma que obliga a los Estados ratificantes en las relaciones acordadas 

entre ambos y no para los demás, por tanto, un sujeto de Derecho Internacional 

está obligado a seguir determinada conducta en un caso pero no en otro 

(Derecho en Red, 2013, pág. s/p; J. Buis, 2015, pág. 2). 

1.4.3 Fuentes del Derecho Internacional Público. 

Se debe entender por fuentes, a las formas de manifestación del derecho internacional, 

el origen de donde proviene el derecho. Las fuentes son el cauce donde se contiene 

las normas jurídicas. Tradicionalmente se ha tomado el artículo 38 del Estatuto de la 

Corte Internacional de Justicia, como indicador oficial de las fuentes del derecho 

internacional, que a la letra dice:  
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“La Corte, cuya función es decidir conforme al derecho internacional las controversias 

que le sean sometidas, deberá aplicar: 
a. Las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que establecen 

reglas expresamente reconocidas por los Estados litigantes; 

b. La costumbre internacional como prueba de una práctica generalmente aceptada 

como derecho; 

c. Los principios generales de derecho reconocidos por las naciones civilizadas; 

d. Las decisiones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de 

las distintas naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de 

derecho, sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 59…” (CIJ, 1945, pág. s/p). 

La doctrina es unánime en este sentido, sin embargo, existe una discrepancia 

en cuanto a la interpretación de sus alcances dividiéndose en dos corrientes, la primera 

corriente mayoritaria en la ciencia del derecho internacional que considera que el 

artículo 38, tiene una terminología puramente descriptiva y no tiene por objeto restringir 

en forma alguna la operación de las fuentes que se describen (Verdros, 1968, pág. 

521). La segunda corriente menciona que no hay más fuentes del derecho que las 

mencionadas en artículo referido lo cual se convierte en un enorme obstáculo en el 

desarrollo del derecho internacional, es decir que la adecuación del derecho 

internacional a las relaciones internacionales que están en constante transformación 

no sería posible con la existencia de un sistema cerrado de fuentes del derecho.  

Respecto al orden jerárquico en que pudieran estar ordenandos las fuentes, 

muchos autores consideran que los tratados, constituyen la fuente más importante de 

normas de derecho internacional (Jiménez de Aréchaga, 1979, pág. 55), en la práctica 

internacional esto no es así, ya que el juzgador, aplica indistintamente las fuentes sin 

tomar en cuenta un orden jerárquico riguroso.  

El sistema de derecho internacional interpuesto, no debe verse como una 

camisa de fuerza que reprima la manifestación de la normatividad jurídica 

internacional, al contrario los cambios sustanciales que se han producido en las 

relaciones internacionales, han permitido que el DIPú siga evolucionando y debe 

seguir haciéndolo de acuerdo con las necesidades del mundo contemporáneo; al ser 

las relaciones internacionales más complejas se requiere de una mentalidad más 

abierta para aceptar y entender las nuevas manifestaciones jurídicas internacionales 

(Becerra Ramírez, 1991, págs. 30-32).  
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Ahora bien la doctrina clasifica a las fuentes del DIPú en materiales y formales, 

esta distinción tiene un valor metodológico o didáctico, ya que no podemos hablar en 

rigor de fuentes materiales en la forma en que se hace el Derecho interno. 

Las Fuentes formales son los medios o formas por los que la norma se 

manifiesta (se crea), en cambio las fuentes materiales aluden a lo que da contenido a 

la norma, por tanto, así como en las primeras recaen en la naturaleza jurídica, las 

segundas caen fuera del campo del derecho, concretamente en el ámbito de la política 

y de las relaciones internacionales (Derecho en Red, 2013, pág. s/p).  

Una segunda clasificación de las fuentes en el derecho internacional, quizá más 

importante al menos en la práctica, es su división en directas o principales e indirectas, 

supletorias o subsidiarias. Las fuentes directas, comúnmente se clasifican en dos: los 

tratados y la costumbre internacional; y en las indirectas se encuentran los principios 

generales del derecho, la jurisprudencia y la doctrina. Esta clasificación por lo general 

se utiliza debido a que aparece en el Estatuto de la Corte Internacional de justicia 

(véase, art. 38 CIJ) (Sara Vázquez, 1964, pág. 68; Lara Patrón & al., 2006, pág. 76).  

Cesar Sepúlveda refiere, que las fuentes de derecho internacional público son 

las contenidas en la siguiente clasificación la cual se utilizara para conceptualizar las 

fuentes del derecho internacional:  

 Los tratados 

 La costumbre. 

 Los principios generales del derecho. 

 Las decisiones judiciales. 

 La doctrina. 

 Las resoluciones de los órganos internacionales. 

 La codificación del derecho internacional (2009, págs. 91-95). 

1.4.3.1 Los Tratados  

Son los acuerdos de voluntades de sujetos de la comunidad internacional, Estados u 

organismos internacionales, que crean modifican o extingan derechos y obligaciones 

entre las partes. La convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, 

los define en su artículo 2, que a continuación se transcribe:  
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“Se entiende por "tratado" un acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados 

y regido por el derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o 

más instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación particular” (ONU, 

1969, pág. s/p). 

Dicha fuente presenta gran relación con la costumbre internacional hecho que 

ha dificultado determinar la naturaleza de normas internacionales en la medida en que 

los tratados pueden codificar, cristalizar o desarrollar normas consuetudinarias. 

Finalmente abría de considerar si los tratados internacionales son verdaderas fuentes 

de derecho internacional, varios estudiosos consideran que los tratados 

internacionales son meras transacciones entre Estados, compromisos estatales que 

por su naturaleza no generan derecho internacional, sino derechos y obligaciones 

entre las partes, aunque la postura predominante sostiene que los tratados 

internacionales son verdaderas fuentes de derecho internacional, la cual tiene su base 

en el hecho de que los tratados pueden generar reglas de costumbre, como lo ha 

sostenido la Corte internacional de Justicia.  

Lo trascendente en este punto, es que el tratado debe ser concertado en primer 

orden entre sujetos del Derecho Internacional, es decir, no pueden considerarse como 

tratados los acuerdos celebrados entre Estados y personas o sociedades privadas, los 

cuales aunque revisten importancia no pasan de ser contratos internacionales, pero 

tienen su fuente en el derecho interno de cada Estado (Arias, 1988, pág. 92; Contreras 

Vaca, 1994, pág. 12); por ende es lógico suponer que debe existir una jerarquía de 

tratados que permita ordenar esta multitud de instrumentos internacionales celebrados 

por los Estados y que actualmente se encuentran en vigor, sin embargo la textura 

abierta del derecho internacional impide la existencia de un sistema coherente de 

jerarquía. No obstante debemos considerar que existen tratados con mayor relevancia 

que otros la posibilidad de que exista tratados más fundamentales que otros.  

1.4.3.2 La Costumbre  

La costumbre, es la conducta generalizada y reiterada de los sujetos de la comunidad 

internacionales, Estados u organismos internacionales, así como individuos, con la 

convicción de ser de obligatoria aplicación entre los mismos. Tradicionalmente 

comprendía los usos y prácticas de pueblos antiguos, sus tradiciones y su evolución 

con el trascurso del tiempo, así como el desarrollo tecnológico y social. Se considera 
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que la costumbre es una fuente eminentemente social, en el sentido de que 

constituyen la expresión de los valores y las prácticas de una comunidad revestidos 

de forma legal. Constituye una de las principales fuentes de validez de normas 

jurídicas en el DIPú, si bien en la actualidad en el DI de cada Estado, ha perdido su 

virtud creadora la cual fue sustituida por la ley no se ha verificado en la misma medida 

en el terreno internacional; esto se debe a la falta de órganos legislativos 

internacionales.  

Como ya se mencionó conforme los pueblos fueron evolucionando, los procesos de 

creación del derecho se ha institucionalizado al punto de hoy vivimos en un paradigma 

de división de poderes, en el cual el poder legislativo crea la ley, el ejecutivo la imprenta 

y el judicial vela pos su cumplimiento (Lara Patrón & al., 2006, pág. 81).  

De modo que la costumbre se define como un uso considerado jurídicamente 

obligatorio; la teoría general del derecho enseña que la costumbre jurídica está 

compuesta por dos elementos: uno material u objetivo y otro psicológico - subjetivo, el 

objetivo consiste en el uso, la practica reitera y constante de ciertos actos, y el 

elemento psicológico o subjetivo es el dicho de que el uso debe seguirse no por ser 

conveniente o por conformarse con una práctica social, sino porque jurídicamente 

dicho uso deberá seguirse (García Maynez, 2004, pág. 416), también este elemento 

contiene lo que se llama la “opinio juris sive necesitatis6” o sea la convicción acerca de 

la obligatoriedad de esos usos o prácticas, por ende la costumbre nace cuando se 

reúnen estos dos elementos. No sólo los actos consuetudinarios deben constituir una 

práctica constante sino que deben además demostrar por su naturaleza o la manera 

en que son ejecutadas la convicción de que esa práctica se ha vuelto obligatoria debido 

a la existencia de una regla de derecho. En conclusión ni la frecuencia ni aún el 

carácter habitual de los actos bastan por sí solos, además de que deben ser realizados 

por sujetos de derecho internacional (Jiménez de Aréchaga, 1979, págs. 185-186; Ruiz 

Moreno, 1940, pág. 8); con todo lo anterior, podemos adecuar la definición de 

                                                           
6“opinio juris sive necesitatis” del latín que significa la obligación de cumplir un deber jurídico (Guías 
Juridicas, 2016, pág. s/p). 
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costumbre a la de costumbre internacional como “la práctica estatal considerada 

jurídicamente obligatoria”.  

1.4.3.3 Los Principios Generales del Derecho.  

La opinión doctrinaria dominante está de acuerdo en que los principios generales del 

derecho tienen su origen en los principales sistemas jurídicos que se conocen en el 

mundo, son aquellos que están consagrados por la legislación interna de cada país, 

principios que son comunes a todos los sistemas jurídicos.  

Algunos estudiosos del derecho internacional han puesto en duda que los 

principios generales del derecho constituyan una verdadera fuente del derecho 

internacional, ya que de ellos no se deriva ninguna norma, para este fin es necesario 

recordar que las fuentes son formas de manifestación del derecho internacional en 

consecuencia estos principios si se pueden tomar como fuentes del derecho 

internacional. 

 Esencialmente los principios generales del derecho son instrumentos que tiene 

el juzgador para resolver las controversias en caso de lagunas, con esto se conforma 

un sistema jurídico completo donde no puede existir un caso sin respuesta jurídica, ya 

que los principios generales del derecho se aplican tanto en el fondo de los asuntos 

como en el procedimiento. Es importante señalar que no se deben confundir los 

principios generales de derecho con los principios generales de derecho internacional, 

los últimos tienen un origen meramente consuetudinario o bien se encuentran en 

tratados internacionales. Algunos principios de derecho internacional son:  

o La no agresión  

o La igualdad soberana de los Estados  

o Toda persona que cometa un acto que constituya delito de derecho 

internacional es responsable de él y está sujeta a sanción. 

o Toda persona acusada de un delito de derecho internacional tiene derecho a un 

juicio imparcial sobre los hechos y sobre el derecho (Becerra Ramírez, 1991, 

págs. 49-50).  
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1.4.3.4 Decisiones Judiciales y Doctrina  

Son una fuente auxiliar del derecho internacional. Uno de los beneficios que tiene el 

uso de las decisiones judiciales como fuente de derechos es que interpretan el 

derecho, proporcionando un ejemplo de la aplicación práctica de la norma, además de 

resolver las contradicciones de las leyes y cuando no hay derecho aplicable al caso 

concreto establecen los principios generales de derecho a aplicar. El artículo 59 de la 

Corte Internacional de Justicia dice: 

“las decisiones de la Corte no son obligatorias, sino para las partes en litigio y respecto 

al caso que ha sido decidido” (CIJ, 1945, pág. s/p). 
 

De lo expuesto podemos afirmar que las decisiones judiciales no son en sí una 

verdadera fuente, porque una sentencia no puede basarse solo en decisiones 

judiciales anteriores. Las decisiones de la Corte tienen las características de relatividad 

esto significa que son válidas para las partes y el caso concreto que resuelven de 

acuerdo con el artículo 59 antes reproducido. 

Ahora bien por doctrina se entenderá como el resultado del estudio, análisis y 

discusión, que realizan los estudiosos y tratadistas del derecho internacional, como 

una fuente auxiliar para determinar la existencia de normas jurídicas internacionales. 

Ahora bien no cualquier doctrina puede ser tomada como fuente del derecho, si no 

solo la de los publicitas de mayor competencia de las distintas naciones, también es 

un medio auxiliar del juzgador, y esto es entendible dado que el especialista opina e 

investiga pero no crea derecho internacional (Becerra Ramírez M., 1997, pág. 57, Lara 

Patrón & al., 2006, pág. 124).  

1.4.3.5 Las Resoluciones de los Organismos Internaciones 

Existe un gran debate respecto de si las resoluciones de las organizaciones 

internacionales constituyen una fuente autónoma de derecho internacional (Abi-Saab, 

1971, págs. 9-10). En primer lugar, es claro que la Conferencia de San Francisco 

confirió sólo la facultad de dictar resoluciones obligatorias para los Estados miembros 

al Consejo de Seguridad de la ONU (art. 25 de la Carta), dado que en virtud del 
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principio de la descolonización7 ingresaron nuevos Estados a la ONU, se adoptaron 

numerosas resoluciones en la Asamblea General y se empezó a discutir si eran 

obligatorias jurídicamente.  

Parte de la doctrina sostuvo que tales resoluciones constituían un soft law, 

especie de derecho in statu nascendi o derecho de menor valor vinculante. Si bien las 

resoluciones de la Asamblea General de la ONU constituyen factor importante en la 

formación de la costumbre, la mayoría de la doctrina no les concede efectos jurídicos 

obligatorios.  

Es el orden jurídico de la Organización quien regula la competencia de la misma, 

el procedimiento que deben seguir cada uno de sus órganos, la representación y las 

relaciones con los demás sujetos de la comunidad internacional, lo anterior en virtud 

de la competencia otorgada por los Estados, por ende la facultad de una organización 

de dictar resoluciones tendientes a crear una regla de derecho en el orden jurídico 

internacional está señalada en el tratado constitutivo de aquélla o en un convenio 

complementario. Fuera de estos casos, las recomendaciones o resoluciones de las 

organizaciones internacionales no producen efectos jurídicos erga omnes (Monroy 

Cabra, 2005, pág. s/p). 

Respecto a lo anterior Sorensen expresa:  

“Todas las decisiones de las instituciones internacionales se toman en virtud de las 

atribuciones que les confieren sus instrumentos constitutivos, ya sea expresa o 

implícitamente. De modo que son actos de derecho y, como tales, capaces de producir 

determinadas consecuencias jurídicas, que a veces se definen con mayor precisión en 

el instrumento constitutivo. Esta es la explicación de su gran variedad, pues cada 

tratado constituyente ha establecido su régimen especial, frecuentemente muy 

singular. Por tanto, para determinar las consecuencias jurídicas de los actos de una 

institución internacional es necesario primero examinar su instrumento constitutivo o 

constitución” (Sorensen, 1981, pág. 184). 

Si se llegase a dar un reconocimiento general en la doctrina del derecho 

internacional sobre las resoluciones como fuente del derecho internacional producirá 

                                                           
7 Principio de descolonización: El término apareció después de finalizada la Segunda Guerra Mundial para referirse 
al proceso político impulsado por la Organización de las Naciones Unidas de poner fin al colonialismo, 
mayoritariamente europeo, que dio lugar a la independencia nacional de varios países, principalmente en África 
y Asia (WIKIPEDIA, 2016, pág. s/p). 
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una verdadera revolución, ya que abrirían la posibilidad de transformación de las 

normas de derecho internacional con bases más justas y democráticas. 

1.4.3.6 La Codificación del Derecho Internacional  

Entiéndase por codificación el recurso metodológico para agrupar leyes que tengan 

principios comunes, dicho fenómeno constituye un progreso del derecho en la materia 

internacional, al mismo tiempo nos encontramos en presencia de una tarea muy 

urgente pues la codificación garantiza en parte la supervivencia de esta disciplina, al 

tiempo que es un factor destacado para impulsar el desenvolvimiento posterior de este 

sistema legal; por fortuna, el progreso en esta materia, aun en medio de grandes 

dificultades y limitaciones ha sido bastante significativo en los años recientes, aunque 

sus éxitos han sido limitados y espasmódicos. 

 En algún momento la Sociedad de Naciones tuvo un intento prematuro para 

codificar al derecho internacional, dicho intento fracaso al ser duramente criticado por 

la técnica utilizada y los tópicos seleccionados, a pesar de esto se considera un 

antecedente directo para una universalización del derecho de gentes. Retomando 

ideas de Cesar Sepúlveda nos encontramos en un contexto adecuado para comenzar 

a codificar la materia internacional al estar más extendida por el mundo, esto con la 

finalidad de acabar con las lagunas e incertidumbres jurídicas de este sistema jurídico 

en desarrollo (Sepúlveda, 2009, págs. 112- 117), muy a pesar de la necesidad de tener 

un orden normativo, el camino está lleno de dificultades y no se vislumbra soluciones 

fáciles; en este tenor de ideas la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones 

Unidas en sus cuarenta y dos años de actividad ha logrado varios proyectos, por 

ejemplo: el relativo a inmunidades de funcionarios diplomáticos, régimen de alta mar, 

lo referente al genocidio, otros muestran avances como el de las reservas sobre los 

tratados multilaterales, la eliminación de la apatridia, entre otros. El trabajo de la 

Comisión es destacable a pesar de encontrarse limitada al solo poder exponer el 

derecho existente cuando haya consenso evidenciado por una larga costumbre 

(práctica y doctrina). 

En conclusión esta tarea de la codificación es un empeño por persuadir a los 

gobiernos a aceptar una regla de derecho o favorecer la creación de estas reglas. La 
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codificación revela grandes potencialidades para hacer entrar a las relaciones 

internacionales al orden de la legalidad y la justicia. Del éxito obtenido en la 

codificación depende el convencimiento de los Estados para reconocer una jurisdicción 

obligatoria más amplia, por lo tanto podemos concluir que la codificación forma parte 

inseparable del derecho Internacional lo que permiten tener fundadas esperanzas para 

su continuidad y desarrollo (ídem).  

1.4.4 Sujetos de Derecho Internacional Público. 

Es en los sujetos de derecho internacional donde el DIPú manifiesta marcadamente 

su evolución, hasta el siglo pasado el Estado era considerado el sujeto por excelencia 

del derecho internacional, al cual se le atribuye un catálogo de derechos y 

obligaciones. El punto de partida para terminar con el monopolio del Estado como 

único sujeto de derecho internacional es el momento en que se manifiestan las 

organizaciones internacionales; actualmente la gama de sujetos de derecho 

internacional es amplia y continua en aumento.  

Se consideran Sujetos de Derecho Internacional Público: 

a. El Estado, es el objeto de análisis de varias disciplinas humanísticas pero 

para el derecho es “una comunidad constituida por un orden jurídico 

determinado que presenta elementos y características propias”, el cual 

continúa siendo el factor dominante para cualquier relación internacional 

esto es que únicamente los Estados pueden: ser miembros de las 

Nacionales Unidas (art. 3 y 4 de la Carta de la ONU), invocar el Consejo de 

Seguridad (art. 35 de la carta de la ONU) o ser parte ante la Corte 

Internacional (art. 34 del Estatuto de la Corte).  

El concepto de Estado como del derecho internacional tiende hacia una 

circunscripción evidente de una organización, al mismo tiempo la 

heterogeneidad del mundo de los Estados obliga a un concepto amplio; 

estos requisitos los cumple satisfactoriamente “la doctrina de los tres 

elementos” de Georg Jellinek, de acuerdo con esta: el Estado presupone 

como unidad jurídica determinada un territorio, un pueblo y una forma 

de gobierno; la simpleza de la teoría de Jellinek constituye decisivamente 



 

 40 

una ventaja en un mundo donde los Estados están sometidos a constantes 

cambios (Dalla Vía, 2011, pág. s/p).  

Estos elementos también son contemplados en la definición de Estados 

como sujeto de derecho internacional de la Convención sobre Derechos y 

Deberes de los Estados, llevada a cabo en Montevideo, determinada en su 

artículo 1º, que a la letra dice: 

“El Estado como persona de Derecho Internacional debe reunir los 

siguientes requisitos: 

I. —Población permanente. 

II. —Territorio determinado. 

III. —Gobierno. 

IV. —Capacidad de entrar en relaciones con los demás Estados” (7° 

Conferencia Internacional Americana, 1933, pág. s/p), 

en esta definición es evidente que el Estado como unidad de acción vive en 

inclusión de la actividad en la comunidad internacional (Becerra Ramírez M. 

, 1991, págs. 13-14; Herdegen, 2005, pág. 70; García , 2009, pág. s/p). 

Los Sujetos atípicos del Derecho Internacional son (Álvarez Londoño, 2007, págs. 53- 

63):  

a. Los Estados con subjetividad jurídica internacional parcial.   

En principio, se encuentran sometidos al Estado central y solo 

excepcionalmente se relacionan con terceros Estados bajo la regulación 

inmediata del derecho internacional público, por ende es evidente la 

subjetividad jurídica internacional de la cual gozan dicha entidad es parcial, 

pues se encuentra limitada al ordenamiento jurídico de la federación, 

confederación o Estado central el cual le atribuye tales facultades.  

b. Los Estados con capacidad de obrar limitada. 

Son Estados soberanos pero su comportamiento está sujeto exclusivamente al 

juicio del derecho internacional, es decir, no gozan de una capacidad plena de 

obrar, sino que está limitada por un tratado internacional o simplemente 
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reducida de hecho y en oposición al DI; en este caso se ubica entre un sujeto 

de Derecho internacional y una entidad regional de un Estado federado, 

confederación o Estado vasallo. Entre los Estados con capacidad de obrar 

limitada podemos mencionar:  

i. San Marino 

ii. Liechtenstein  

iii. Mónaco:  

iv. Puerto Rico  

Alfred Verdross, al respecto dice:  

“La distinción entre un Estado con subjetividad jurídica internacional parcial y un Estado 

soberano con capacidad de obrar limitada, es necesaria por cuanto el primer supuesto 

tenemos una relación de señorío que autoriza al Estado superior a modificar 

unilateralmente el círculo de deberes del Estado inferior, mientras que en el segundo 

hay frente a frente dos sujetos el DI, cuyos derechos y deberes recíprocos solo pueden 

modificarse según un procedimiento jurídico internacional. Claro está que una relación 

jurídico- internacional puede, con el tiempo, transformarse en una relación de señorío 

sin que desaparezca la apariencia de una dependencia meramente jurídico- 

internacional. Esto es lo que ocurre cuando subsiste exteriormente el protectorado 

jurídico- internacional, a pesar de que haya cesado la autodeterminación del Estado 

protegido” (1969, pág. 100). 

 

c. La Santa Sede  

La subjetividad jurídico- internacional de la Santa Sede fue reconocida por la 

Ley italiana de garantías del 13 de mayo de 1871, esta le concede al Papa la 

posición de un soberano extranjero, reconociéndole el carácter de sagrado e 

inviolable a la persona del Papa, el cual no podía ser demandado ante tribunales 

italianos, así mismo le otorga protección a su libertad de acción en su misión de 

cabeza de la iglesia, además el Estado Italiano se comprometía a hacer entrega 

de una dotación anual de 3,225, 000. 00 liras en compensación por la privación 

que se le imponía de los Estados pontificios y en cambio se le negaba toda 

soberanía territorial, así como la propiedad de los palacios pontificios.  

Fue hasta el 11 de febrero de 1929, que se resuelve la disputa entre la 

Santa Sede y el Reino de Italia, mediante el tratado de Letrán suscrito por Pío 

XI y Mussolini, gracias a este se constituye el Estado de la Ciudad del Vaticano. 
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En dicho tratado se acordaba que la Santa Sede renunciaba a los territorios que 

había poseído en la Edad Media y que Roma era la capital de Italia; por su parte 

el gobierno italiano reconocía al Papa como el soberano del nuevo Estado y le 

compensaba por la pérdida de los territorios. 

 Verdross de igual forma dice:  

“El Estado Vaticano posee personalidad jurídico-internacional propia, teniendo 

facultad para actuar hacia afuera. Según el artículo 3 de su Ley fundamental, 

compete su representación al Sumo Pontífice, pero los tratados y acuerdos que 

el Papa suscribe sobre asuntos eclesiásticos en su calidad de Cabeza suprema 

de la Iglesia (concordatos) deben de distinguirse de aquellos otros de carácter 

secular en los que interviene como representante de la Ciudad del Vaticano” 

(Remiro Brotóns, 1995).  

d. La Ciudad del Vaticano. 

Esta no posee verdaderamente los elementos constitutivos de un Estado:  

o Un territorio, pequeño 40 hectáreas 

o Una población, formada por dignatarios de la iglesia: 350 funcionarios 

aprox.  

o Además del gobierno de la Iglesia Universal, la administración temporal 

de la ciudad se beneficia de los servicios públicos italianos.  

Prerrogativas internacionales de la Ciudad del Vaticano: 

1. Como Estado soberano, la ciudad de Vaticano ejerce  

a. El derecho de legislación activa (nuncios apostólicos) y pasiva;  

b. El derecho e concluir tratados (particularmente los 

concordatos) 

2. Su situación especial le permite:  

a. Una política de neutralidad perpetua  

b. Beneficiarse de una libertad de comunicación absoluta a 

traces de todo territorio italiano.   
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e. La soberana Orden de Malta  

La Soberana Orden Militar y Hospitalaria de San Juan de Jerusalén, de Rodas 

y de Malta, más conocida como la Soberana Orden de Malta, tiene un carácter 

doble:  

i. es una de las más antiguas órdenes religiosas católicas, siendo fundada 

en Jerusalén alrededor del año 1050;  

ii. siempre ha sido reconocida internacionalmente por las naciones como 

un ente independiente y soberano de derecho internacional. 

La Orden de Malta es neutral, imparcial y apolítica, la misión de la Orden 

está definida en su lema: “Tuitio fidei et obsequium pauperum” = “la defensa de 

la fe y el servicio a los pobres y necesitados”; se concreta a través del trabajo 

voluntario de Damas y Caballeros en estructuras asistenciales, sanitarias y 

sociales. La vida de la Orden está regida por la Carta Constitucional y el Código, 

reformado en 1997; tiene su propio gobierno el Gran Maestre (titular del 

ejecutivo) asistido por el Soberano Consejo que él mismo preside, tienen 

relaciones diplomáticas con más de noventa y dos países muchos de los cuales 

no son católicos, tiene el estatus de observador permanente ante las Naciones 

Unidas. 

f. Los Beligerantes 

Cuando un grupo rebelde domina una parte importante del territorio, ejerciendo 

sobre él un dominio efectivo, adquiere la característica de beligerancia, 

constituyéndose en un grupo insurreccional en conflicto con un Estado central, 

pudiendo incluso ser reconocido como beligerante por terceros Estados en cuyo 

Estado ejerce acciones de beligerancia. 

Para que un grupo insurrecto sea reconocido beligerante se requiere:  

i. Dominio sobre una parte importante del territorio  

ii. Que dicho dominio sea efectivo  
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g. Los insurrectos  

Son éstos grupos de personas que se sublevaron contra el gobierno reconocido, 

pero sólo controlan algunas plazas y disponen eventualmente de algunos 

buques de guerra. Este reconocimiento significa que sus actos oficiales se 

considerarán en principio como actos de gobierno (y no de pillaje o piratería). 

Pero la determinación de la amplitud de derechos depende totalmente del 

arbitrio del Estado que los reconoce. Ello nos demuestra que este 

reconocimiento es puramente constitutivo. 

Al final el reconocimiento de insurrectos es el reconocimiento de 

beligerantes a los que se considera como beligerantes con derechos limitados, 

esta práctica nos prueba que el reconocimiento de beligerancia es constitutivo, 

por ende relativo; es decir, que sólo surte efectos frente al Estado que los 

reconoce (Enciclopedia Jurídica, 2014, pág. s/p). 

h. Los movimientos de liberación nacional  

Estos movimientos que están estrechamente vinculados a los pueblos sujetos 

a dominación colonial y que luchan por su libre determinación, han ido ganando 

cierto estatuto internacional, no sólo dentro de organizaciones internacionales, 

sino también han ido ganando en las naciones unidas. Algunos de estos 

movimientos, son: la organización para la liberación de Palestina o la 

organización para la unidad africana, que son organizaciones directamente 

comprometidas con la lucha anticolonial. Disponen de representaciones con 

rango diplomático o cuasi diplomático en un amplio número de Estados. 

También dentro de las naciones unidas se les ha reconocido a algunos 

movimientos el Estatuto de observadores (desde 1974). Ya en 1980 la 

asamblea general de las naciones unidas instó a los estados miembros de la 

ONU a que concedieran a los delegados de los movimientos de liberación 

nacional las facilidades, las inmunidades y privilegios necesarios para el 

desempeño de su misión, lo anterior conforme al convenio de Viena de 1975 

sobre representación de los Estados en sus relaciones con las organizaciones 
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internacionales de carácter universal. Hoy en día nadie pone en duda la 

aplicación del llamado derecho humanitario bélico a los conflictos armados en 

los que son parte pueblos que luchan contra la dominación colonial.  

i. Los organismos internacionales 

Las Organizaciones internacionales (OI en adelante) constituyen uno de los 

signos de identidad más característico de la sociedad internacional 

contemporánea. Nacidas de la voluntad soberana de los Estados, los cuales 

son sus principales miembros, responden a la necesidad de hacer frente de 

modo permanente a los problemas que plantea la coexistencia y, más aún la 

cooperación exigida por la creciente interdependencia. Las OI son creadas por 

los Estados mediante tratados, se las dota de órganos permanentes con 

voluntad propia, jurídicamente distinta de la de los Estados miembros, en el 

marco de competencias atribuidas para la consecución de los objetivos 

convenidos. 

No cabe duda, sin embargo, que las Organizaciones han venido a 

institucionalizar parcialmente la sociedad internacional, su mera existencia 

propicia una dinámica de actuaciones colectivas y suscita hábitos de 

negociación y acuerdo que a la larga provocan una evolución expansiva de las 

competencias e intereses comunes y una marginación de los Estados que no 

están dispuestos a implicarse en el sistema. Por esta vía las Organizaciones 

han sido el instrumento que más decididamente ha servido a la evolución y 

cambio del DI contemporáneo, tanto por lo que hace a su elaboración y 

aplicación como a la realización y desarrollo de sus funciones y valores. 

Las Organizaciones han enriquecido, en fin, el perfil del DIP al introducir 

en él ciertas dosis de: 1) democratización, consintiendo la participación de todos 

los Estados en los procesos de elaboración y aplicación de las normas 

internacionales; 2) socialización, potenciando la actuación en la escena 

internacional de otros actores sociales y acentuando al tiempo el polimorfismo 

de la subjetividad internacional, y 3) humanización, siendo el claustro materno 

de afirmación de los derechos y libertades fundamentales de los mecanismos 
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para su garantía y control, confiriendo dimensión internacional a todo el 

espectro de relaciones humanas que se instrumentan mediante la cooperación. 

1.4.5 Importancia del Derecho Internacional Público. 

Es importante resaltar la opinión de Fernández Prida, con respecto a la importancia 

del Derecho internacional público, dice que el Derecho internacional no es el autor de 

la actual sociedad de los pueblos, sino que tendría que limitarse a darle reglas 

susceptibles de una aplicación inmediata (DERECHO INTERNACIONAL PUBLICO, 

2011, pág. s/p). Por lo que la misma ciencia, aun moviéndose con mayor libertad en 

su esfera, debería poder hacer otra cosa, no solo analizar la realidad que estudia y 

señalar imperfecciones o proponer remedios, los cuales nunca se llevan a la práctica 

al creerse labor solamente reservada a la política de los estados. 

Existen deficiencias en la organización social, si como en la coacción para las 

relaciones internacionales, y es por eso que nace muchas veces el incumplimiento de 

los tratados o la inobservancia de las costumbres internacionales, por ejemplo: si el 

Estado perjudicado en sus derechos en una situación de guerra, es a la vez en sus 

litigios, demandante que reclama, juez que falla y fuerza que ejecuta, concurren en 

apelaciones indebidas, en la violencia, la imparcialidad y daña la justicia, los poderosos 

abusan de los débiles y resisten en mayor medida el freno del Derecho; un claro 

ejemplo de estas situaciones se dio en los Tribunales militares durante el final de la 

segunda guerra mundial, en los cuales es fácil observar la justicia por y de los 

vencedores (se abordaran en capitulo subsecuente). 

Si esto sucede, entonces el origen de tales males no ha de buscarse en la 

imperfección, ni atribuirse a la inutilidad de las reglas jurídicas, sino explicarse por qué 

en la evolución histórica de las agrupaciones humanas no se ha llegado aún a la 

constitución de la universalidad de los pueblos, sobre base más firme que la 

proporcionada hoy por la absoluta independencia de cada uno de ellos. Ahí, y no en 

otra parte se encuentra la raíz del mal y de la imperfecta realidad, nunca se ha de 

apartar la vista de quien juzgue la rama del Derecho y se propone regularla (Prida, 

2010, pág. 15). 
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 Todo lo anterior sirva para entender el porque es importante la existencia de 

una rama del derecho que permita que la justicia prevalezca entre los sujetos de DIP 

y en caso contrario puedan ser juzgados de la manera correcta, sin incurrir en 

ilegalidades e injusticias todo conforme a derecho o la costumbre internacional, al 

mismo tiempo es cierto que aún falta mucho camino por recorrer, ya que el DIPú no va 

de la mano con la globalización algo que debe ser cambiado a corto plazo. 

1.5 DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

El derecho internacional privado existe desde tiempos remotos, aunque en el último 

siglo ha aumentado, esto a consecuencia de la facilidad e incremento en las 

comunicaciones y al intercambio de personas y bienes entre los Estados, lo anterior 

es cada vez más común entre las diferentes legislaciones de los países, ya sea porque 

las partes estén domiciliadas en diferentes territorios, posean diversa nacionalidad, 

hayan realizado el acto jurídico en un lugar para cumplirse en otro, etcétera. En estos 

casos, al surgir un litigio es difícil determinar qué Juez va a conocer y resolver con 

fuerza vinculativa, así como las normas jurídicas que se van a aplicar para dirimirlo. 

Se han hecho grandes esfuerzos para logra a lo largo de la historia solucionar estos y 

otros conflictos, siendo actualmente objeto de estudio del llamado derecho 

internacional privado.  

1.5.1 Concepto de Derecho Internacional Privado. 

Tratar de conceptualizar al Derecho Internacional Privado (DIPr) ha sido labor ardua 

de los tratadistas versados en esta materia, ya que resulta ser una de las áreas 

jurídicas más amplias por vincularse prácticamente con todas las ramas del Derecho, 

y sobre todo por la gran cantidad de casos concretos que son objeto de su estudio. Sin 

embargo, aun cuando el Derecho Internacional Privado tiene injerencia y conoce de 

todas las ramas del Derecho, se ha considerado que forma parte del Derecho Público, 

en virtud de que sus normas son de orden público a pesar de que el origen de esta 

área jurídica lo son las relaciones entre los particulares.  

Existen diversas acepciones que intentan conceptualizar esta área del Derecho, 

todas basadas en los sistemas jurídicos de los diversos Estados que componen el 

mundo,  lo cual trae como consecuencia que los conceptos sean variados, según su 

contexto o según el sistema jurídico analizado por cada autor.  
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El derecho internacional privado, en su parte medular, está integrado por un 

conjunto de normas jurídicas nacionales y supranacionales de derecho público que 

tienen por objeto solucionar una controversia de carácter interestatal o internacional, 

mediante la elección de juez competente para dirimirla, de la ley aplicable al fondo del 

asunto o la aplicación de la norma que específicamente dará una solución directa a la 

controversia, en casos de que existan derechos de más de un Estado que concurra en 

una situación concreta (Contreras Vaca, 1994, pág. 5).   

De la misma forma el M. Reyes Retana define al Derecho Internacional Privado 

de la siguiente manera:  

“Es el conjunto de normas jurídicas de Derecho Público, que tiene por objeto determinar 

la norma jurídica aplicable a una situación concreta, en caso de vigencia simultánea de 

normas de dos o más Estados que pretenden regirla; y en la cual intervienen 

particulares nacionales o extranjeros en su diversas calidades” (2012, pág. 1), 

el concepto anterior es un resumen de otros tantos emitidos por autores mexicanos 

especializados en esta rama del Derecho. Aunque cabe hacer especial énfasis en que 

el Derecho Internacional Privado es distinto de un país a otro.  

1.5.2 Naturaleza Jurídica. 

La doctrina ha disputado acerca de si el Derecho Internacional Privado es Derecho 

Público o Derecho Privado. La propia distinción entre Derecho Público y Privado 

plantea problemas es relativa y cambiante con el tiempo, determinadas doctrinas 

consideran que el Derecho Internacional Privado es una rama del Derecho Público, 

para otros autores, en cambio, el Derecho Internacional Privado es simplemente 

Derecho Privado.  

Entre ambas distinciones existe un conflicto de leyes que para algunas doctrinas 

se traduce en un conflicto de soberanías, el cual solucionaría el Derecho Internacional 

Privado delimitando las competencias de los distintos Estados, por ende el conflicto de 

leyes consistirá en un problema de determinación de la ley aplicable a una relación 

internacional entre particulares, ejemplo: en un problema de localización de la relación 

que sólo tiene trascendencia privada, por consiguiente es una cuestión de Derecho 

Privado. Existe otra postura, la que afirma que el Derecho Internacional Privado no 

puede englobarse ni en el Derecho Público ni en el Derecho Privado, puesto que 
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regulará tanto la delimitación de competencias estatales como la localización de 

relaciones privadas. Una segunda orientación dentro de esta postura estima que el 

Derecho Internacional Privado no puede englobarse ni en el Derecho Público ni en el 

Privado porque las normas de Derecho Internacional Privado son formales y 

abstractas, y en el DIPr son puras normas de designación de las cuales no puede 

afirmarse su carácter público o privado, (Gutiérrez González, 2016, pág. s/p). 

Los internacionalistas han considerado que en razón de estas orientaciones, se 

establecen los siguientes principios rectores del Derecho Internacional Privado: 

 Las normas del Derecho Internacional Privado son disposiciones de orden 

público que trascienden al ámbito del Derecho Privado y Social, si bien el 

particular da origen al fenómeno jurídico, también lo es que el Estado actúa 

como ente soberano. 

 Contiene normas nacionales, al tratarse de normas de Derecho Interno con 

vocación internacional, que propician el intercambio jurídico internacional; así 

como también contiene normas de carácter internacional emanadas de los 

Tratados Internacionales que sobre esta materia se han celebrado. 

 Contiene normas facultativas y obligatorias en razón de la amplitud de su 

aplicación y la posibilidad del intercambio jurídico internacional. 

 Contiene normas formales y materiales, ya que la convergencia de normas 

jurídicas puede ser en el aspecto sustantivo, como en el aspecto adjetivo. Por 

lo que se considera a la vez un Derecho Universal y Uniforme, como 

posteriormente se analizará en la presente obra. 

Por lo ya expuesto queda de manifiesto, que a pesar de los criterios sostenidos 

por algunos autores, el Derecho Internacional Privado es de orden Público, en virtud 

de la calidad con que el Estado o los Estados intervienen en las diversas situaciones 

jurídicas que les son sometidas a su conocimiento y resolución (ídem). 
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1.5.3 Fuentes del Derecho Internacional Privado. 

A diferencia del Derecho Internacional Público, en razón de su naturaleza, el Derecho 

Internacional Privado requiere ser analizado desde, el Derecho Interno de cada país, 

así como a la luz del Derecho Internacional propiamente dicho. Por lo tanto, los autores 

internacionalistas consideran que las fuentes de esta área jurídica se divide en dos 

Fuentes nacionales y fuentes internacionales, las cuales son: 

1.5.3.1 Fuentes Nacionales.  

Son aquellas que podemos localizar en el orden jurídico vigente de un país, cada 

Estado cuenta con un sistema específico de creación normativa. La gran mayoría de 

normas creadas mediante el proceso legislativo o jurisprudencial constituyen a las 

normas materiales o sustantivas; existiendo en menor número otras normas, las 

adjetivas, que permiten la aplicación de las primeras, sean procesales o conflictuales. 

Dentro de las fuentes nacionales se encuentran las siguientes: 

- La Ley. Varía de acuerdo con el sistema jurídico de cada país; esta es el 

fundamento básico de todo Estado para establecer su orden jurídico, trasciende 

en el orden internacional al permitir el intercambio jurídico internacional. 

- La Costumbre. basta recordar que la costumbre es el conjunto de usos 

reiterados que en determinado tiempo y espacio la, colectividad considera de 

carácter obligatorio, y por lo tanto tienen efectos jurídicos. Esta fuente también 

se vincula en materia de Derecho Internacional, sobre todo en el área de 

comercio, ya que, los usos y costumbres son una de las fuentes más 

importantes de creación normativa. 

- La Jurisprudencia. Tiene un lugar muy importante en el DIPr., ya que permite 

a los jueces ampliar los supuestos de las normas jurídicas y con ello enriquecer 

los criterios establecidos en sus leyes y sobre todo dar al individuo la certeza 

en cuanto al alcance y sentido de las normas jurídicas (Atantic International 

University, 2016, pág. s/p). 
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1.5.3.2 Fuentes Internacionales.  

Se refieren a los acuerdos de orden internacional a través de los cuales los Estados 

determinan derechos y obligaciones sobre diversos asuntos de su interés. Son fuentes 

que constituyen maneras de crear normas jurídicas que obligan a más de un Estado a 

respetar acuerdos. Las fuentes internacionales se clasifican de la siguiente manera: 

 Los Tratados Internacionales. Los tratados constituyen una de las fuentes 

más importantes en cuanto a instrumentos de resolución de conflictos y 

tráfico jurídico internacional. El Tratado Internacional es el acuerdo entre 

sujetos del Derecho Internacional que tiene por objeto producir efectos de 

derecho. Las partes que intervienen en los tratados deben de tener el 

carácter de sujetos del Derecho Internacional (Estado, las Organizaciones 

Internacionales y los sujetos reconocidos como tales). Debe señalarse que 

los tratados internacionales son la fuente primaria y principal del Derecho 

Internacional, por tal motivo sus normas son de carácter general y de 

observancia internacional por aquellos sujetos que los suscriben. 

 La Costumbre Internacional. es una fuente de gran tradición, ya que, éstas 

es la que aporta varios principios mediante los cuales se pueden conocer 

puntos de encuentro en el tráfico jurídico internacional. En este caso la 

costumbre internacional es una de las fuentes que difícilmente se aplican en 

la realidad; únicamente tiene relevancia actos protocolarios, de cortesía, o 

bien, en muy pocas instituciones, como bien pudiera tratarse de la Lex 

Mercatoria, en el caso de la actividad consuetudinaria que ejercen los 

comerciantes a nivel internacional. 

 La Jurisprudencia Internacional. está determinada principalmente por la 

Corte Internacional de Justicia, la cual a su vez habilita a otros órganos 

colegiados para desempeñar funciones en distintos ámbitos. Las 

resoluciones de los tribunales internacionales establecen precedentes para 

el efecto de su observancia general en el ámbito internacional. 

 Las Conferencias Diplomáticas. Son reuniones gubernamentales en las 

que se discuten y se aprueban convenciones y tratados internacionales, es 
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decir el compromiso de los Estados de manera previa a la celebración del 

tratado. Estas conferencias se analizarán posteriormente, pues juegan un 

papel fundamental en el Derecho Internacional Convencional. 

 Los Congresos. Son reuniones de especialistas en diversas materias que 

participan a título personal, en los cuales se analizan tópicos académicos o 

profesionales con base en ponencias. Estos congresos también son parte 

importante del Derecho Internacional Privado, como se abordará en 

apartados ulteriores (ídem; Contreras Vaca, 1994, págs. 12-16). 

1.5.3.3 Fuentes Comunes.  

Éstas son denominadas así, en virtud de que son fuentes internas e internacionales a 

la vez. Aunque en este sentido los criterios de los tratadistas son muy diferentes, 

tomando como base el criterio sustentado por Carlos Arellano García, las fuentes 

comunes son: 

- La Doctrina. Es el conjunto de opiniones escritas vertidas por los especialistas 

en la Ciencia del Derecho al reflexionar sobre los problemas conexos con la 

validez formal, real o intrínseca de las normas jurídicas.  

- Principios Generales del Derecho. Es una fuente formal indirecta por ser 

postulados, productos de la reflexión lógica y jurídica, que orientan a la 

realización de los valores jurídicos relacionados con la justicia, la equidad, 

seguridad y el bien común. Siendo éstos de observancia obligatoria, sobre todo 

en el Derecho Internacional (Hernández Rodríguez, 2013, pág. s/p).  

1.5.4 Objeto del Derecho Internacional Privado. 

En relación con el objeto del Derecho Internacional Privado, anteriormente y por 

tradición sus disposiciones tenían un objeto puramente formal, el cual consistía en 

elegir mediante la utilización de la norma de conflicto al juez competente y el Derecho 

aplicable al fondo de una controversia en la que existían vinculaciones con leyes de 

diversos Estados referentes a un determinado aspecto de la situación debatida, sin 

embargo, la corriente más avanzada sostiene que también se pueden crear normas 

sustantivas o materiales para regular un conflicto en el que convergen normas de 

varias entidades o países, dar soluciones de fondo y en ocasiones criterios diferentes 



 

 53 

de los adoptados en los asuntos con elementos puramente locales. Así, el objeto del 

Derecho Internacional Privado es: el estudio de los diversos métodos que se emplean 

para la solución de problemas derivados del tráfico jurídico internacional, siempre y 

cuando ese intercambio se refiera a las relaciones entre particulares (García Reyes 

Retana, 2012, pág. 5). 

1.5.5 Fines del Derecho Internacional Privado. 

Los fines del Derecho Internacional Privado, los cuales, atendiendo a la generalidad 

de los tratadistas de la materia, son los siguientes: 

- Procurar la armonía entre normas jurídicas de diversos Estados cuando 

concurren en una sola relación de Derecho. 

- Obtener la seguridad de los derechos en el orden internacional. 

- Lograr la justicia con base en la aplicación del Derecho Extranjero, cuando sea 

necesario. 

- Permitir el intercambio jurídico internacional. 

con tales fines, es comprensible entonces que el Derecho Internacional Privado es una 

rama del Derecho que reviste una complejidad evidente en el amplio campo del 

Derecho (Aurelio Carillo, 1983, págs. 49-53). 

1.5.6 Sujetos del Derecho Internacional Privado. 

En el caso del Derecho Internacional Público, el sujeto activo lo es el Estado como 

ente soberano, el destinatario final lo es el individuo en su calidad de gobernado en 

este sentido el particular juega un papel pasivo en la relación internacional por no ser 

sujeto directo, sino indirecto. Debe destacarse que, a diferencia del Derecho 

Internacional Público, esta área jurídica ubica al particular en un lugar predominante, 

porque es este quien provoca la convergencia de normas, ya sean materiales o 

formales entre dos o más Estados, es decir, en la relación jurídica el sujeto activo es 

el particular, y el sujeto pasivo es el Estado, ya que es quien se ve afecto por actos 

jurídicos de carácter privado que trascienden las fronteras (ibídem, pág. 54). 
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1.6 Diferencias fundamentales del Derecho Internacional Privado y el 

Derecho Internacional Público. 
Una de las diferencias fundamentales entre el concepto de Derecho Público y Derecho 

Privado en el Derecho Internacional es que el Derecho Internacional Privado resulta 

ser conservador del orden jurídico de cada Estado, dando solución a los conflictos que 

surgen en virtud de las discrepancias y diferencias de las legislaciones. Por su parte, 

el Derecho Internacional Público es transformador del ordenamiento jurídico interno de 

cada Estado, dando origen a normas internacionales o supraestatales. 

Otra de las diferencias fundamentales del Derecho Internacional Privado con el 

Derecho Internacional Público son los sujetos, ya que, como ha quedado establecido 

anteriormente, el particular es quien da origen al Derecho Internacional Privado, de 

acuerdo a su sometimiento a un orden jurídico interno de cada Estado; en cambio en 

el Derecho Internacional Público, el Estado es quien le da origen por ser un ente 

soberano que se exterioriza, es decir aún y cuando se aprecian diferencias entre 

ambas ramas del Derecho, éstas se encuentran vinculadas en razón de los actos de 

los particulares y de los Estados, sobre todo tratándose de relaciones comerciales y 

de inversiones extranjeras, sin soslayar otros rubros que al igual que los anteriores son 

igualmente importantes. 

Resulta también necesario establecer que el Derecho Internacional Privado es 

preponderantemente de Derecho Interno y excepcionalmente contiene normas de 

Derecho Internacional. En cambio, el Derecho Internacional Público es un Derecho 

externo que contiene normas internacionales (García Reyes Retana, 2016, pág. s/p). 
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CAPITULO 2 

DERECHO PENAL INTERNACIONAL 
 

Los avances tecnológicos del presente siglo en el campo de las comunicaciones y el 

desarrollo de las relaciones humanas, han contribuido de manera importante a la toma 

de conciencia de la interdependencia de los pueblos y naciones del mundo. Al mismo 

tiempo, la experiencia humana relativa a los diversos tipos de adversidades ha 

contribuido igualmente a elevar el nivel de la conciencia social mundial. La 

combinación de estos factores ha constituido la base necesaria para la aparición y 

desarrollo de una serie de valores y expectativas compartidas por la sociedad mundial. 

Fruto de lo cual es la creciente exigencia a la comunidad mundial de un mayor grado 

de conformidad y sujeción a ciertos estándares  mínimos de conducta, a fin de alcanzar 

los conocidos objetivos de seguridad individual y colectiva (McDougal & Feliciano, 

1960, pág. 263).  

 El sistema jurídico internacional se encuentra abocado, en consecuencia, a 

afrontar la difícil tarea de desarrollar aquellas normas, estructuras, estrategias y 

recursos aptos para lograr las metas de preservación y protección de la comunidad 

mundial que al mismo tiempo, posibiliten su transformación y evolución conforme a sus 

propias necesidades (Carlston, 1967, pág. 127). 

El surgimiento de esta rama supone una importante evolución respecto del 

Derecho como sujeto de DI, también constituye una de las estrategias empleadas para 

alcanzar ciertos intereses mundiales, tomando en cuenta el más alto grado de sujeción 

y conformidad de los objetivos mundiales de prevención del delito, protección de la 

comunidad y rehabilitación de los delincuentes, si bien poco se sabe del DPI hay algo 

que es seguro: tiene su origen en instituciones internacionales, y gran parte de su 

contenido es de Derecho Penal convirtiendo a esta rama del derecho en algo singular 

y relativamente nuevo para nuestra época.  
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2.1 Concepto de Derecho Penal Internacional y Características. 
El derecho penal internacional es el resultado de la convergencia de los aspectos 

internacionales de la legislación nacional de los Estados y de los aspectos penales de 

la legislación internacional (Quntano Ripolles, 1955, pág. 45). Esta parte el Derecho 

Penal Internacional encuentra su origen en la práctica de los Estados, resultado de sus 

esfuerzos de cooperación internacional en orden al logro de la aplicación efectiva del 

Derecho penal interno. 

Establecer el concepto de derecho penal internacional (DPI) parece ser una de 

las tareas más difíciles que enfrenta la doctrina especializada. Como prueba de lo 

anterior, los autores que han tocado el tema prefieren definir o conceptualizar los 

crímenes internacionales, sin hacer mención directa de la materia en su conjunto, o 

sencillamente se limitan a describir su contenido y/o evolución sin comprometerse con 

una definición. A pesar de ello, el Derecho Penal Internacional se nutre, en gran parte 

del Derecho Penal interno de los Estados (Cassese, 2003, págs. 18-20), podríamos 

decir que esto facilitaría enormemente su definición, pero en la realidad es 

completamente distinto.  

El Derecho Penal, desde un punto de vista formal, es el conjunto de normas y 

principios que regulan los presupuestos o consecuencias de una conducta sancionada 

con una pena o una medida de seguridad. Las normas del Derecho Penal 

determinarán qué conductas humanas deben ser sancionadas con una pena o una 

medida de privación de la libertad, económica o lo que es lo mismo determinarán qué 

conductas son consideradas delitos para ese sistema jurídico. El sentido de este 

derecho es dar la máxima protección posible a los valores que en la sociedad 

implicada se consideran los más altos, y se basa en el poder punitivo que al 

Estado le fue otorgado por la sociedad al momento de su constitución como tal, 

este poder punitivo no es ilimitado; todo lo contrario, las propias normas 

constitucionales limitan la potestad de legisladores y de jueces al dictar y aplicar 

normas con consecuencias penales. Esos límites existentes en todo Estado 

democrático y de derecho, se denominan garantías para los acusados, y tienen el 

rango de derechos fundamentales no sólo en esos Estados, sino también en el 

Derecho Internacional (Marcela Reyes, 2002, pág. 29). 
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Jiménez de Asúa identifica al DPI con la aplicación de ley penal en el espacio, 

al respecto conceptualiza de la siguiente manera al DPI:  

 “…hoy tiene como contenido el conjunto de reglas del derecho nacional sobre la 

aplicación de la ley en el espacio y las normas de auxilio para asegurar la justicia 

punitiva que deben prestarse recíprocamente los Estados” (1997, pág. 103) 

Diez Sánchez, por su parte, sostiene: 

“A nuestro entender puede servir -y de hecho sirve- para designar con propiedad aquel 

conjunto de normas penales que regulan el ámbito espacial de aplicación de la ley 

penal, precisamente por la presencia en ellas de elementos extranjeros o 

supranacionales, a los que se alude con el adjetivo (internacional). Este, califica 

exclusivamente las situaciones jurídicas reguladas por ese hecho, que no las normas 

reguladoras en tanto éstas no pueden acogerse, según hemos visto, a ese carácter o 

naturaleza” (1999, págs. 18-19). 

Para ampliar el argumento, Zaffaroni señala: 

“Se trata de la materia más asidua en el tratamiento de los penalistas, que en la teoría 

de la ley penal suele ser considerada como ámbito de validez espacial o, simplemente, 

como validez espacial de la ley penal. Sin embargo, en los trabajos más recientes 

parece emitirse, quizá porque -pese a este extendido hábito expositivo- no se trata de 

una materia específica del derecho penal sino que constituye un complejo capítulo del 

derecho internacional privado, al que hay que remitirse para su completo tratamiento. 

La conclusión de una breve referencia a ella en la exposición del derecho penal 

obedece a que tiene incuestionable interés para el penalista y, también, a razones 

puramente didácticas y expositivas, además del peso de la tradición” (Zaffaroni & al., 

2001, pág. 200). 

La aplicación de las normas de Derecho Penal interno en el ámbito internacional 

se da a consecuencia de los resultados de la Segunda Guerra Mundial, reconocida a 

través de las sentencias emitidas en el Tribunal de Nüremberg, uno de los 

fundamentos jurídicos de dichas condenas es:    

“the general principles of criminal law as derived from the criminal laws of all civilized 

nations, the internal penal laws of the countries in which such crimes were committed” 

(los principios generales del Derecho Penal que emanan de los sistemas penales de 

todas las naciones civilizadas, las leyes penales internas de los países en los cuales 

los crímenes fueron cometidos (ONU, 1945, pág. s/p)). 

Debe de recalcarse que la función por excelencia del Derecho es resguardar el 

orden de la convivencia humana en comunidad, dicho orden se quebranta cuando una 

conducta humana contradice una norma jurídica, en cuyo caso el sistema jurídico se 
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pone en marcha para intentar recomponer ese orden. Ahora bien cuando dicha 

conducta lesiona un bien o valor que en ese orden jurídico se considera fundamental, 

la parte del sistema jurídico que se pone en marcha es el Derecho Penal, a efectos 

de determinar quién fue el responsable de ese quebrantamiento y, en su caso, aplicarle 

una pena. De lo anterior podemos reconocer dos funciones del Derecho Penal:  

1. Represiva, consiste en sancionar al autor de la conducta disvaliosa; y  

2. Preventiva, donde se intenta desalentar conductas de esa índole, ya sea 

por la misma persona o por otras, por medio de la amenaza de la pena, la 

cual consiste en la privación de un bien preciado para el responsable de esa 

conducta: 

a. La libertad, 

b. o parte de su patrimonio en los sistemas de respeto a los derechos 

humanos fundamentales. 

Las normas penales, específicamente las que dictan tipos penales, tienen como 

característica esencial que son dictadas luego de la acción o situación que las hace 

necesaria, esto es, que después de cometer el acto que viola el orden social se regula 

para que regrese a su Estado original y además se evite la reincidencia del mismo 

(Marcela Reyes, 2002, págs. 27- 28).  

A las funciones antes mencionadas, se le atribuyen la punición, este debe ser 

el último recurso del sistema jurídico para la prevención de las lesiones graves a los 

bienes esenciales, ya que deben existir dentro de otras ramas del derecho normas que 

ordenen la vida en sociedad y las interrelaciones subjetivas, de tal modo que, actuando 

de acuerdo a derecho, se evite el recurso a los hechos considerados delictivos, esto 

es, se recomienda que sea alguna otra rama del derecho la que intente recomponer el 

orden social quebrantado; sólo en los casos en que los otros preceptos jurídicos 

resulten insuficientes para prevenir o reprimir esas conductas, se debe recurrir al 

derecho penal (Rodriguez Devesa, 1971, págs. 10-11). 
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2.2 Objeto y Naturaleza del Derecho Penal Internacional  

Así como el Derecho Internacional Público regula las relaciones entre los sujetos de la 

Comunidad Internacional, el Derecho Internacional Penal tiene por objeto la protección 

de los intereses fundamentales de esa comunidad, es importante precisar que la 

comunidad internacional se nos presenta como un fenómeno histórico natural al 

crearse la Sociedad de Naciones y posteriormente las Naciones Unidas, por lo que es 

erróneo considerar que esta última es la Comunidad Internacional en su totalidad por 

cuanto a que representan una de las tantas y posibles formas organizativas, aunque 

es a esta quien exige que un acto al que se atribute la calificación de criminal debe ser 

reprimido penalmente (Szurek, 2000, pág. 12).  

La norma internacional penal es un resultado eminente de la Comunidad 

Internacional, en ocasiones surgirá de forma espontánea para calificar como crímenes, 

conductas contrarias a todo sentido mínimo de humanidad, representando la esencia, 

las valoraciones y los sentimientos de toda la Comunidad Internacional, a esto se le 

califica como delicta iuris Gentium, a las acciones que atentan contra su existencia y 

son merecedoras de una sanción. 

Ahora bien su naturaleza no depende de la creación de un Estado o de un grupo 

de Estados, y ni siquiera de un posible Organismo Internacional con calidades 

supranacionales, el DPI se fundamenta en un orden superior que escapa al dominio 

de juristas y políticos, de un orden fundado en la propia naturaleza de las cosas y ajeno 

al producto de una creación subjetiva (Quintano Ripolles, 1955, pág. 378). 

2.3  Derecho Internacional Penal y Derecho Penal Internacional 

Deseamos puntualizar un tema que no es meramente semántico dado que tiene una 

fundamental importancia metodológica. No corresponde emplear como sinónimos 

Derecho Internacional Penal y Derecho Penal Internacional, ya que responden a 

distintos sistemas normativos, uno pertenece al ámbito del DIPú y otro al ámbito del 

Derecho penal estatal (Dobovsek, 2015, págs. 11-12) las cuales se puntualizaran más 

a detalle a continuación. La antelación en el título de la palabra “Internacional”, hace 

referencia a una información que no es de poca valía, ésta indica que la normativa en 

cuestión es de fuente y origen internacional. Cuando nos referimos al Derecho 

Internacional Penal (DIP), lo hacemos en relación a un sistema normativo de origen 



 

 60 

internacional. Sus normas surgen de las fuentes internacionales, contenidas en el ya 

mencionado art. 38 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, y como tales, 

tienen una vigencia supraestatal 

Su característica esencial es la tutela de bienes e intereses jurídicos de la 

Comunidad, de allí que su violación implica una agresión contra la Comunidad en su 

conjunto. El delincuente será considerado como hostis humani generis, “el enemigo de 

la raza humana” y como tal será candidato ideal para la persecución y castigo por 

cualquiera de los miembros de esta Comunidad.  

Por su parte, el Derecho Penal Internacional, es un sistema normativo de 

origen y fuente estatal. Son aquellas normas estatales penales que exceden el marco 

de su aplicación territorial local. Es la parte del derecho nacional que establece el 

ámbito espacial o personal, del derecho punitivo local y del derecho penal a extranjeros 

(Fierro, 1997, pág. 56). 

No debe olvidarse que en materia internacional, los sujetos primarios tienen una 

cualidad que les es muy propia: son Estados soberanos y como tales gozan de 

autonomía e independencia para la toma de sus decisiones, y parte de esta 

soberanía se encuentra en establecer la vigencia territorial y personal de sus normas 

penales, así como de la aplicación en su territorio del derecho extranjero o inclusive 

internacional. De modo tal que el DPI se encuentra integrado por  toda aquella 

normativa estatal que regula la asistencia y el auxilio con otros Estados y los Tribunales 

Internacionales; también los tipos penales estatales relativos a las relaciones 

internacionales, o las normas que regulan el derecho de asilo. 

Algunos autores como Quintano Ripollés (1955, pág. 56) consideran que el 

Derecho Penal Internacional no es técnicamente “penal” dado que son normas 

procesales tendientes a la solución de los conflictos jurisdiccionales y normativos de 

distintos Derechos Penales. Otros, como Alcides Calandrelli, consideran que esta 

rama en realidad pertenece a la especialidad del Derecho Internacional Privado como 

un ámbito para la solución de los conflictos procesales y sustantivos entre los derechos 

de distintos Estados (1913, pág. 107). 
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Lo anterior no corresponde la utilización ambigua de ambos términos “Derecho 

Internacional Penal” y “Derecho Penal Internacional” por cuanto se refieren a sistemas 

normativos distintos e incluso de otro nivel jerárquico, ya que el DIP siempre tendrá 

supremacía respecto de las normas estatales penales: no podrán invocarse normas 

estatales para sustraerse a las responsabilidades internacionales penales 

(supremacía absoluta del Derecho Internacional). 

Se concluye que el derecho penal internacional comprende los delitos previstos 

en los respectivos ordenamientos jurídicos internos, que tienen trascendencia 

internacional; y el derecho internacional penal estaría constituido por los hechos de 

estructura puramente internacional. Se hace radicar la importancia de esta distinción 

en que el derecho penal internacional, en sentido estricto, tiene su fuente en el 

ordenamiento estatal interno, en tanto que el derecho internacional penal, como grupo 

de normas que emana de la comunidad estados, y no de un estado singular, es, ante 

todo, internacional. 

2.4 Principios de Derecho Penal Internacional. 
Como sabemos desde épocas antiguas el encargado de aplicar las leyes ha sido el 

gobernante o el gobierno, los cuales cuentan con la potestad de privar de derechos y 

bienes cuando la ley lo amerite, los ciudadanos quienes tienen que asegurarse de que 

no serán privados de esos bienes en forma abusiva o arbitraria cuentan con las 

máximas garantías constitucionales, los cuales son principios fundamentales de 

Derecho Penal y su práctica repetida en todos los Estados democráticos y de derecho 

ha hecho que sean recogidos en todos los tratados internacionales (universales y 

regionales) de Derechos Humanos, convirtiéndose así en principios fundamentales 

también de este derecho. Esos principios o garantías se encuentran establecidos en 

el Estatuto de Roma en la Parte III de los Principios generales de Derecho penal de 

los artículos 22- 33 (ONU, 2002, págs. 24-28) los cuales son: 

 El principio de legalidad de los delitos y de las penas, este principio constituye 

lo que se ha llamado "la carta magna del Derecho Penal", porque es la máxima ga-

rantía normativa frente al poder represivo del Estado. Aunque tiene antecedentes 
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medievales, sólo se formula de forma expresa y en sentido actual por Anselmo Fuer-

bach, en el siglo XVIII, en su famosa frase Nullum crimen, nulla poena sine previa 

lege. Lo cual supone, básicamente, que la acción punitiva del Estado debe atenerse 

estrictamente a lo establecido por las leyes penales que sean anteriores a la acción 

delictiva. Esto significa:  

o el juez no puede castigar una conducta como delictiva si no existe una ley 

promulgada y vigente con anterioridad a la realización del hecho delictivo, que 

califique a esa acción como delictiva. 

o no se puede establecer por el juez una pena que no venga prefijada por una 

ley anterior. 

o el legislador está obligado a concretar el contenido de la ley penal, de tal 

suerte que ésta ofrezca a la jurisprudencia de los tribunales un firme y seguro 

fundamento. 

o toda conducta delictiva deberá estar fijada de una forma clara y precisa en la 

ley. Es lo que constituye el principio de tipicidad: una conducta, para que 

pueda ser delictiva tiene que ser típica; esto es, susceptible de ser subsumida 

en un tipo penal. 

 El principio de la irretroactividad de las leyes penales, deriva del principio de 

legalidad. El fundamento del principio de irretroactividad se encuentra en las exigen-

cias de la seguridad jurídica del ciudadano frente a un poder punitivo del Estado 

arbitrario. La retroactividad general de las leyes implicaría una ofensa a la dignidad 

de la persona humana. 

 El Principio No bis in ídem, significa la prohibición de imposición de una pluralidad 

de sanciones como consecuencia de la comisión de un mismo hecho delictivo, en 

otras palabras la garantía o derecho a no ser juzgado dos veces por un mismo he-

cho. 

 El principio de intervención mínima, significa que la actuación del Derecho Penal 

debe reducirse al mínimo posible. Es lo que se ha llamado también minimización de 

la respuesta jurídica violenta frente al delito. El derecho penal entra en función 

cuando resulta indispensable para el mantenimiento del orden jurídico y de la paz 

ciudadana. 
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 El principio de necesidad y utilidad de la intervención penal, significa la ilicitud 

de toda reacción penal que sea inútil o innecesaria, como por ejemplo reaccionar 

penalmente frente al enajenado mental. 

 La Prohibición de las penas inhumanas y degradantes, La Convención Ameri-

cana de Derechos Humanos en su Artículo 5.1 dispone:  

“Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; 

del mismo modo el artículo 5.2 prevé que “nadie puede ser sometido a torturas ni a 

penas o tratos crueles, inhumanos y degradantes. Toda persona privada de su libertad 

será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano” 

(Departamento de Derecho Internacional, DEA, 2014, pág. s/p),  

como se puede observar la aplicación de este principio tiene su fundamento en las 

normas constitucionales que prohíben la pena de muerte y empleo de torturas y de 

tratamientos vejatorios o que impliquen la pérdida o disminución de la salud o de la 

integridad física de las personas. 

 El principio de presunción de inocencia, el artículo 11.1 de la Declaración Univer-

sal de Derechos Humanos, del 10 de diciembre del 1948, expresa:  

“Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que 

se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa” (ONU, 1948, 

pág. s/p),  

este principio de presunción de inocencia pone a cargo de la acusación, ya sea el 

ministerio público, el querellante o parte civilmente constituida, la obligación de 

destruir esa presunción de inocencia, en consecuencia, el imputado o justiciable 

tiene derecho a ser considerado inocente y tratado como tal en el proceso, mientras 

este dure y culmine en sentencia condenatoria irrevocable. 

 El principio in dubio pro reo, que como concreción del principio anterior significa 

que en caso de que quepan dudas acerca de la culpabilidad de un procesado habrá 

que decantarse por la libre absolución del mismo. 

 Prohibición de la interpretación analógica, en la interpretación de las normas pe-

nales que hacen los jueces les está prohibido utilizar el método de la analogía a 

efectos de garantizar que no se viole el principio de legalidad ya que, a través de la 
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interpretación analógica el juez podría condenar a alguien por un delito que no está 

tipificado legalmente. 

2.5 La Responsabilidad Penal Individual en el Derecho Internacional  

Uno de los elementos principales que dan vida al DPI lo constituye la irrupción en el 

Derecho Internacional del principio de Responsabilidad Individual, dado que sin este 

no existe Derecho Penal de ninguna especie. La responsabilidad individual con sus 

distintas modalidades, principios y sub-principios es un elemento esencial y distintivo 

del Derecho interno, trasvasado al Derecho Internacional como única forma de hacer 

posible un Derecho Penal Internacional. 

La responsabilidad jurídica consiste en la obligación a que está sometido todo 

sujeto de responder por sus acciones antijurídicas conscientes, libres y voluntarias 

ante otros sujetos, ya sea con otra acción o con sus bienes (responsabilidad civil, 

penas económicas) o su libertad (penas de privación de la libertad). Obligación que se 

hace efectiva mediante el ejercicio de la capacidad coactiva del Estado (Miaja de la 

Muela, 1955, págs. 280-281).  

Este concepto está íntimamente vinculado al de persona jurídica, la que se 

define como, todo ente susceptible de adquirir derechos y contraer obligaciones. 

En Derecho Internacional estos conceptos estuvieron siempre relacionado con los 

Estados, pues ellos son quienes, además de estar facultados para adquirir derechos y 

contraer obligaciones, tienen capacidad para reclamar ante los tribunales 

internacionales (personalidad activa), la obligación de responder por sus actos 

(personalidad pasiva). Asimismo y tal como ya se ha mencionado, los Estados son los 

destinatarios directos de las normas internacionales. 

Esto era así en el Derecho Internacional clásico, ya que sus normas se dirigen 

sólo en forma indirecta al hombre (Marcela Reyes, 2002, pág. 50), en últimos años la 

comunidad internacional se ha preocupado cada vez más por declarar los derechos 

del hombre y proteger sus intereses, a través de un desarrollo concienzudo de los 

Derechos Humanos, así como de algunas medidas de cooperación económica y del 

desarrollo (op. cit., 1955, págs. 272- 275). Es necesario aclarar que la protección de 
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los intereses humanos sólo puede hacerse a través del Estado, único destinatario 

directo de las normas internacionales, salvo algunas excepciones. 

2.6 Crimen internacional 

La comisión de violaciones graves y sistemáticas de los derechos humanos, cometidas 

alrededor del mundo, producto de la inexistencia de un Estado de derecho cuya 

característica determina la debilidad del sistema judicial interno de cada país 

permitiendo a los perpetradores lograr el beneficio en sus acciones, ante una conducta 

de impunidad jurídico material o procesal, promovida por los gobiernos, que en los 

procesos de transición democrática señalan la oportunidad de “cerrar viejas heridas y 

pasar a otras páginas de la historia”. 

La consolidación de figuras criminales, y la responsabilidad internacional penal 

del infractor, constituyen hoy, una unificación entre lo normado y lo aprobado por los 

Estados; permitiendo en consecuencia una sanción penal, ante la ejecución de delitos 

y/o crímenes de derecho internacional. Por ende los crímenes internacionales son el 

eje del DPI, pues a partir de ellos ha sido necesario crear otra clase de normas 

jurídicas, las cuales regulen la aplicación de la responsabilidad penal internacional, 

siendo los crímenes internacionales el primer aspecto que se ha regulado dentro de 

esta rama del derecho. 

Cassese ha definido los crímenes internacionales con estas palabras: 

“Los crímenes internacionales son violaciones al derecho internacional que acarrean 

responsabilidad penal de los individuos involucrados (en contraposición a la 

responsabilidad delos Estados de los cuales los individuos pueden actuar como 

agentes)” (Cassese, 2003, pág. 23) 

Respaldando la anterior definición dada se ha definido el crimen internacional 

en los siguientes términos: Los crímenes internacionales son violaciones al 

derecho internacional con sanciones penales y son creados directamente por el 

derecho internacional. Su creación se da en la actualidad a través de acuerdos 

internacionales, pero también pueden ser creados por el derecho 

consuetudinario internacional. Definición que servirá de base para esta 

investigación.  
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Estas definiciones poseen algunos problemas, en primer lugar, un crimen 

internacional perdería esa categoría o por lo menos se pondría en entredicho, si su 

tipificación se incorpora en una fuente no internacional, esto es que forme parte del 

cuerpo de cualquier código penal o ley nacional. Dicho de otra manera, sería 

complicado sostener que un crimen internacional deja de serlo al incorporarse en la 

legislación nacional. En segundo lugar, hay tipos penales incorporados en tratados 

internacionales por el simple hecho de que se busca la colaboración entre Estados, 

para su combate y se regula la competencia de los Estados, su persecución, el debido 

proceso, la cooperación judicial, el cumplimiento de resoluciones y sentencias, entre 

otras cuestiones. Su referente internacional está dirigido a la colaboración y no a un 

verdadero compromiso de la comunidad internacional (CI) para considerar dicha 

conducta como internacionalmente criminal. 

Ante esta circunstancia, es preferible adoptar un concepto material de crimen 

internacional, en virtud del cual el ilícito no solo surja de una norma de derecho 

internacional, sino que tal concepto responda a las necesidades, preocupaciones, 

valores e intereses de la CI que por lo mismo, en él se refleja la consecución de un 

tipo penal internacional. Para tal efecto, es necesario que el crimen internacional 

proteja un bien jurídico internacional. De esta forma, el crimen internacional no deja de 

serlo cuando algún Estado lo tipifica internamente, pues su esencia permanece es 

decir, seguirá protegiéndose el mismo bien jurídico internacional, de igual manera 

desde la perspectiva material se excluyen del concepto de crimen internacional, todos 

aquellos que en estricto sentido son delitos que se encuentran contemplados en 

tratados internacionales para regular la colaboración interestatal. 

2.6.1 Características del Crimen Internacional. 
Aunque en la doctrina suele haber coincidencias al momento de definir lo que 

constituye un delito internacional, es un hecho constatable que no hay unanimidad de 

criterios al respecto. El punto de partida de los delitos internacionales parece ser el 

mismo en la mayoría de los casos: el derecho internacional. 

Paust sostiene que los delitos internacionales están basados en derecho 

internacional y se especifican en tratados internacionales o en derecho 
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consuetudinario internacional (2000, págs. 3-4). Por su parte, Cassese afirma que los 

delitos internacionales son violaciones al derecho internacional que acarrea 

responsabilidad penal individual en contraposición con la responsabilidad estatal. 

Estos, a su vez, pueden pertenecer a una de cuatro categorías de manera no 

excluyente: 

1. Violaciones a reglas de costumbre internacional. 

2. Reglas cuyo fin es proteger valores considerados de importancia por la CI 

en su conjunto y, en consecuencia, son obligatorias tanto para los Estados 

como para los individuos, dichos valores se encuentran establecidos en 

tratados internacionales relativos al derecho humano y, excepcional e 

indirectamente en otros instrumentos internacionales. 

3. De manera adicional, existe un interés universal en reprimir esos delitos. 

4. Si el presunto responsable actuó como agente del Estado, no existe un 

impedimento para procesado. 

Estas categorías merecen algunos comentarios. Partir del supuesto de que los 

delitos internacionales tienen su origen en el derecho internacional no causa mayor 

dificultad. Como se vio en su momento, los delitos internacionales surgen del consenso 

de la CI. Esto no sucede a la inversa, es decir, de los sistemas jurídico-penales 

nacionales no nacen los delitos internacionales, a pesar de que en teoría esto pudiera 

suceder al deducirse los mismos de los principios generales. 

Sin embargo, el desglose que establece origina algunos problemas. En relación 

con el primer punto, se puede sostener que no todos los delitos internacionales surgen, 

o pueden surgir, de la costumbre internacional, como afirma Paust,  pueden provenir 

de tratados internacionales. Respecto del segundo punto, aunque se pudiera afirmar 

que los delitos internacionales son protectores de valores reconocidos por la CI, no se 

pueden extraer de los tratados en materia de derechos humanos, ya que no existe una 

correlación directa entre los valores (si se identifican con el bien jurídico) y la mayoría 

de los delitos internacionales reconocidos. En relación con el tercer punto, los delitos 

internacionales no justifican en todos los casos el uso de la jurisdicción universal, sobre 
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todo, en virtud de que el reconocimiento en derecho internacional del principio de 

legalidad es dudoso (en el mejor de los supuestos). Lo anterior también ignora la 

posibilidad de que estos delitos puedan identificarse en relación con el principio de aut 

dedere aut judicare8. El último punto también es cuestionable, pues parte de una 

confusión entre la impunidad y el derecho penal sustantivo. 

Para resolver esta situación, tenemos que recurrir de nuevo al bien jurídico. Al 

respecto Gil Gil señala que:  

“el Derecho Penal Internacional protege los bienes vitales, que constituyen el orden 

internacional, aquellos que son más importantes frente a las formas de agresión más 

graves” (1999, pág. 28). 

podemos llegar a la conclusión de que los delitos internacionales no pueden ser otros, 

que los que protejan los bienes jurídicos internacionales, aclarando que tomar como 

punto de partida el concepto de bien jurídico soluciona otro problema.  

Desde la perspectiva que nos ofrece Cassese, resulta difícil conciliar la 

posibilidad de que un delito internacional sea tipificado en el ámbito interno de los 

Estados, en otras palabras la definición que ofrece este autor excluiría aquellos delitos 

que estarían sujetos a la fórmula aut dedere aut judicare, ya que la tipificación propia 

del delito se verificaría exclusivamente en el ámbito interno de los Estados, pues como 

se vio en su momento, este principio va dirigido a los Estados. 

Si se adoptara el principio en el que los delitos internacionales protegen bines 

jurídicos internacionales, resultaría irrelevante que su fuente se encuentre en los 

sistemas jurídicos de los Estados. Dicho de otra manera, el hecho de que un delito 

internacional sea tipificado en el ámbito interno de los países no elimina el interés que 

tenga la CI en proteger el bien jurídico para el cual fue diseñado. Así, podemos señalar 

que los delitos internacionales son aquellos que surgen del derecho internacional y 

protegen bienes jurídicos internacionales. 

  

                                                           
8 aut dedere aut judicare: locución latina, que significa "o extraditar o juzgar" (WIKIPEDIA, 2016, pág. s/p) 
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2.7 Delitos Transnacionales  

Se debe puntualizar que, el hecho de buscar mecanismos de interacción entre los 

Estados para combatir un determinado delito no es suficiente para que éste sea 

considerado un crimen internacional en el sentido material, pues el bien jurídico objeto 

de protección puede ubicarse en el ámbito interno, pero por su naturaleza trascienden 

fronteras internacionales. A este tipo de delitos se les puede denominar 

transfronterizos o transnacionales, los cuales, como se ha señalado, no siempre tienen 

un sustento internacional (ibídem, págs. 18-19).  

Usualmente se ha tenido a los delitos transnacionales dentro de los delitos 

internacionales, encontrando criterios que los ubican como Delitos Internacionales en 

sentido amplio (Gil, 1999, pág. 44), esto por compartir semejanzas en cuanto 

trascienden las fronteras nacionales y tiene repercusión en el orden internacional amén 

de su más efectiva represión por la colaboración mundial. 

Esta confusión de concepciones se debe en gran mediad a la antigua 

clasificación de los delitos que se ubicaban bajo el principio de la Jurisdicción 

Universal. Conocidos comúnmente como Delitos Universales o Delicta Iuris Gentium9, 

también se ha hecho por los bienes jurídicos protegidos una asimilación a la 

competencia estrictamente nacional, cuando se les denomina Delitos Nacionales de 

Trascendencia Internacional, haciendo hincapié más que nada a las consecuencias de 

los mismos, lo que hace una abstracción que en nada beneficia para su especificación 

en uno u otro delito. 

Incluso se les denomina Delitos de Carácter Internacional, cuestión que no se 

considera desacertada, pero no alcanza a especificar a este tipo de delitos pues esta 

denominación según mi criterio abarca a todos los delitos que tienen de alguna forma 

relación con la comunidad Internacional, ya sea por los bienes jurídicos protegidos, la 

repercusión, la necesidad de colaboración para su represión, etc., los que podrían ser 

                                                           
9Delicta Iuris Gentium: concepción antigua, entendida como Delitos contra el Derecho de Gentes, que abarcaba 
una amalgama de actividades delictivas contra el Derecho internacional, los Delitos Transnacionales y los 
Delitos Internacionales. noción de delitos contra el derecho de gentes (Lemkin, 2016, pág. s/p) 
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Delitos Internacionales, Delitos contra el derecho Internacional o los que analizamos 

los Transnacionales. 

Luego de determinar las distintas denominaciones que han tenido los delitos 

transnacionales debemos llegar a determinar un concepto lo más acorde posible para 

este trabajo, por lo que es necesario citar a Rodríguez García el cual considera que 

los Delitos Transnacionales son: 

…”aquellas acciones u omisiones socialmente peligrosas que tienen una esfera de 

influencia marcada fuera del ámbito nacional, que aunque sean reprensibles por el 

derecho nacional, necesitan de la colaboración internacional para su más efectiva 

persecución, estén o no en convenios o tratados internacionales” (Rodriguez García, 

2010, pág. s/p). 

Asimismo el concepto de delito transnacional se encuentra plasmado en la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 

cuyo art. 3 en su 2 fracción señala: 

... “el delito será de carácter transnacional si: 

a) Se comete en más de un Estado; 

b) Se comete dentro de un solo Estado pero una parte sustancial de su preparación, 

planificación, dirección o control se realiza en otro Estado; 

c) Se comete dentro de un solo Estado pero entraña la participación de un grupo 

delictivo organizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado;  

d) Se comete en un solo Estado pero tiene efectos sustanciales en otro Estado” (Oficina 

contra la Droga y el Delito, 2004, pág. 6) 

Dicho lo anterior, podemos concluir que se debe entender por crimen 

internacional todo aquel que protege un bien jurídico internacional, según los intereses 

y valores reconocidos por la comunidad internacional en su conjunto y que por lo 

mismo, hay un interés universal para que las conductas sean criminalizadas y 

sancionadas.  

2.7.1 Distinción de los Delitos Transnacionales con los Delitos Internacionales 

y los Delitos contra el Derecho Internacional. 
Las cuestiones fundamentales que permiten diferenciar los Delitos Transnacionales de 

los Internacionales y aquellos que afectan el Derecho Internacional, es que en los 

primeros, si los comprendemos como aquellos que son perseguibles y reprensibles 
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por el derecho nacional, pero que su esencia de involucrar directa o indirectamente a 

personas de diversas nacionalidades, así como a multiplicidad de naciones, además 

de la naturaleza de los actos delictivos, hace muy difícil la persecución por los 

organismos de seguridad estatales solamente, necesitando la colaboración 

internacional para su represión efectiva, mientras que los delitos Internacionales son 

aquellos que atacan bienes y valores jurídicos internacionales como la paz y la 

integridad de la Comunidad Internacional, exigiéndose directamente por ello una 

responsabilidad basada en el Derecho Internacional, entiéndase todos aquellos 

regulados en los Estatutos de la Corte Penal Internacional; en cambio los Delitos 

contra el Derecho Intencional específicamente, debemos entenderlos como aquellos 

que atacan bienes y tratados internacionales por las naciones que los hayan o no 

firmado, que llevan aparejada la responsabilidad del estado por el acto delictivo 

propiamente, aunque no firmara el convenio o fuera ocasionado directamente por un 

ciudadano sin la responsabilidad estatal, Este delito no lleva aparejado como los 

demás comparados una sanción penal determinada, solo se basan en la violación del 

tratado, y la responsabilidad corresponde al o los estados que lo violen o sus 

ciudadanos independiente de la responsabilidad individual que pueda exigir el propio 

estado al nacional que atacó ese convenio (Rodriguez García, 2010, pág. s/p).  

2.8 Diferencia del Crimen Internacional con los Delitos Transnacionales  

La distinción entre delitos internacionales y transfronterizos también se sustenta desde 

la perspectiva del bien jurídico. En razón de lo que hasta aquí se ha sostenido, los 

delitos transnacionales no protegerían bienes jurídicos internacionales, sino que 

simplemente tendrían algún elemento de internacionalidad. Este elemento puede 

darse de muchas maneras, sobre todo a raíz de la globalización y las facilidades en la 

comunicación. 

Por lo anterior, no es posible dar una lista de características que comparten los 

delitos transnacionales, ya que cualquier delito dentro del ámbito nacional es 

susceptible de convertirse en uno internacional si se dan las circunstancias adecuadas, 

pues no depende de la génesis internacional del mismo ni de la naturaleza del bien 

jurídico. 
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Al respecto, es importante aclarar que pueden existir tratados internacionales 

relativos a los delitos transnacionales, en virtud de los cuales los Estados parte se 

comprometan a colaborar en el combate a estos ilícitos. Este tipo de tratados no le da 

extraterritorialidad a los delitos objeto de los mismos; a la inversa, son evidencia de 

que el carácter extraterritorial de los delitos exige la coordinación de los Estados para 

su combate eficaz (Dondé Matute , 2002, pág. 14). 
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CAPÍTULO 3 

LA CORTE PENAL INTERNACIONAL. 
 

Con el paso de los años y gracias a sucesos históricos trascendentes como lo fue la 

primera y sobre todo la segunda guerra mundial, comenzaron a adquirir relevancia las 

organizaciones internacionales, como es el caso de la Corte Penal Internacional, 

creada en Roma en 1998, gracias a la Conferencia Diplomática para el establecimiento 

de la Corte Penal Internacional (CPI). Esto como resultado de la unión de esfuerzos 

para resarcir la impunidad que tenían los crímenes internacionales, se creyó que la 

existencia de una jurisdicción internacional podría ser garantía de justicia.  

Lo anterior es consecuencia de que los jueces al interior de un Estado no 

ejercen o ejercen de forma parcial su jurisdicción sobre los crímenes internacionales 

perpetrados en su territorio, al no hacerlo o hacerlo sin observar la supremacía del 

Derecho internacional sustrayendo al individuo de su responsabilidad, se activa la 

jurisdicción de la Corte Penal Internacional (Collantes , 2002, pág. 5), consecuencia 

que antes de la creación de la Corte no se suministraba y en caso de llegarse a 

proporcionar era gracias a la creación de tribunales ad hoc10. 

Al reflexionar en lo anterior hay diversos motivos que respaldan la existencia de 

una corte de justicia internacional en materia penal, por ejemplo: a pesar de la creación 

y firma de diversos tratados internacionales para la cooperación conjunta de los 

Estados que los ratifican, estos no son aplicados al interior de los mismos salvo en 

algunos casos, además si los crímenes contra la humanidad son juzgados en el interior 

de un Estado se corre el riesgo de que se perpetren violaciones y manipulaciones 

políticas en las instituciones de justicia. También los jueces se percataron que al juzgar 

crímenes de guerra se tiene menor resistencia a un tribunal internacional, además de 

que al existir este tipo de tribunales no se da una pluralidad de penas, porque solo se 

aplica la jurisdicción de un tribunal. Asimismo los jueces internacionales pueden 

                                                           
10Ad hoc: es una locución latina que significa literalmente “para esto”. Generalmente se refiere a una solución 
específicamente elaborada para un problema o fin preciso y, por tanto, no generalizable ni utilizable para otros 
propósitos. Podemos concluir que son Tribunales para un fin específico (Wikipedia, 2015, pág. s/p). 
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investigar crímenes con ramificación en otros países con mayor facilidad que los 

jueces nacionales (Cassese, 1998, págs. 6-8). 

Un suceso trascendental es que la costumbre internacional como fuente del 

derecho Internacional, con la creación de la CPI comenzó a reconocer la existencia de 

la responsabilidad penal del individuo y no solo la de los Estados, esto quiere decir 

que el individuo también puede ser sujeto de un procedimiento ante una instancia 

internacional por la comisión de delitos de trascendencia internacional, recordemos 

que el cometido de estos crímenes y/o delitos no es un asunto que interese 

exclusivamente al Estado Particular donde se haya realizado, sino que es de interés 

de la comunidad internacional, por lo cual decide llevarse ante competencia 

internacional.  

Collantes puntualiza que no se debe confundir el objetivo de la Corte Penal 

Internacional con el de otras instituciones como lo puede ser la Corte Internacional de 

Justicia, Corte Interamericana o la Corte Europea de Derechos Humanos, porque si 

bien conocen de violaciones o denuncias de derechos humanos en contra de 

individuos, el sujeto que es objeto de la responsabilidad internacional es el Estado y la 

Corte Penal Internacional en esto se distingue (2002, págs. 1- 23).  

3.1 Antecedentes 
La creación de una corte global no es algo nuevo, los fundamentos políticos y 

doctrinales son antiguos y extensos, las razones por la cual surge son muy variadas, 

por ejemplo: algunos atentados o represión de los delitos que van en contra del 

Derecho de Gentes en general, los crímenes contra la paz y la seguridad de la 

humanidad de manera particular, lo anterior ocasionado por la falta de sanciones a los 

órganos de los Estados que cometían alguna falta, además de entre las mismas 

autoridades se coludían para no investigar más afondo y dejaban los delitos impunes.  

De la misma forma el individuo perpetrador del delito no era juzgado y si lo era 

la condena aplicada era muy baja comparada con la transgresión cometida. Esto ha 

ido ocurriendo desde antes de que se pensara en crear algún tribunal internacional, 

podemos decir que este tipo de costumbres prevalece hasta nuestros días por lo que 
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ha sido necesario erradicarla y poco a poco se ha ido avanzando gracias a la ayuda 

de la comunidad internacional. 

3.1.1  GUSTAVE MOYNIER11 

Jurista suizo, en 1870 reflexiono que la presión de la comunidad internacional sería 

suficiente para que el Convenio de Ginebra sobre el trato debido de los soldados 

heridos no se violaría, pero en caso de ser violentado los Estados impondría penas 

graves a los responsables, además de que promulgarían leyes en favor del Convenio 

de Ginebra en contra de los infractores. Esto no sucedió como el creyó ya que meses 

después estallo la guerra Franco Prusiana, la opinión publica denuncio las 

aberraciones del bando contrario, Moynier se percató que una sanción moral no sería 

suficiente para hacer cumplir el convenio de Ginebra, anexando a esto el hecho de 

que no se pudo establecer una legislación interna para sancionar a los infractores (Hall, 

1998, pág. 2).  

Moynier consideraba la idea de crear un tribunal internacional permanente, que 

sería competente en materia de violaciones al Derecho Humanitario; esto sucedió el 3 

de enero de 1872 en una reunión del Comité Internacional de la Cruz Roja llevada a 

cabo en Ginebra, Gustave Moynier presenta su proyecto de creación de una 

jurisdicción penal internacional, la cual tenía como objetivo encargase de juzgar las 

violaciones de la convención de Ginebra de 1864, lo anterior se llevaría a cabo 

mediante la celebración de un tratado que tendría como fin crear un Tribunal 

internacional para prevenir y sancionar las infracciones (objetivos que tiene 

actualmente la CPI) realizadas al convenio (Olásolo, 2003, pág. 35), esto era con la 

finalidad de que no se dejara en manos de los contendientes la obligación de juzgar a 

los perpetradores lo anterior porque por muy respetados que fueran los jueces,  

podrían verse en cualquier momento sometidos a las presiones de la situación. 

La idea de Gustave Moynier era que con el apoyo de jueces de países 

beligerante y neutrales o solo de los países neutrales, se estaría garantizando la 

imparcialidad a la hora de juzgar y hacer justicia. Animando a los países beligerantes 

                                                           
11 Gustavo Moynier: fue presidente y fundador del Comité Internacional de la Cruz Roja. Además de fundar en 
1873 el Instituto de Derecho Internacional (WIKIPEDIA, 2016, pág. s/p).  



 

 76 

a recurrir a estos medios, la imparcialidad de estos tribunales apoyaría a ambas partes 

y no habría nada que temer respecto a sentencias injustas, además de que estas se 

harían cumplir por los Estados.  

Dicha propuesta dio lugar a muchas críticas de expertos en derecho 

internacional, algunos apoyaban la idea para reforzar el convenio de Ginebra, los 

demás expertos criticaron la idea en función de lo siguiente:  

 La falta de un sistema de ejecución garantizada de las decisiones del 

tribunal, esto lo sostenía Lieber12 y Rolin- Jaequemyns13. 

 La falta de cooperación de los Estados en materia penal, al considerar a 

esta materia como manifestación fundamental de la soberanía, lo anterior 

fue dicho por Holzendorff14.  

 Las dificultades en la atribución y realización de la responsabilidad 

pecuniaria del Estado, los criterios para determinar su cuantía en razón 

de la gravedad de la violación y del daño, así como su compatibilidad con 

las indemnizaciones generalmente establecidas por los tratados de paz, 

sostenido por Rolin- Jaequemyns (Carillo Salcedo & Petit Gabriel, 2000, 

pág. 62).  

Cabe aclarar que contrariamente a esta interpretación el proyecto de Moyner 

que contenía un largo preámbulo y 10 breves artículos, publicado en 11 páginas de la 

revista Bulletin International de Sociétés des Secours aux Militaires Blessés (hoy la 

revista de la Cruz Roja), dejaba bien claro que se trataba de responsabilidad penal del 

individuo y no de los Estados (Carillo Salcedo & Petit Gabriel, 2000, pág. 32).  

                                                           
12 Franz Lieber: jurista, político germano-americano. Fue el autor del Código Lieber durante la guerra civil 
americana, también conocida como Código de Gobierno de los ejércitos en campaña (1863). El Código Lieber es 
considerado el primer documento para describir exhaustivamente las normas que regulan la conducción de la 
guerra, y sentó las bases de los Convenios de Ginebra (WIKIPEDIA , 2016, pág. s/p). 
13 Gustave Henri Rolin-Ange Hippolyte Jaequemyns: fue un abogado belga, diplomático y ministro del Interior. 
Junto con el jurista suizo Gustave Moynier, fundó el Instituto de Derecho Internacional y se convirtió en su primer 
presidente de honor (WIKIPEDIA , 2016, pág. s/p). 
14 Henning von Holtzendorff, fue un almirante alemán durante la Primera Guerra Mundial.  
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Esta primera propuesta de un tribunal que juzgara la responsabilidad de los 

individuos no tuvo los efectos esperados, al ser desaprobado por varios juristas 

provoco que los Estados no lo aceptaran públicamente, por lo que es desconocida, 

hasta un tercio de siglo después en una reunión del Instituto de Derecho Internacional 

en Cambridge en 1895, donde se propuso la institución de un tribunal que se ocupara 

de las infracciones contra las leyes de guerra, al igual que la idea de Moynier no 

prospero (Faundez Ledesma, 2015, pág. s/p).  

A pesar de no haber alcanzado el objetivo este proyecto realizo aportaciones 

importantes para el derecho penal de muchos países, por ejemplo: jurisdicción 

exclusiva sobre determinados asuntos y la indemnización a las víctimas. Después se 

crearon los Tribunales Penales Internacionales especiales, para casos concretos 

como se verá más adelante. Aunque tuvo que transcurrir alrededor de un siglo para 

que se estableciera la Corte Penal Internacional.   

3.1.2 Las secuelas de la Primera Guerra Mundial, Tratado de Versalles  

Como hemos visto la creación de una Corte Internacional demoro bastante tiempo, y 

fue hasta el fin de la primera Guerra Mundial el 25 de enero de 1919 en la Conferencia 

de Paz de París, a través de la Comisión de la Responsabilidad de Autores de la 

Guerra y la Aplicación de las Penas por Violaciones a las Leyes y Costumbres de 

Guerra (se le conoce también como la Comisión de la Conferencia de Paz de 1919), 

se propuso la creación de un Tribunal especial para juzgar a nacionales de las 

potencias que hubiera violando las leyes aplicables en caso de conflicto armado. La 

designación de magistrados se llevaría a cabo por Francia, Gran Bretaña, Estados 

Unidos, Italia y Japón (Hernández y Rojas & Portilla Gómez, 2010, pág. 208). 

Benavides menciona que a pesar de la insistencia de los países vendedores por 

crear un sistema internacional de justicia penal, la falta de acuerdo en varias 

cuestiones, impidió su instauración (2002, pág. 39). El logro más importante fue la 

incorporación de una solución de compromiso en el Tratado de Versalles el 28 de abril 

de 1919, por medio de este se establecía un Tribunal Especial el cual tenía como fin 
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enjuiciar a Guillermo II15, los cargos en contra del Káiser alemán eran ofensa suprema 

contra la moral internacional y la autoridad sagrada de los tratados, así como por 

crímenes de guerra. No pudo ser juzgado toda vez que los países bajos en los que 

pidió asilo, negaron su extradición y entrega a los Aliados, argumentando que los 

cargos que se le imputaban al emperador alemán eran de naturaleza política.  

A pesar de que los Países Bajos en ese momento fueron tachados de traidores 

y cómplices, actitud inadmisible por lo actos que se habían perpetrado, se reconoce 

que la razón para evitar la extradición del Káiser, era la falta absoluta de garantías 

penales y procesales del acusado para llevar adelante el sometimiento a juicio del ex 

monarca germano (Favarotto, 2009, pág. 25).  

Los vencedores tuvieron que conformarse con el hecho de que en la misma 

Alemania juzgaran a lugartenientes y otros subalternos que conformaron los planos 

medios e inferiores de responsabilidad por los crímenes de guerra, además de aceptar 

que un reducido grupo de oficiales fuera condenado con lenidad, por aplicar malos 

tratos a los prisioneros, en los procesos del Leipzig16, estos procesos no tuvieron 

ninguna relevancia para el Derecho Penal Internacional, que no fuera el intento fallido 

de hacer justicia en el plano internacional. 

Entonces el Tratado de Versalles no debe de considerarse como un precedente 

de los tipos Penales Internacionales, si no solo como un intento de juzgar a los autores 

de los hechos ocurridos en la Primera Guerra Mundial (PGM), sin dejar de tomar en 

cuenta su contribución respecto a la responsabilidad penal del individuo en el ámbito 

Internacional, aunque esta se manifiesta mejor hasta que se crea el Tribunal 

Nüremberg como se abordara más adelante (Abogacía General del Estado; Dirección 

del Servicio Jurídico del Estado, 2000, pág. 538) 

                                                           
15 Guillermo II de Alemania, fue el último emperador o káiser del Imperio alemán y el último rey de Prusia, gobernó 
entre 1888 y 1918 (WIKIPEDIA , 2015, pág. s/p). 
16 Leipzig: sede del que fue el Tribunal Supremo del Imperio alemán en materia civil y penal desde 1879 hasta 
1945 (WIKIPEDIA, 2013, pág. s/p).  
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3.1.3 Tribunales Militares  

Después de la Primera Guerra Mundial se da un momento en la historia en el que 

comienza la proliferación de los tratados internacionales por la paz, todo esto al cobijo 

de la Sociedad de Naciones por sus siglas ONU, frente a esta propuesta los Estado 

continuaron resistiéndose a restringir su soberanía y a someterse a una formación 

obligatoria de jurisdicción internacional; por ello, tales proposiciones solo recibieron 

una atención seria por parte de los Estados a partir de la PGM. 

En parís 1928, Estados Unidos, Francia, Alemania, el Reino Unido, Reino de 

Italia, Japón, Bélgica, Polonia, Canadá, Australia, Nueva Zelanda, Unión Sudafricana, 

Estado Libre Irlandés, India (aún bajo mandato británico) y Checoslovaquia, firman el 

Pacto Briand-Kellogg, en el cual renuncian al uso de la guerra como instrumento para 

dirimir los conflictos entre naciones, esta debía ser un recurso meramente defensivo 

por causa justificada (Favarotto, 2009, pág. 28), gracias a la crisis económica iniciada 

en 1929 y los intereses de las principales potencias lo dejarían sin validez un poco 

después.  

Dicho pacto tampoco fue de mucha ayuda para evitar los planes expansionistas 

y el rearme alemán, que bajo el régimen nazi instaurado a partir de 1933 gracias al 

nombramiento de Adolf Hitler como Canciller de Alemania, alcanzo su mayor poder 

bélico. Basándose en la Teoría del espacio vital (Lebensraum17), pretendían 

reconquistar no solo las fronteras que poseían antes del estallido de la PGM, sino 

también conquistar nuevos territorios, aduciendo a la desproporción existente entre la 

población germana y el territorio, resultado de lo dispuesto por el Tratado de Versalles. 

Esto trajo como resultado la invasión a Polonia el 1 de septiembre de 1939, en efecto 

el 3 de septiembre del mismo año Gran Bretaña y Francia declararon la guerra a 

Alemania, dando así inicio a la Segunda Guerra Mundial (SGM).   

                                                           
17 Lebensraum: es un término que en alemán significa «espacio vital». Esta expresión fue acuñada por el geógrafo 
alemán Friedrich Ratzel (1844-1904), Establecía la relación entre espacio y población, asegurando que la 
existencia de un Estado quedaba garantizada cuando dispusiera del suficiente espacio para atender a las 
necesidades del mismo. Adolf Hitler recurrió esta idea para justificar su proyecto del Tercer Reich (WIKIPEDIA, 
2015, pág. s/p). 
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Es este momento histórico el de más relevancia en los antecedentes de la Corte 

Penal Internacional, ya que al finalizar la SGM, la comunidad internacional concuerda 

en que es necesario juzgar a los perpetradores de terribles actos durante los años de 

guerra. Es a raíz del acuerdo de Londres del 8 de agosto 1945 después de que Estados 

Unidos lanzara la bomba atómica sobre Hiroshima y en vísperas de que lo hiciera en 

Nagasaki, se firma el acuerdo por medio del cual se crea un Tribunal Internacional 

Militar para el juzgamiento de criminales nazis, aquí se adopta el estatuto respectivo 

que comprende crímenes contra la paz, crímenes de guerra y crímenes contra la 

humanidad. En el frente asiático las cosas evolucionan en el mismo sentido, el 19 de 

enero de 1946 el general Mac Arthur expidió una proclama que creó el Tribunal Militar 

Internacional para el Lejano Oriente (Favarotto, 2009, pág. 31; Hernández y Rojas & 

Portilla Gómez, 2010, págs. 210-211).  

3.1.3.1 Tribunal Militar Internacional de Núremberg, o Tribunal Núremberg 

Durante la SGM los Aliados denunciaron en numerosas ocasiones las atrocidades 

cometidas por las potencias del eje y su intención de castigarlas. El objetivo de este 

capítulo no es describir las barbaries cometidas en contra del pueblo judío, hoy en día 

el termino holocausto no es desconocido, fue el rompeaguas para que la comunidad 

internacional cambiara las políticas por las que se guiaba y su actitud frente al 

establecimiento de mecanismo de enjuiciamiento y castigo, para que dichas conductas 

no quedaran impunes.  

En este momento histórico la comunidad internacional es consciente de la 

necesidad de crear tribunales que juzgaran las violaciones graves a las leyes de 

guerra, en estas se consideraban dos aspectos:  

1) responsabilidad tradicional de los estados y  

2) la responsabilidad penal de los individuos (Fraschina, 2008, pág. s/p).  

El principal obstáculo que existía era la falta de tipología dentro del Derecho 

Internacional vigente en la época, por lo que lo más urgente era fundamentar la 

competencia y derecho aplicable a estos delitos. Tras largas discusiones, dicha idea 

se concretó en la Conferencia de Londres de 1945, cuando las cuatro potencias 

aliadas vencedoras decidieron castigar a los principales responsables de los crímenes 
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y delitos perpetrados, y aprobaron el Acuerdo sobre la persecución y castigo de 

los grandes criminales de guerra de las potencias europeas del Eje, al que iba 

agregado el Estatuto del Tribunal Militar Internacional, que tenía competencia para: 

“Después de consultar con el Consejo de Control para Alemania se creará un Tribunal 

Militar Internacional para el enjuiciamiento de criminales de guerra cuyo delitos 

carezcan ce una ubicación geográfica determinada, ya sean acusados individualmente, 

en su calidad de miembros de grupos u organizaciones o en ambos conceptos." (Art. 1 

del Estatuto) (ONU, 1945, pág. 1)”. 

El estatuto constituyo el derecho aplicable por el tribunal que juzgó a la elite 

nazi, dicho Tribunal tubo sede permanente en Berlín, aunque el  primer proceso se 

llevó a cabo en Núremberg, revestido además del Acuerdo Londres por la Ley no. 1018. 

Compuesto por cuatro representantes de las potencias aliadas.  

La Fiscalía formulo una serie de cargos básicos haciendo la distinción entre 

crímenes contra la Paz, crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad, aunque 

no todos los enjuiciados respondieron conjuntamente por ellos, se encuentran 

estipulados en el artículo 6 del estatuto:  

1. CRÍMENES CONTRA LA PAZ, principalmente la AGRESIÓN. 

2. CRÍMENES DE GUERRA, basándose en la existencia de una premeditación 

para alterar la paz y la existencia de asesinatos, torturas, violaciones 

contrario a las leyes de guerra.  

3. CRÍMENES CONTRA LA HUMANIDAD, cuando se trataba del exterminio y 

muerte en masa (Favarotto R., 2009, pág. 32; ONU, 1945, págs. 2-3). 

La carta del Tribunal dispuso que por los tres delitos antes mencionados se 

incurriría en responsabilidad penal individual, por haber participado a título de 

dirigente, organizador, instigador o cómplice en la celebración o en la ejecución del 

plan común o de una conspiración para cometer cualquiera de los crímenes antes 

descritos.  

                                                           
18 Ley no. 10: promulgada por el Consejo de Aliados en Berlín, el 20 de diciembre de 1945, esta ley es más explícita 
que el estatuto, en esta se enunciaban la pena de muerte, prisión perpetua o temporal con o sin trabajos forzados, 
multa, confiscación y suspensión de derechos (Hernández y Rojas & Portilla Gómez, 2010, pág. 213).  
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Los juicios comenzaron el 20 de noviembre de 1945 se juzgaron a lo largo de 

diez meses a una veintena de hombres, prominentes funcionarios nazis, con 

posterioridad se llevaron a cabo una serie de juicios, donde se juzgaron a los 

funcionarios menores del Estado, Ejército, doctores e industriales alemanes, a estos 

se les nombro procedimientos posteriores. Los juicios se llevaron de la siguiente 

manera:  

1. El Juicio de los doctores, seguido contra 24 médicos acusados de 

conspiración, crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad, 

incluyendo casos de esterilización forzosa y masiva de enfermos, el 

asesinato de 300.000 enfermos, especialmente en hospitales 

psiquiátricos durante el Programa de eutanasia Aktion T-4, colaboración 

o participación directa en el confinamiento, tortura y exterminio de miles 

de personas en los campos de concentración así como la realización de 

investigaciones médicas coercitivas, nocivas y letales contra prisioneros 

de guerra y civiles y contra pacientes en hospitales y otras instituciones 

médicas. 

2. El juicio contra Erhard Milch, oficial alemán, acusado de graves 

crímenes en campos de concentración. 

3. El Juicio de los jueces, seguidos contra 16 abogados y jueces que 

establecieron el aparato jurídico nacionalsocialista. Fueron acusados y 

encontrados culpables de conspiración criminal, crímenes de guerra y 

crímenes contra la humanidad entre los que se destaca la aplicación de 

las leyes de higiene racial y las leyes y decretos contra la población judía, 

por ejemplo someter por orden judicial a los enfermos a esterilización 

médica o condenar a prisión y a pena de muerte a judíos que tuvieron 

relaciones sexuales -probadas o no- con alemanes y condenar mediante 

orden judicial a miles de personas a confinamiento en los campos de 

concentración. 

4. El Juicio Pohl, seguido contra la oficina Endlösung, encargada 

administrativa de los campos de concentración y exterminio. Su jefe era 

Oswald Pohl. 

5. El Juicio Flick, seguido contra el industrial alemán Friedrich Flick, por la 

utilización de trabajo esclavo y crímenes contra la humanidad. 
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6. El Juicio a la IG Farben, empresa química industrial alemana, que al 

igual que Flick y Krupp, usufructuó del trabajo esclavo. 

7. El caso austral o Juicio de los rehenes, en el cual se persiguió la 

responsabilidad del alto mando alemán por las masacres y graves 

violaciones a las Leyes de la Guerra durante la Campaña de los 

Balcanes. 

8. El Juicio RuSHA, seguido contra los promotores de la idea de pureza 

racial y del programa Lebensborn. 

9. El Juicio a los Einsatzgruppen, seguida contra las brigadas de la 

muerte de las SS que practicaban el exterminio local de los judíos por 

medio de los Einsatzgruppen. 

10. El Juicio Krupp, seguido contra los dirigentes del famoso grupo 

industrial, por su participación en la preparación de la guerra y la 

utilización de trabajo esclavo durante la guerra. 

11. El Juicio de los ministros, seguido contra los dirigentes del Estado Nazi 

por su participación en atrocidades cometidas tanto dentro de Alemania 

como en los territorios ocupados. 

12. El Juicio del alto mando, seguido contra los generales del Ejército, 

Armada y de la Fuerza Aérea alemana, por la comisión de crímenes de 

guerra. 

13. El 30 de septiembre y el 1 de octubre de 1946, se produjo el conocido 

fallo contra 15 civiles, seis militares y siete organizaciones criminales 

(Seara Vázquez, 1998, pág. 414).  

En la sentencia se sustenta el establecimiento de la jurisdicción penal internacional:  

“Los crímenes contra el derecho internacional son cometidos por los hombres y no por 

entidades abstractas, y solo mediante el castigo a los individuos que cometen tales 

crímenes puede hacerse valer las disposiciones del derecho internacional. Asimismo, 

el Tribunal se pronunció en el sentido de que la violación de estas disposiciones 

constituía crímenes por los cuales los individuos acusados debían ser sancionados 

(Osmañczyk, 1976, págs. 1086-1087)”.  

La mayoría de los procesados en el proceso fueron sentenciados, 12 fueron 

condenados a la pena capital (horca), fueron ejecutados el 16 de octubre de 1946, 3 

sentenciados a cadena perpetua, 4 a prisión temporal, 3 fueron absueltos. Al dar por 
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terminado este “juicio histórico” podemos entender la sensación de alivio que se vivió 

en años subsecuentes, creyendo que si los criminales nazis y sus aliados japoneses 

(se verá a continuación), habían sido sancionados con el máximo rigor, nunca más la 

humanidad volvería a pasar los sucesos tan terribles que generaron las ideas radicales 

nacistas (Favarotto, 2009, pág. 33).  

 

3.1.3.2 Tribunal Militar Internacional para el Extremo Oriente, o Tribunal de 

Tokio 

El general Mac Arthur, comandante supremo de las fuerzas aliadas mediante proclama 

especial del 19 de enero de 1946 crearía el Tribunal Militar Internacional para el 

Extremo Oriente, este tenía como objetivo juzgar a las personas acusadas 

individualmente de crímenes principalmente contra la paz, o sea procesar a los 

principales criminales de guerra. Su establecimiento se basó en las reglas de 

Núremberg y su estatuto fue muy similar, aunque más extenso (Hernández y Rojas & 

Portilla Gómez, 2010, pág. 217). 

El Estatuto del Tribunal para el Extremo Oriente contempla las mismas 

categorías de crímenes que el estatuto del Tribunal Núremberg (TN), esto es crímenes 

contra la paz, crímenes de guerra y los crímenes contra la humanidad (artículo 5°). 

Aunque los crímenes contra la paz son definidos de manera diferente, ya que, se 

contempla la organización, la preparación, la iniciación o la prosecución de una guerra 

de agresión, que haya sido o no declarada como tal. Lo anterior se da por el hecho de 

que las hostilidades estallaron y continuaron durante un largo tiempo, sin haber 

existido previamente una declaración formal de guerra entre las partes, además de 

que no incluyo la clasificación de las infracciones ni la figura de la conspiración (Minear, 

1971, pág. s/p). 

Por otra parte el Tribunal de Tokio (TT) examino más a fono la noción de 

“complot” declarando que: 

“Existe complot en vistas a librar una guerra de agresión o una guerra ilegitima, cuando 

dos o más personas se ponen de acuerdo para cometer dicho crimen. Sigue luego, en 

el marco de este complot, la organización y la preparación de dicha guerra. Aquellos 

que participan en el complot en esta etapa pueden ser, ya se los conspiradores 
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originales, o ya sea las personas que tiempo después han adherido al complot mismo. 

Si estos últimos se unen a los fines del complot, adoptando los planes y preparando la 

ejecución, devienen conspiradores (Tanaka, 1996, pág. 127)”. 

La trascendencia del Tribunal para el Lejano Oriente fue menor que la del 

Tribunal de Núremberg, ya que si bien es cierto que hubo un mayor número de países 

participantes, representados a través de jueces que integraron dicho tribunal, su 

método de creación (básicamente por decreto del general MacArthur) y el hecho de 

que Estados Unidos haya arrojado la bomba atómica sobre Japón, le restó fuerza 

moral y credibilidad. 

Además de lo anterior, de los 28 acusados ante el TT, catorce de ellos tenían el 

rango de generales, habiendo ejercido la mitad de éstos las funciones propias de un 

ministro de guerra. Sin embargo, su jefe supremo, el emperador Hirohito19 no 

compareció ante la justicia, por razones puramente políticas, el gobierno 

norteamericano decidió abandonar toda diligencia de persecución, además de que un 

aspecto todavía más grave es el hecho de que el Tribunal Militar de Tokio dejo de lado 

lo relativo a los experimentos químicos y biológicos que las tropas japonesas habían 

realizado antes y durante la SGM. El gobierno norteamericano y el general Mc Arthur, 

evitaron revelar las atrocidades de la Unidad 731 al Tribunal. Podemos decir que el 

Tribunal Militar del Lejano Oriente no cumplió firmemente el objetivo para el cual fue 

creado, pero junto con el Tribunal de Núremberg demostraron la existencia de una 

orden superior, porque las obligaciones internacionales que se imponen a los 

individuos tienen primacía respecto a su deber de obediencia hacia el Estado del cual 

son ciudadanos (Gómez Robledo Verduzco, 2008, pág. 769 y 772).  

En 1946, la Comisión de Derecho Internacional de la ONU formulo los principios 

base del Derecho Internacional, los cuales se encuentran establecidos en la Carta del 

Tribunal Militar de Núremberg estos principios a lo largo de su desarrollo se han 

ampliado, modificado y complementado con otros principios e incluso con otros 

instrumentos internacionales, se citan a continuación: 

                                                           
19 Hirohito: fue el 124° emperador de Japón desde 1926 hasta 1989. Subió al trono tras la muerte de su padre 
Yoshihito. Aliado de la Alemania nazi, hasta su rendición en 1945. 
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Principio I: Cualquier persona que cometa actos que constituyan un crimen bajo las 

leyes internacionales será responsable y por consiguiente sujeto a castigo. 

Principio II: El hecho de que las leyes internas no impongan castigo por un acto que 

constituya un crimen bajo las leyes internacionales no exime a la persona que cometió 

el acto de su responsabilidad bajo las leyes internacionales. 

Principio III: El hecho de que una persona que ha cometido un acto que constituye un 

crimen bajo las leyes internacionales sea Jefe del Estado o un oficial responsable del 

Gobierno no le exime de la responsabilidad bajo las leyes internacionales. 

Principio IV: El hecho de que una persona actúe bajo las órdenes de su Gobierno o 

de un superior no le exime de la responsabilidad bajo las leyes internacionales, siempre 

que se demuestre que tenía posibilidad de actuar de otra forma. 

Principio V: Cualquier persona acusada de un crimen bajo las leyes internacionales 

tiene el derecho de un juicio justo ante la ley. 

Principio VI: Los crímenes que se enumeran a partir de aquí son castigables como 

crímenes bajo las leyes internacionales:  

a) Crímenes contra la paz:  

a. La planificación, preparación, iniciación o comienzo de una guerra de 

agresión, o una guerra que viole los tratados internacionales, acuerdos o 

promesas;  

b. La participación en un plan común o conspiración para el cumplimiento de 

cualquiera de los actos mencionados en (i).  

b) Crímenes de Guerra: Las violaciones de las leyes o costumbres de la guerra que 

incluyen, pero no están limitadas a, asesinato, trato inhumano o deportación como 

esclavos o para cualquier otro propósito de la población civil de un territorio 

ocupado, asesinato o trato inhumano a prisioneros de guerra, a personas sobre el 

mar, asesinato de rehenes, pillaje de la propiedad pública o privada, destrucción 

injustificada de ciudades, pueblos o villas, o la devastación no justificada por la 

necesidad militar.  

c) Crímenes contra la humanidad: Asesinato, exterminio, esclavitud, deportación y 

cualquier otro acto inhumano contra la población civil, o persecución por motivos 

religiosos, raciales o políticos, cuando dichos actos o persecuciones se hacen en 

conexión con cualquier crimen contra la paz o en cualquier crimen de guerra. 

Principio VII: La complicidad en la comisión de un crimen contra la paz, un crimen de 

guerra o un crimen contra la humanidad tal y como fueron expuestos en los Principios 

VI, es un crimen bajo las leyes internacionales (Hernández y Rojas & Portilla Gómez, 

2010, págs. 212-213). 
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Al finalizar los juicios diversos juristas de la época como lo es Luis Jiménez de 

Azua, sostuvo que frente al trámite y el resultado de aquellos juicios no se podía menos 

que anticipar la desilusión frente a un rotundo fracaso jurídico de este primer intento 

de instaurar una justicia universal. Lo anterior entiéndase el tinte político que se le dio 

a los procesos por las potencias aliadas triunfadoras, es lamentable que se hayan 

violado las más elementales garantías del derecho penal y del derecho procesal penal, 

desde el principio de legalidad, hasta del derecho de defensa, pasando por alto las 

exigencias del proceso legalmente debido, con el objetivo de exhibir a los ojos del 

mundo las ejemplares condenas impuestas a los máximos responsables. Basándonos 

en esta idea estos procesos constituyeron la más acaba expresión de la justicia de 

los vencedores (Ferrajoli, 1998, pág. 1237; Ob. cit., págs. 36-37).  

Hans Kelsen y Danilo Zoto concuerdan que el castigo a los criminales de guerra 

(no solo nazis y nipones) debió ser un acto de justicia y no la continuación de las 

hostilidades bajo tintes judiciales e ideas realmente inspiradas por los deseos de 

venganza, en esta lógica, señalan que es incompatible con la función judicial que solo 

los estados perdedores estuviesen obligados a someter a sus ciudadanos a la 

jurisdicción de una corte penal, ya que de la misma forma los países vencedores 

debieron someter a sus ciudadanos responsables de crimines de guerra, a la 

jurisdicción de una corte internacional. Por lo que los Tribunales de Núremberg y Tokio 

no deben de considerarse como antecedente judicial o modelo a seguir, toda vez que 

estos trastornaron la idea de justicia internacional, anulando la distinción existente 

entre política y guerra. Fue una rendición de cuentas y ajuste de cuentas, bajo 

tendencia a la venganza de los vencedores sobre los vencidos (Zolo, 2007, págs. 41/2, 

164 y 182).  

Cierto es que se presentaron muchas injusticias a la hora de realizar los juicios, 

pero también lo es el hecho de que se estuvo ante la presencia de los primeros juicios 

de su tipo, y si bien el contexto influyo para la realización de los mismos, así como en 

las sanciones aplicadas. La comunidad internacional ha hecho un buen trabajo para 

seguir impartiendo justicia en contra de los delitos que hoy se consideran contra de la 
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humanidad, para impedir que sucesos como los vividos durante la SGM se vuelvan a 

repetir. 

En conclusión los juicios de Núremberg y Tokio dejaron como legado la 

capacidad de sancionar por parte de los Estados miembros, la violación de las normas 

internacionales y el reconocimiento de los principios de Derecho Internacional, debe 

rescatarse de estos tribunales, el hecho de ser un avance en lo relativo a la posibilidad 

de fincar internacionalmente la responsabilidad penal y la irrelevancia del cargo oficial 

como escudo protector contra la justicia penal, representaron también el progreso en 

la definición de los crímenes de guerra, por ejemplo del genocidio. 

 

3.1.4 Tribunales Internacionales ad hoc 

Tras la aprobación de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y la 

Convención para la Prevención del Crimen de Genocidio, esta última señalo la 

posibilidad de que:  

“las personas acusadas… sean juzgados por un tribunal competente del Estado o en 

cuyo territorio el acto fue cometido, o ante la Corte Penal Internacional que sea 

competente respecto a aquellas de las partes contratares que hayan reconocido su 

jurisdicción20” (ONU, 1948, pág. s/p). 

De esta forma queda establecidos dos de los instrumentos más importantes a 

nivel internacional, haciendo falta la institución internacional capaz de garantizar el 

respeto y cumplimiento de tales derechos. En 1950 la Comisión de Derecho 

Internacional envía a los Estados el proyecto sobre la creación del órgano judicial 

encargado de juzgar a las personas acusadas del crimen de genocidio o de otros 

crímenes que fueran competencia de ese órgano, con la finalidad de que se le hicieran 

las aportaciones necesarias para la redacción del proyecto del Código de delitos contra 

la paz y la seguridad de la humanidad (Resolución 1950, pág. s/p). Este proyecto, 

previo que la Corte juzgaría a las personas físicas, fueran gobernantes 

constitucionalmente responsables, funcionarios o simples particulares, y se añadió que 

                                                           
20 Articulo IV de la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, abierta a firma y ratificación, 
o adhesión, por la Asamblea General en su resolución 260 A (III) del 9 de diciembre de 1948. Entro en vigor el 12 
de ero de 1951 (ONU, 1948, pág. s/p).  
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cualquier Estado podría retirar la competencia que había atribuido a la Corte, dicho 

proyecto nunca fue aprobado por la Asamblea General. Paralelamente a esto la 

Comisión de Derecho Internacional, en 1954 termino la formulación del Código de 

Delitos contra la Paz y la seguridad de la Humanidad, en este no se logró una definición 

de agresión21. 

La discusión sobre la creación de un Tribunal Internacional se retomó hasta las 

últimas décadas de la guerra fría, en 1987 el presidente Gorbachov22, solicito la 

creación de una Corte Penal Internacional que juzgara casos de terrorismo, tráfico de 

drogas y de otras actividades internacionales criminales. En 1989 A. Robinson23 

propuso la creación de un Tribunal Internacional Permanente para hacer frente al 

tráfico internacional de drogas. En 1991 la Asamblea General de la ONU dispuso de 

nueva cuenta que la Comisión de Derecho Internacional retomara sus trabajos con 

respecto al proyecto original de 1949, para preparar un proyecto de codificación de 

crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad. Concluyendo el trabajo en 

1993 recomendando que su aprobación estuviera en manos de una Asamblea de 

Estados. Dos años después se planteó la creación de un tribunal ad hoc para juzgar a 

los responsables de crímenes en Chechenia, Burundi y Zaire (actual Congo).   

Quedando pendiente de nueva cuenta la creación del Tribunal Penal 

Internacional, a pesar del apoyo que se tenía por parte de diversas organizaciones no 

gubernamentales por ejemplo la Cruz Roja Internacional. Abriendo paso al 

establecimiento de tribunales ad hoc, para juzgar por la comisión de atrocidades 

cometidas en los conflictos de los Balcanes y de los Grandes Lagos africanos en 

Yugoslavia y Ruanda, respectivamente (Hernández y Rojas & Portilla Gómez, 2010, 

pág. 221).  

                                                           
21 Agresivo; Se logró definir hasta 1974, como culminación de los trabajos de un comité especial creado en 1967, 
definiéndola mediante resolución 3324 (XXXIX) (Hernández y Rojas & Portilla Gómez, 2010, pág. 220). 
22 Mijaíl Serguéyevich Gorbachov: abogado y político ruso que fue secretario general del Partido Comunista de la 
Unión Soviética (PCUS) de 1985 hasta 1989 y presidente de la Unión Soviética de 1989 a 1991. Recibió el Premio 
Nobel de la Paz en 1990 y actualmente es líder de la Unión de Socialdemócratas (WIKIPEDIA, 2015, pág. s/p). 
23 Arthur Napoleón Raymond Robinson: fue un abogado y político trinitense, fue el tercer presidente de Trinidad 
y Tobago (WIKIPEDIA, 2015, pág. s/p). 
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3.1.4.1 Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia  

La ilusión de paz que prospero en Europa luego de la Segunda Guerra Mundial, fue 

rota bruscamente cuando un conflicto bélico se desató durante los años 1990 en 

Balcanes, con la multiétnica República Federativa Socialista de Yugoslavia que se 

disuelve en varias guerras de secesión, millones de personas son desplazadas y 

cientos de miles asesinadas, el terror de genocidio volvió para atormentar a Europa.  

La creación del Tribunal Internacional para juzgar a los presuntos responsables 

de graves violaciones del derecho internacional humanitario cometidas en el territorio 

de la ex-Yugoslavia a partir de 1991 (CSONU, 1993, pág. s/p), en adelante Tribunal 

Penal para la ex- Yugoslavia (TPIY), fue resultado de un conflicto armado que empezó 

el 25 de junio de 1991, cuando Croacia y Eslovenia se declararon independientes. Una 

guerra de diez días por Eslovenia causó la retirada del Ejército yugoslavo y el 

abandono de reclamaciones yugoslavas del territorio, a diferencia de Croacia, ya que 

en esta parte se encontraban poblaciones serbias en Krajina (Territorio croata) y 

Eslovenia Oriental (Jones, 2006, pág. 215).  

Milosevic24 reconoció la secesión de Croacia, procuró asegurar territorios en los 

cuales los serbios fueron representados fuertemente. Es así como en diciembre de 

1991, después de varios meses de lucha, los serbios de Krajina declararon su 

independencia de Croacia, el conflicto duró siete meses e incluyó la destrucción 

deliberada de pueblos y ciudades, matanzas de civiles indefensos, eliminación de un 

fuerte grupo étnico del territorio, mejor conocido como “limpiezas étnicas”. En Croacia, 

sólo en 1991, unas 20.000 personas perdieron la vida, más de 200.000 refugiados 

huyeron del país y unas 350.000 personas se convirtieron en desplazados internos 

(Totten & otros, Century of genocide, 2004, pág. 416; ACNUR, 2000, pág. s/p). 

Un texto de la Agencia de la ONU para Refugiados (ACNUR), menciona que en 

1992, la guerra se extendió a la vecina Bosnia y Herzegovina, con consecuencias aún 

                                                           
24 Slobodan Milošević: (1941 - 2006) fue un político serbio. Ocupó la presidencia de Yugoslavia (RFSY) y Serbia 
desde 1989 hasta 1997 y de Yugoslavia desde 1997 hasta 2000. Se le acusaba de crímenes de guerra, contra la 
humanidad y genocidio, presuntamente acaecidos durante la guerra de Yugoslavia (WIKIPEDIA, 2015, pág. s/p). 



 

 91 

más devastadoras. Bosnia y Herzegovina eran parte de la república de la antigua 

Yugoslavia, zona donde existía el mayor grado de mezcla étnica. Según un censo de 

población yugoslavo de 1991, los tres grupos principales en Bosnia y Herzegovina eran 

los musulmanes (44%), los serbios (31%) y los croatas (17%). Cuando Bosnia y 

Herzegovina declararon su independencia en marzo de 1992, el gobierno de Serbia, 

encabezado por el presidente Slobodan Milosevic juró combatir en defensa de la 

minoría serbia de Bosnia. Más o menos al mismo tiempo, fuerzas serbias del ejército 

yugoslavo tomaron las colinas que rodean la capital bosnia, Sarajevo, y comenzaron 

a atacarla con fuego de artillería, a finales de abril de 1992 el 95% de la población 

musulmana y croata de las ciudades, además de los centros urbanos importantes del 

este de Bosnia se habían visto obligadas a abandonar sus hogares, Sarajevo era 

objeto de bombardeos diarios. A mediados de junio, las fuerzas serbias controlaban 

dos tercios de Bosnia y Herzegovina.  

Asimismo en abril de 1992, las fuerzas militares Serbias-bosnias iniciaron una 

campaña de “limpieza étnica” ahora en contra de los musulmanes que vivían a lo largo 

de la frontera entre Serbia y Bosnia, muchos civiles indefensos, en particular los no 

serbios identificados como intelectuales, profesionales, o líderes políticos, fueron 

asesinados. El resto fue expulsado de sus casas, las cuales fueron luego 

sistemáticamente saqueadas y destruidas. Esta campaña de terror fue puesta en 

práctica en cualquier parte donde los serbios creyeran que ellos tenían "el derecho" al 

territorio ocupado por no serbios, en el curso de la guerra, no menos de un millón de 

musulmanes de Bosnia fueron forzados a escapar de sus casas. 

En el curso de las limpiezas étnicas, los serbios también establecieron 

numerosos campos de detención, donde los no serbios fueron confinados a 

condiciones barbáricas además del hacinamiento y la poca alimentación, los internos 

con frecuencia eran torturados y a menudo asesinados. El abuso sexual contra 

mujeres musulmanas fue practicado en una forma extendida y sistemática por 

militares, paramilitares, y policía serbia. Esta práctica era relevante para el plan de 

“limpieza étnica”, no sólo debido al trauma psicológico y físico sufrido por las víctimas, 

sino también porque algunos segmentos de culturas musulmanas consideran a 
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mujeres violadas como "sucias e indeseables", de esta forma reducían su probabilidad 

de tener más hijos (2000, pág. s/p). A partir del momento en que la lucha estalló en 

Bosnia, la comunidad internacional estuvo presionada crecientemente por los medios 

de comunicación, además de la organización de derechos humanos internacional, esto 

con la única finalidad de que se diseñara una política para detener las limpiezas 

étnicas.  

La ONU jugo un papel central en los esfuerzos de la comunidad internacional 

para terminar este conflicto, de manera especial el CS actuó inmediatamente después 

de confirmar las violaciones masivas y sistemáticas del derecho internacional 

humanitario, por lo que en primera instancia se solicitó a las partes respetar de forma 

estricta los derechos violados, además de imponer sanciones económicas, se planteó 

establecer una operación para el mantenimiento de la paz con el objeto de propiciar 

que todas las partes resolvieran sus diferencias de manera pacífica. Se llevaba a cabo 

la Conferencia sobre Seguridad y Cooperación Europea para lograr una solución 

negociada, aunque los intentos de mantener la paz resultaron inoperantes al ser 

derribado un helicóptero de la misión de verificación de la Unión Europea (lo que hoy 

es la Comunidad Europea) por la fuerza aérea federal, lo que rompía con todo intento 

de resolver este conflicto por medios pacíficos.  

El 22 de febrero de 1993, el Consejo de Seguridad adoptó la resolución 808, en 

donde se califica la situación de la ex Yugoslavia como una amenaza a la paz y la 

seguridad internacional, decidiéndose a crear un tribunal internacional con la finalidad 

de poner fin a los crímenes cometidos y juzgar a las personas responsables de los 

mismos, y contribuir a la restauración y mantenimiento de la paz, por lo que el 

Estatuto del Tribunal Penal para la ex Yugoslavia fue adoptado el 25 de mayo de 1993 

como anexo a la resolución 827 del CS teniendo como objetivo principal perseguir a 

los responsables de las violaciones serias a ley internacional humanitaria, cometidos 

en el territorio de lo que hoy se conoce como la ex Yugoslavia (TRIAL, 2015, pág. s/p; 

Téllez Padrón, 2011, págs. 21-22; Barboza, 1999, pág. 34), en la misma resolución la 

República de Eslovenia, así como Croacia y Bosnia-Herzegovina fueron reconocidas 
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como Estados independientes por los miembros de la Comunidad Europea y fueron 

admitidos en la ONU (Shaw, 1997, pág. 142).  

Este conflicto que se inició como un enfrentamiento armado interno terminó 

como una pugna de índole Internacional, lo cual lo convierte en un antecedente directo 

para la Corte Penal Internacional, ya que el TPIY estableció diferentes criterios para 

considerar lo que es un conflicto armado interno o cuando estamos en presencia de 

un conflicto armado Internacional. 

Tales criterios fueron establecidos por el Tribunal de la ex Yugoslavia en el caso 

Tadic25, realizado en la cámara de apelaciones de 1999, en el cual se estableció el 

requisito del Derecho Internacional para atribuirle al Estado los actos realizados por 

los individuos cuando el Estado ejercita control sobre los mismos (Prosecutor v. Dusko 

Tadic, 1999, pág. 117). 

De acuerdo a lo descrito por el centro de información de la ONU, este tribunal 

cuenta con la importante misión de cumplir el objetivo de juzgar a los responsables de 

violentar el derecho humanitario internacional, además de procurar justicia a las 

víctimas, evitar crímenes futuros y contribuir a la restauración de la paz promoviendo 

la reconciliación en la ex Yugoslavia (CINU, 2003, pág. s/p). 

Las ofensas que se definen dentro del Estatuto, se dividen dentro cuatro 

conjuntos: Las violaciones graves de la Convención de Ginebra de 1949 (art. 2); las 

violaciones de las leyes de guerra (art. 3); crímenes de genocidio (art. 4) y crímenes 

contra la humanidad (art. 5). A la letra dicen: 

  

                                                           
25 Duško Tadić: fue una autoridad serbobosnia a quien se le formularon cargos por crímenes contra la humanidad, 
graves violaciones a los convenios de Ginebra, y a las prácticas convencionales de la guerra, por sus acciones en 
la región de Prijedor, incluido Omarsaka, Trnopolje y los campos de detención de Keraterm durante la guerra de 
Yugoslavia (WIKIPEDIA , 2014, pág. s/p) 
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Artículo 2: Infracciones graves a la Convención de Ginebra de 1949. 
El Tribunal Internacional está habilitado para perseguir a las personas que cometan o 

den la orden de cometer infracciones graves a la Convención de Ginebra del 12 de 

agosto de 1949, a saber, los siguientes actos dirigidos contra personas o bienes 

protegidos por los términos de las disposiciones de dicha Convención: 

a) El homicidio intencionado; 

b) La tortura o los tratamientos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos; 

c) Causar grandes sufrimientos intencionadamente, o atentar gravemente contra 

la integridad física o la salud; 

d) La destrucción y la apropiación de bienes no justificada por necesidades 

militares, ejecutadas de forma ilícita e innecesaria a gran escala; 

e) Obligar a un prisionero o a un civil a servir en las fuerzas armadas enemigas; 

f) Privar a un prisionero de guerra o a un civil de su derecho a ser juzgado de 

forma legítima e imparcial; 

g) La expulsión o el traslado ilegal de un civil o su detención ilegal; 

h) La toma de civiles como rehenes. 

 

Artículo 3: Violaciones de las leyes o prácticas de guerra   
El Tribunal Internacional tiene competencia para perseguir a las personas que cometan 

violaciones de las leyes o prácticas de guerra. Tales violaciones comprenden, sin que 

esto impida reconocerse otras, las siguientes: 

a) El empleo de armas tóxicas o de otras armas concebidas para causar 

sufrimientos inútiles; 

b) La destrucción sin motivo de ciudades y pueblos, o la devastación no justificada 

por exigencias militares; 

c) El ataque o los bombardeos, por cualquier medio, de ciudades, pueblos, 

viviendas o edificios no defendidos; 

d) La toma, destrucción o daño deliberado de edificios consagrados a la religión, 

a la beneficencia y a la enseñanza, a las artes y a las ciencias, a los 

monumentos históricos, a las obras de arte y a las obras de carácter científico; 

e) El pillaje de bienes públicos o privados. 

 

Artículo 4: Genocidio. 
1. El Tribunal Internacional tiene competencia para perseguir a las personas que 

hayan cometido genocidio, tal cual está definido en el párrafo 2 del presente 

artículo, o cualquiera de los actos enumerados en el párrafo 3 del presente artículo. 

2. Se entiende como genocidio cualquiera de los siguientes actos cometidos con la 

intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o 

religioso en cuanto a tal: 

a) Asesinato de miembros del grupo; 

b) Graves atentados contra la integridad física o psíquica de los miembros 

del grupo; 

c) Sometimiento intencionado del grupo a condiciones de existencia que 

conlleven su destrucción física total o parcial; 

d) Medidas para dificultar los nacimientos en el seno del grupo; 
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e) Traslados forzosos de niños del grupo a otro grupo. 

a. Los siguientes actos serán castigados: 

f) El genocidio; 

g) La colaboración para la comisión de genocidio; 

h) La incitación directa y pública a cometer genocidio; 

i) La tentativa de genocidio; 

j) La complicidad en el genocidio. 

 

Artículo 5: Crímenes contra la humanidad. 
El Tribunal Internacional está habilitado para juzgar a los presuntos responsables de 

los siguientes crímenes cuando éstos han sido cometidos en el curso de un conflicto 

armado, de carácter internacional o interno, y dirigidos contra cualquier población civil: 

a) Asesinato; 

b) Exterminación; 

c) Reducción a la servidumbre; 

d) Expulsión; 

e) Encarcelamiento; 

f) Tortura; 

g) Violaciones; 

h) Persecuciones por motivos políticos, raciales o religiosos; 

i) Otros actos inhumanos (CS, 1993, pág. s/p). 

La jurisdicción de este tribunal es realmente específica, ya que solo podrá 

conocer de los crímenes anteriormente mencionados desde 1991, que se hubieran 

cometido en el territorio de la ex-Yugoslavia, de la misma manera el Estatuto solo 

podrá ser aplicado a individuos y no a organizaciones, partidos políticos, entidades 

administrativas u entidades legales.  

Los subordinados que alegan obediencia debida, no son eximidos de pena, 

aunque dicho alegato puede considerarse como causa atenuante, en caso de los 

individuos con cargos de superiores son responsables de los actos cometidos por sus 

subordinados, en caso de conocerlos o si se encontraban en situación de conocerlos 

y no adoptaron medidas para impedirlos.  

El artículo 6 del Estatuto menciona que el TPIY cuenta con primacía sobre 

tribunales nacionales, pudiendo prorrogar la competencia del mismo si le es solicitado 

formalmente, en cuanto a las penas podrán ser de privación de libertad teniendo en 

cuenta la gravedad del delito y las circunstancias personales del condenado, a su vez 
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se podrá ordenar la devolución de los bienes e ingresos adquiridos por medios 

delictivos a los propietarios legítimos (Dorian, Gasser, & Bassiouni, 2009, pág. 68).  

Desde la creación del TPIY en noviembre de 2007, 108 procedimientos habían 

sido concluidos, 52 acusados habían sido sentenciados, 7 absueltos, 36 muertos o 

bien su acusación retirada, 13 remitidos a jurisdicciones nacionales. Dentro de la lista 

de acusados se encuentran miembros de las fuerzas armadas provenientes de todos 

los Estados implicados en el conflicto de la ex Yugoslavia, de todos los rangos 

jerárquicos así como civiles. Se debe resaltar que de acuerdo a la “estrategia de 

terminación del trabajo” definida en la resolución 1503 del 28 de agosto de 2003 y la 

resolución 1534 del 26 de marzo de 2004 del Consejo de Seguridad, el Tribunal 

terminaría desde finales de 2004 el conjunto de las investigaciones y debe acabar 

todos los procesos en el 2010, aún si no todos los principales responsables han sido 

capturados (DICC, 2006, pág. s/p). 

Gracias a este tribunal la comunidad internacional pudo resolver ciertas 

vicisitudes que se venían arrastrando desde la culminación de la SGM y todavía tiempo 

después de la culminación de los juicios de Núremberg, esto es:  

1. Los crímenes de lesa humanidad se definen por primera vez de manera 

clara y precisa, dicho concepto se encuentra contenido en el artículo 5 del 

Estatuto, lo cual se considera uno de los avances más trascendentes, ya 

que desde la SGM no se habían vivido sucesos tan terribles, es importante 

hacer mención que la definición contenida en el estatuto del Tribunal para la 

ex-Yugoslavia sirve como antecedente para el contenido del Estatuto de la 

CPI. 

2. Se establece la competencia que posee el TPIY, en lo que atañe a los 

crímenes cuando hayan sido cometidos contra la población civil durante un 

conflicto armado interno o internacional:  
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a. asesinato, exterminio, esclavitud, deportación, encarcelamiento, 

tortura, violación, persecución por motivos políticos, raciales o 

religiosos (Diaz & Gatti, 2002, pág. 13). 

3. Se instauró que la responsabilidad de las personas que son sometidas a 

juicio es individual, se encuentra establecido en la sentencia del 2 de octubre 

de 1995 del caso Tadic:  

“no tenemos dudas de que esas violaciones generan responsabilidad criminal 

individual, con independencia de que se hayan cometido en un conflicto armado 

interno o internacional” (ICRC, 2000, pág. s/p). 

Nótese que es este el momento cuando surge la responsabilidad 

internacional del individuo, en su aspecto de legitimación pasiva, es decir, como 

sujeto del Derecho Internacional que puede sufrir responsabilidad por un 

incumplimiento o violación a la normativa internacional. Recalcando que esta 

institución se venía arrastrando desde los Tribunales de Núremberg y Tokio (CS, 1993, 

pág. s/p). El estatuto establece:  

“el acusado tiene que estar consciente del acto de participación y consciente de que la 

misma tiene un efecto directo y sustancial en la comisión del crimen. La intención está 

fundada en el conocimiento, así, por ejemplo, sólo la presencia en la escena del crimen 

no es suficiente, si es una presencia ignorada o involuntaria; debe al menos 

demostrarse que el acusado sabía que su presencia tenía un efecto directo y sustancial 

en su comisión. Además, la complicidad requiere que el acusado tenga la intención de 

contribuir a la comisión del delito” (CS, 1993, pág. s/p). 

Lo anterior se observa en el caso Blaskic26, el cual permitió al tribunal vislumbrar 

que la responsabilidad penal individual recae, no sólo sobre quienes hayan cometido 

los crímenes, sino también sobre quien sin haber participado en la ejecución, los 

planeó o ayudó a plantearlos, prepararlos o ejecutarlos. La orden de llevar a cabo el 

crimen no necesariamente ha de ser una orden escrita sino que puede ser implícita, 

tipificándose esta responsabilidad por la mera intención del superior sin que sea 

relevante al respecto la conducta del subordinado (Sommer, 2007, pág. 285). 

                                                           
26 Tihomir Blaškić: fue un oficial bosniocroata del ejército del Consejo Croata de Defensa, condenado por crímenes 
de guerra por el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (WIKIPEDIA , 2015, pág. s/p). 
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3.1.4.2 Tribunal Penal Internacional para Rwanda  

El origen de este Tribunal como el de los anteriores es resultado de una serie de 

abusos y violaciones en contra de la población civil, las cuales se entiende que van en 

contra de las leyes y costumbres internacionales, lo que provoca la necesaria creación 

de organismos jurisdiccionales encargados de hacer justicia a las víctimas, además de 

reinstaurar la paz de los países en conflicto. 

El primer Tribunal que se creó por medio del CS de la ONU fue el TPIY, el 

segundo fue creado en 1994 y se le denomino, Tribunal Penal Internacional para el 

enjuiciamiento de los presuntos responsables de genocidio y otras violaciones graves 

del derecho internacional humanitario cometidas en el territorio de Ruanda y a 

ciudadanos de Ruanda responsables de genocidio y otras violaciones de esa 

naturaleza cometidas en el territorio de Estados vecinos entre el 1° de enero de 1994 

y el 31 de diciembre de 1994 (CSONU, 1994, pág. s/p), en delante “el Tribunal Penal 

Internacional para Rwanda" (TPIR),  

Este conflicto se suscitó por la lucha armada interna, en la que se desintegra la 

administración estatal del país, dando como resultado matanzas de carácter masivo 

de casi medio millón de ruandenses en abril y mayo de 1994, por lo que el CS mediante 

informe solicitado por resoluciones 912 y 918 de 1994, se enteró de la magnitud de la 

calamidad humanitaria, por lo que resuelve actuar en virtud del Capítulo VII de la Carta 

de Naciones Unidas y con la experiencia de la creación del Tribunal para la ex 

Yugoslavia decidió crear también mediante resolución 955 / 1994 un Tribunal Penal 

Internacional para Rwanda con sede en Arusha, Tanzania (Abogacía General del 

Estado, Dirección del Servicio Jurídico del Estado, 2000, pág. 292). 

El TPIR fue constituido siguiendo los criterios marcados por el TPIY, por lo cual 

su estructura y funcionamiento son muy similares en esencia, por ejemplo es 

competente para juzgar los hechos constitutivos de genocidio y de crímenes contra la 

humanidad, los definen de igual forma, sus mayores disimilitudes radican en que los 

actos ocurridos en Ruanda no ocurrieron en el marco de una guerra strictusensu, 

significa que no hubo un conflicto entre dos Estados soberanos, sino un conflicto 
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interno, de modo que el CS en lugar de referirse a las infracciones graves cometidas 

en contra de los Convenios de Ginebra de 1949 y a las leyes y costumbres de la guerra, 

tuvo que fundamentarse en las violaciones contenidas en el artículo 3 común a los 

Convenios de Ginebra y al Protocolo adicional II, ya que en estos se contemplan los 

conflictos armados internos (DICC, 2006, pág. s/p).  

Es importante hacer mención, que a pesar de que la mayor parte de las 

atrocidades se cometieron en el marco de un conflicto interno, la situación tuvo 

importantes implicaciones internacionales en los países limítrofes, por la gran 

recepción que tuvieron de refugiados, lo cual se interpretó por las naciones unidas 

como una grave amenaza para la paz mundial. El Consejo de Seguridad afirmó su 

convicción que el procesamiento de personas responsables de las graves violaciones 

a la ley Internacional Humanitaria en Ruanda perseguía un número de objetivos. Los 

cuales fueron identificados como: 

­ Llevar ante la justicia a aquellos responsables de genocidio en Ruanda; 

­ Contribuir al proceso de reconciliación nacional; 

­ La restauración y mantenimiento de la paz en Ruanda y la región de los Grandes 

Lagos de África en general; 

­ Evitar futuras violaciones y lograr, eficazmente, la reparación de las violaciones 

que se han cometido (Sheldon, 2005, págs. 547-548). 

El Tribunal desempeña un papel importante, aunque no exclusivo, en la 

promoción de la responsabilidad de los autores de genocidio. El gobierno de Ruanda, 

por su parte, ha incapacitado más de 80.000 sospechosos y provisionalmente liberado 

otros 30.000. Tiene la intención de procesar a estas personas a través de juicios 

nacionales o por medio tradicional de solución de conflictos (gacaca27). 

Aproximadamente 6.500 personas hasta ahora han sido condenados por delitos 

                                                           
27 La corte gacaca (pronunciado "gachacha") es parte del sistema comunitario de justicia inspirado desde la 
antigüedad y establecido en 2001 en Ruanda, encuadrado dentro del genocidio ruandés, cuando entre 400.000 y 
1.000.000 de ruandeses, en su mayoría de la etnia Tutsi, fueron asesinados (WIKIPEDIA , 2014, pág. s/p).  



 

 100 

relacionados al genocidio en los tribunales nacionales de Ruanda, algunos de los 

autores han sido procesados en el extranjero, como Bélgica y Suiza solo por 

mencionar.  

El primer juicio fue el del periodista Hassan Ngeze28, comenzó en enero de 1997 

y para mediados del año 2000 el número de condenados ascendía a una cincuentena, 

un volumen muy reducido teniendo en cuenta la magnitud de la tragedia juzgada. Tal 

como se define en las resoluciones 1503 y 1534 del CS, el Tribunal habría tenido que 

concluir todas las investigaciones a final de 2004, a finales de 2008 debía completar 

todos los juicios de primera instancia y para 2010 debía concluir todo su trabajo. Dichos 

objetivos deben ser cumplidos aún si cualquier de los principales sospechosos aún no 

han sido arrestados (Sheldon, 2005, pág. 548; Totten & Bartrop, 2008, pág. 222). 

El TPIR ha sido inspiración y plataforma para el Tribunal Especial para la Sierra 

Leona, los tribunales híbridos internacionales/ nacionales en Timor Oriental y cámaras 

extraordinarias contempladas para Camboya (Sheldon, 2005, pág. 547), en conclusión 

el TPIR ha tenido gran influencia en el Derecho Internacional Humanitario, por ejemplo 

el tribunal amplió la jurisprudencia sobre genocidio, ya que juzgó, que el delito de 

violación en adelante debería considerarse dentro de un marco jurídico general de 

crímenes de lesa humanidad y genocidio.  

Otros precedentes establecidos por el Tribunal, surgieron durante el primer 

enjuiciamiento contra el ex primer ministro ruandés Jean Kambanda, que se declaró 

culpable del delito de genocidio siendo el primer acusado en hacerlo, entre todos los 

escenarios internacionales además de ser el primer jefe de gobierno en ser condenado 

por este delito, el primer juicio específicamente de genocidio (exitoso) fue el del ex 

alcalde de la localidad ruandesa de Taba en 1998 (Totten & Bartrop, 2008, pág. 222). 

Estos Tribunales Internacionales se pensaron, con la finalidad de complementar 

las funciones que originalmente les correspondía a los Tribunales nacionales, lo que 

                                                           
28 Hassan Ngeze: es un periodista rwandés, mejor conocido por difundir propaganda anti-tutsi, así como la 
superioridad del pueblo hutu a través de su periódico Kangura. se conoce por ayudar a incitar al genocidio en 
Rwanda (WIKIPEDIA, 2015, pág. s/p). 
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obligo a las autoridades internas a cooperar con las autoridades internacionales en 

diferentes planos, yendo desde el policial hasta el penitenciario, estos tribuales no 

contarían con criterios discriminatorios afectados por el poder político (Remiro Brotóns, 

1997, pág. 1003), además de que al cumplirse el objetivo para el cual fueron creados 

los tribunales ex post facto29 expiraran, es decir al realizarse el enjuiciamiento de 

dichos crímenes desaparecerían, debe entenderse también que se juzgan crímenes 

cometidos en un ámbito histórico concreto, por lo tanto una jurisdicción de tales 

características no justificaba la creación de un nuevo sujeto de derecho internacional 

(Diez de Velasco, 2003, pág. 414).  

Dichos Tribunales fueron los primeros en responsabilizar a individuos por 

crímenes de guerra y de lesa humanidad, desde los procesos de Núremberg y Tokio, 

así como los primeros en declarar culpables de crímenes de genocidio, asimismo son 

creados por el CS30 quien por primera vez amplio su competencia para la creación de 

estos Tribunales y no por países vencedores. Ambos Tribunales responden a un 

modelo de justicia retributiva, dejando de lado la parte restaurativa, sin posibilidad por 

tanto de ocuparse de la reparación de daños a víctimas. Es menester aclarar que estos 

tribunales son de carácter Temporal a pesar de tener veinte años de operación. Si bien 

estos Tribunales han resultado eficaces para juzgar a criminales de guerra como 

Karadžić31 y Mladić32, el deseo de la comunidad internacional de establecer un tribunal 

penal universal de carácter permanente se materializo hasta 1998, resaltando que la 

creación de estos dos Tribunales se dio paralelamente a los trabajos de la Comisión 

de Derecho Internacional para establecer la Corte Penal Internacional permanente 

(Solaesa, 2012, págs. 16-25).  

                                                           
29 ex post facto: Locución latina que significa: posterior al hecho (Universidad Arturo Michelena, 2008, pág. s/p). 
30 La legitimidad en la creación de estos Tribunales se fundamenta en el Capítulo VII, art. 41, ampliado con el art 
29, ambos de la Carta de las Naciones Unidas (ONU, 1945, págs. 143 y 145-147) 
31 Radovan Karadžić: ex político serbobosnio, que ocupó el cargo de presidente de la República Srpska entre 1992 
y 1996. Está acusado de genocidio, crímenes de guerra y otros cargos por el TPIY, delitos cometidos durante la 
guerra de Bosnia (WIKIPEDIA, 2015, pág. s/p).  
32 Ratko Mladić: fue el jefe de Estado Mayor del Ejército de la República Srpska, durante la Guerra de Bosnia, 
entre 1992 y 1995. Acusado de crímenes de guerra y genocidio por el TPIY (WIKIPEDIA, 2015, pág. s/p). 
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3.2 La Corte Penal Internacional 
La Corte Penal Internacional es uno de los órganos internacionales más 

trascendentales de los últimos años, por lo cual es vital para esta investigación el saber 

¿qué es?, ¿Cuál es su estructura?, ¿Cómo funciona? ¿Cuál es su procedimiento, su 

jurisdicción y competencia?, con esto se pretende conocer más afondo a la Corte 

Penal Internacional. Para lograr lo anterior es necesario un análisis exhaustivo del 

Estatuto Roma, ya que, en sus líneas se abarcan importantes cuestiones que van 

desde la personalidad jurídica de la Corte, estructura y funcionamiento, el cómo se 

nombran a los magistrados que la presiden, los crímenes objeto de su competencia, 

el procedimiento, la responsabilidad penal individual, las garantías judiciales 

reconocidas a los indiciados, las investigaciones, la cooperación internacional y la 

asistencia judicial, las penas aplicables, la ejecución de las sentencias; en conclusión 

dicho documento contiene en sí mismo las principales características de la Corte, los 

cuales se abordaran en apartados subsecuentes. 

3.2.1 El proceso para crear la Corte Penal Internacional  

Como hemos podido observar la Corte Penal Internacional (CPI) ha tenido un proceso 

evolutivo de larga data33, esto por la necesidad mundial de establecer un organismo 

jurisdiccional de carácter permanente, que tenga como objetivo investigar y juzgar las 

violaciones al derecho internacional u otras infracciones sancionadas por tratados 

internacionales (Pacheco Gallardo, 2004, pág. 67).  

Como se mencionó en el apartado sobre el TN, la ONU encomendó a la 

Comisión de Derecho Internacional, que ordenara los principios del derecho 

internacional reconocidos por el estatuto y las sentencias del Tribunal Internacional de 

Núremberg, al mismo tiempo que se le encomendaba la creación de un Código de 

Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad (1948).  

En 1954 de nueva cuenta la Comisión de Derecho Internacional presento ante 

la Asamblea General de las Naciones Unidas un proyecto sobre un organismo de 

índole judicial de carácter permanente e internacional, el cual se vio frustrado por el 

inicio de la guerra fría, en dicho acontecimiento histórico se vieron involucradas dos 

                                                           
33 Larga data: Tiempo antiguo o remoto. (RAE, 2014, pág. s/p) 



 

 103 

potencias mundiales los Estados Unidos de Norte América (U.S.A.) y la Unión 

Soviética (U.R.S.S.), ambas potencias se negaron a apoyar y firmar el proyecto, al 

percatarse de que este nuevo organismo podría sancionarlos por los crímenes 

cometidos en sus misiones internacionales.  

A pesar de la creación de infinidad de propuestas y proyectos para la creación 

de un Tribunal de competencia universal, toda labor resulto infructuosa hasta 1989, 

año en que se reactivó y encomendó de nueva cuenta a la Comisión de Derecho 

Internacional los estudios tendientes al establecimiento del tan anhelado Tribunal, en 

1994 ya elaborado el Estatuto la comisión recomendó a la asamblea convocar a una 

Conferencia de plenipotenciarios para negociar un tratado para la adopción del 

Estatuto, aunque gracias a los conflictos armados en la ex-Yugoslavia y Ruanda de 

nueva cuenta se estancó el proyecto, es importante recordar que para los caso de la 

ex Yugoslavia y Ruanda es el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas quien 

mediante las resoluciones 808 de 1993 y 955 de 1994, crea los Tribunales ad hoc 

encargados de dirimir y sancionar los conflictos llevados a cabo en ambos territorios, 

es por lo que la actual CPI no tiene competencia para conocer de estos casos; como 

se irá desarrollando la Corte cuenta con la capacidad jurídica para conocer y enjuiciar 

los actos considerados como graves para la comunidad internacional, que hayan sido 

cometidos después de su creación, no antes. (Lopez & Orellana, 2008, págs. 38-39). 

La Asamblea General de las Naciones Unidas estableció de nueva cuenta en el 

año de 1995 un comité preparatorio de carácter abierto para todos los miembros de 

las Naciones Unidas así como agencias especializadas a fin de elaborar el texto 

definitivo la Corte Penal Internacional; en 1996 la Asamblea convoca a los Estados 

para la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios, el objetivo de esta seria que el 

texto creado en 1995 fuese adoptado como tratado.  

Finalmente después de tantos años es el 17 de junio de 1998, con 120 votos a 

favor, 7 en contra (entre los cuales se encuentran Estados Unidos, Libia, Irak, Israel, 

India, China y Qatar) y 33 abstenciones (Infante Caffi, 2002, pág. 269), se adopta el 

Estatuto de Roma; acogido el presente estatuto se inició con los preparativos para que 

entrara en vigor el 1 de julio de 2002. 
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De esta forma se estableció la Corte Penal Internacional, la cual en palabras de 

Julio Barboza (1999, pág. 135), ha sido un hito de relevancia en el avance del derecho 

de gentes, en la busca de la responsabilidad de los individuos que han cometido delitos 

en contra de la humanidad, conteniéndose en el Estatuto Roma las garantías legales 

y procesales del Derecho Penal moderno. Suponiendo que con la creación de la CPI 

la cultura de impunidad existente hasta el momento en materia internacional, se 

sustituiría por una cultura de responsabilidad, esto daría como resultado una mejoría 

en la represión de los crímenes internacionales.  

3.2.2 El Estatuto Roma, Naturaleza Jurídica. 

El Estatuto de Roma (ER), es uno de los documentos que marca un hito en la historia 

del Derecho Internacional, esto por el alto número de Estados que se pronunciaron a 

su favor, estos países aceptaron estar bajo un régimen en el que es posible ser 

sometidos a juicio y no solo el Estado, si no también gobernantes o población civil 

(Silva, 2003, pág. 280), lo anterior significa que dicho documento sienta las bases 

reales de un Derecho Penal Supranacional. 

En este punto se puede comenzar a hablar de la posible creación de un sistema 

de justicia penal universal internacional, esto sería que la comunidad internacional 

adopte un instrumento penal de aplicación universal que regule la procuración de la 

impartición de justicia en un “MUNDO SIN FRONTERAS”, en el cual se agrupen todos 

los tipos penales aplicables en todas y cada una de las naciones del orbe, ciertamente 

es una utopía; para el caso de nuestro objeto de estudio esto facilitaría enormemente 

la investigación y penalización del delito de trata de personas. 

El ER debemos considerarlo como el antecedente directo de la justicia 

universal, que tiene como base fundamental hacer respetar los derechos humanos, 

consta de 128 artículos evidencia de un documento que ha pasado por años de 

maduración, así como de diversidad de presiones que van desde civiles, gobernantes, 

hasta de diferentes órganos no gubernamentales (como lo es el Comité Internacional 

de la Cruz Roja, institución garante del derecho internacional humanitario), este escrito 

recoge la visión de numerosos juristas y diplomáticos, de toda la comunidad 

internacional, donde se plasmaron las coincidencias básicas los denominadores 



 

 105 

elementales que emergieron de entre las negociaciones de los países representantes 

de las más divergentes culturas jurídicas e intereses políticos. En palabras del Jurista 

Ricardo Favarotto:  

… “el ER constituye no solo el resultado normativo (imperfecto, pero fecundo) del 

dialogo cultural y político entre las naciones… es una muestra de tolerancia y respeto 

por la diversidad… soporte jurídico de la Corte Penal Internacional”… (2009, pág. 80). 

De lo anterior se entiende que el Estatuto de Roma creador de la CPI no es una 

obra de la que se pueda realzar su sistematicidad, su armonía, ni mucho menos su 

coherencia dogmática, el logro inicial es que se haya aprobado; pues basta con 

pensar en las muy contrastantes perspectivas existentes de naciones adscriptas al 

sistema angloamericano common law, respecto de otras enraizadas en el derecho 

continoeuropeo civil law, además de las tradiciones jurídicas de los países que 

conforman la Liga Árabe; esto para poder solucionar conflictos que de otra forma 

hubiesen sido insuperables. 

El ER es el documento que otorga la naturaleza jurídica a la Corte Penal 

Internacional, para entender lo anterior se debe aclarar que la naturaleza jurídica es 

aquella causa u origen (Martinez & Fernandez, 2010, pág. s/p), para el Derecho es 

que o como se da el origen de un organismo jurisdiccional, alguna ley o código, 

entonces la naturaleza jurídica de la CPI radica en un tratado internacional mejor 

conocido como Estatuto Roma, al ser este documento por medio del cual se le da 

origen a la Corte Penal Internacional.  

Dicho Estatuto forma parte de la legislación internacional y es una síntesis de 

dos procesos que se desarrollaron en el seno de la Organización de las Naciones 

Unidas a partir de 1974, las cuales son: la elaboración de un catálogo de crímenes 

contra la paz y la seguridad internacionales, y la creación de un estatuto para 

crear una corte penal internacional. 

Dicho Estatuto regula el establecimiento de la CPI, su estructura y 

funcionamiento, a grandes rasgos se compone de la siguiente manera (ONU, 2002, 

págs. 3-66):  
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 Preámbulo 

 Parte I: Del establecimiento de la Corte (artículos 1-4) 

Se refiere al establecimiento de la Corte y su relación con la ONU. La Corte es 

establecida sobre la base de un tratado y su sede estará en la Haya, Holanda. 

La relación de la CPI con la ONU se basa sobre el acuerdo negociado durante 

las sesiones de la Comisión Preparatoria y la Asamblea de los Estados Partes. 

 Parte II: De la competencia, la admisibilidad y el derecho aplicable (5-21) 

Corresponde a los crímenes de competencia de la CPI, el papel del CS, la 

admisibilidad de los casos y el derecho aplicable para los casos que lleguen a 

la CPI. 

Inicialmente, la Corte ejercerá su competencia sobre los crímenes de guerra, el 

genocidio y los crímenes de lesa humanidad. Adicionalmente, la CPI ejercerá 

su competencia respecto al crimen de agresión una vez que se acuerde sobre 

una definición de este crimen. Asimismo, establece el principio de 

complementariedad, en virtud del cual la Corte sólo ejercerá su competencia 

cuando los Estados que normalmente tienen competencia nacional no puedan 

o no tengan la voluntad de ejercerla. 

 Parte III: De los principios generales de derecho penal (22-33) 

Se refiere a los principios del derecho penal tomados de los diferentes sistemas 

jurídicos existentes con el objetivo de proporcionar todas las garantías del 

debido proceso a los acusados. Esta sección plantea el principio de 

irretroactividad por medio del cual la Corte no tendrá competencia respecto de 

conductas cometidas antes de la entrada en vigor del Estatuto (1 de julio de 

2002).  

Reconoce el principio de responsabilidad penal individual, que hace posible 

juzgar a los individuos por graves violaciones al derecho internacional, que son 

declaradas imprescriptibles. Esta parte, además, se ocupa de la 

responsabilidad de los líderes por acciones de sus subordinados, la edad de la 

responsabilidad penal internacional y la responsabilidad individual sea por una 

acción u omisión. 
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 Parte IV: De la Composición y administración de la corte (34-52) 

Detalla la estructura de la Corte así como las condiciones e independencia e los 

magistrados. 

La Corte estará compuesta por la Presidencia, una Sección de Apelaciones, 

una Sección de Primera Instancia, una Sección de Cuestiones Preliminares, la 

Fiscalía y la Secretaría, asimismo, establece que 18 magistrados serán elegidos 

por la Asamblea de los Estados Partes por un periodo de nueve años. Ellos 

deben reunir las condiciones profesionales y personales requeridas en el campo 

del derecho penal y el derecho internacional. La composición de la Corte 

reflejará un equilibrio adecuado entre los diferentes sistemas jurídicos del 

mundo, regiones geográficas y la igualdad de género. 

 Parte V: De la investigación y el enjuiciamiento (53-61) 

Se ocupa de la investigación de los crímenes alegados y el proceso por el cual 

el Fiscal puede iniciar y llevar a cabo las investigaciones. Además, define los 

derechos de los individuos acusados de un crimen ante la Corte. 

 Parte VI: Del Juicio (62-76) 

Trata de los procedimientos del juicio, el tema de la presencia de los acusados 

durante el juicio, la declaración de culpabilidad, los derechos y la protección del 

acusado. El Estatuto establece que “se presumirá que toda persona es inocente 

mientras no se pruebe su culpabilidad de conformidad con el derecho”. Esta 

sección dispone además el establecimiento de una dependencia de Víctimas y 

Testigos y la capacidad de la Corte para determinar la magnitud de los daños y 

ordenar a una persona declarada culpable efectuar una reparación a las 

víctimas. 

 Parte VII: De las Penas (77- 80) 

Abarca las penas aplicables para las personas declaradas culpables de un 

crimen por la Corte, que incluye: la reclusión a perpetuidad, la reclusión por un 

número determinado de años y las multas, entre otras penas. La Corte excluye 

la pena de muerte. Esta parte establece además el Fondo Fiduciario para 

beneficio de las víctimas de crímenes de competencia de la Corte así como de 

sus familias. 
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 Parte VIII: De la Apelación y la revisión (81-85) 

Incluye la apelación de la sentencia o de la pena, los procedimientos de 

apelación, la revisión del fallo condenatorio o de la pena y la indemnización del 

sospechoso, acusado o condenado. El Estatuto establece que cualquier 

persona arrestada, detenida o declarada culpable de manera equivocada tiene 

derecho a ser indemnizada. Adicionalmente, establece que procederá una 

apelación ante la Corte si la imparcialidad de los procedimientos fuera afectada. 

 Parte IX: De la cooperación internacional y la asistencia judicial (86-102) 

Se refiere a la cooperación internacional y la asistencia judicial entre los Estados 

y la Corte, esto incluye la entrega de personas a la Corte, la capacidad de la 

Corte para efectuar arrestos provisionales y la responsabilidad del Estado para 

cubrir los gastos relacionados a las solicitudes de la CPI. 

 Parte X: De la ejecución de la pena (103-111) 

Incluye el reconocimiento de las penas, el rol de los Estados en su ejecución, el 

traslado de la persona una vez cumplida la pena, la libertad bajo palabra y la 

conmutación de las penas, en esta parte se contempla igualmente la posibilidad 

de que cuando una persona condenada a prisión perpetua haya cumplido 25 

años de condena o cuando haya cumplido las dos terceras partes de la pena, 

solicite la revisión de la pena por la Corte. 

 Parte XI: De la Asamblea de los Estados Partes (112) 

Establece la Asamblea de los Estados Partes, formada por un representante de 

cada Estado Parte para supervisar el actuar de los diferentes órganos de la 

Corte, determinar el presupuesto, informes y actividades de la Mesa de la 

Asamblea. Se establece que cada representante tendrá un voto y las decisiones 

serán alcanzadas ya sea por consenso o alguna forma de votación por mayoría. 

La Asamblea de los Estados Partes tendrá además el poder para adoptar o 

realizar enmiendas a los proyectos de texto de las Reglas de Procedimiento y 

Prueba y los Elementos del Crimen. 
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 Parte XII: De la financiación (113-118) 

Establece que el fondo general para el funcionamiento de la Corte provendrá 

de tres fuentes: (a) prorrateo de contribuciones de los Estados Partes; (b) 

fondos proporcionados por las Naciones Unidas; y (c) contribuciones 

voluntarias de gobiernos, organizaciones internacionales, particulares, 

sociedades y otras entidades. 

 Parte XIII: Cláusulas finales (119-128) 

Hace referencia a la solución de controversias, las reservas y enmiendas al 

Estatuto; así como a la ratificación. Esta parte establece que no se admitirán 

reservas al Estatuto y que siete años después de su entrada en vigor, cualquier 

Estado Parte puede proponer enmiendas al Estatuto durante una Conferencia 

de Revisión. El Estatuto permite a los Estado Parte denunciar el tratado 

mediante notificación por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas 

(Rosa, 2003, pág. 85; Dobovsek, 2004, pág. 33). 

Ahora bien puede entenderse que el Estatuto es un sistema de aplicación 

directa del derecho penal internacional, puesto que en un solo cuerpo jurídico se 

sientan sus bases de aplicación, como un sistema completo de normas de contenido 

tanto material como formal. Es por eso que este tratado de 128 artículos constituye un 

verdadero sistema normativo del Derecho Internacional Penal. 

Lo anterior debe permitir comprender que tanto el Estatuto Roma como la Corte 

Penal Internacional son un mismo ente, esa institución judicial internacional única, la 

cual cuenta con jurisdicción sobre los crímenes más graves de trascendencia 

internacional, la cual pretende que al castigar a las personas que cometan esos 

crímenes se contribuya a impedirlos, y fomentar de esta manera la paz, la seguridad 

internacionales y al respeto por la justicia internacional.  
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3.2.3 ¿Qué es la Corte Penal Internacional?  

Gracias a lo anterior es posible ir entendiendo que es la CPI, conocer su concepto es 

importante para de aquí poder partir hacia su estructura y funcionamiento, para lograr 

esto es necesario citar el artículo primero del ER, el cual servirá como punto de partida, 

a la letra dice: 

“…La Corte será una institución permanente, estará facultada para ejercer su 

jurisdicción sobre personas respecto de los crímenes más graves de trascendencia 

internacional de conformidad con el presente Estatuto y tendrá carácter 

complementario de las jurisdicciones penales nacionales. La competencia y el 

funcionamiento de la Corte se regirán por las disposiciones del presente Estatuto" 

(ONU, 2002, pág. 3). 

Se observa que la CPI se convierte en una garantía para que los actos delictivos 

perpetrados en diferentes Estados que no hayan sido juzgados por las autoridades 

competentes o no se hayan seguido los principios procesales, no queden impunes; a 

su vez es un instrumento útil para la paz y la seguridad internacionales, porque sus 

efectos jurídicos pretenden disuadir a quienes pretendan cometer esta clase de 

crímenes.  

La coalición por la Corte penal Internacional por sus siglas en ingles ICCNOW, 

genera su propio concepto el cual retoma algunos elementos del ya citado, quedando 

de la siguiente manera: la CPI es la primera corte permanente, independiente, con 

la capacidad de investigar y llevar ante la justicia a quienes cometan las 

violaciones más graves en contra del derecho internacional humanitario 

(ICCNOW, 2012, pág. 1).  

Es importante recalcar la simplicidad de este concepto, con el cual se resaltan 

sus funciones principales, objetivo, principios y visión de la Corte, permitiendo que la 

población en general y no solo los especialistas entiendan que es la CPI. Divulgando 

un concepto como este podría ayudar a la publicidad de la justicia internacional, como 

un medio accesible para los particulares (esto sería funcional para cualquier organismo 

judicial internacional).  
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Considerando los dos conceptos anteriores podemos recalcar que la Corte 

Penal Internacional es: un tribunal permanente, con vocación universal, de carácter 

complementario respecto a las jurisdicciones nacionales, y con competencia para 

juzgar e investigar a los individuos presuntamente responsables de haber cometido los 

crímenes más graves contra la humanidad (genocidio, crímenes de lesa humanidad y 

crímenes de guerra) y llevarlos ante la justicia. Ahora bien la importancia de contar con 

un concepto es que a partir de este se pueden obtener algunas de las características 

que distinguen a La Corte Penal Internacional (Angarita Piña, 1999, pág. s/p; ONU, 

2002, págs. 3-66):  

a) La Corte, es un órgano jurisdiccional internacional colegiado, para 

entender esta pequeña línea es necesario retomar algunos aspectos de su 

creación, es un órgano jurisdiccional, ya que su finalidad es el juzgar los 

crímenes que constituyen una amenaza para la paz, la seguridad y el 

bienestar de la humanidad, de competencia internacional al ser creada por 

la comunidad internacional y estar ratificada por diferentes Estados, se debe 

anexar a lo anterior el hecho de que la comunidad internacional crea a la 

Corte Penal Internacional al considerar necesario la instauración de un 

organismo judicial que garantizara la justicia internacional, se anexa a lo 

anterior que la Corte se estructura de manera colegiada, esto es que está 

conformada por pluralidad de jueces y su importancia radica en el número 

de jueces que resuelven el asunto controvertido. La estructura y funciones 

de la CPI se desglosara más adelante.  

b) Es permanente y tiene una competencia inherente, la Corte a diferencia 

de los tribunales ad hoc es una institución permanente, lo anterior significa 

que sin importar el paso del tiempo, o de los sucesos que acontezcan no 

perderá caducidad o dejara de existir, esto tiene ventajas evidentes por 

ejemplo: su existencia contribuirá a que los crímenes sometidos a su 

jurisdicción no queden impunes y puede ser un elemento de disuasión a la 

hora de cometerlos, además la existencia de un tribunal permanente es más 

justa y equitativa que la creación de tribunales ad hoc, pues que éstos se 
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originen responde a una decisión política del Consejo de Seguridad de la 

ONU, y si no existe voluntad de crearlos seguirán quedando impunes 

determinados crímenes internacionales, además de lo anterior los tribunales 

ad hoc tienen como característica que su existencia se limita a un 

determinado tiempo y a un determinado lugar, a diferencia de la CPI que su 

existencia es ilimitada y su competencia es mundial, dicha característica se 

encuentra plasmada en el artículo 1° del Estatuto de Roma, el cual señala:  

“Se instituye por el presente una Corte Penal Internacional ("la Corte"). 

La Corte será una institución permanente, estará facultada para ejercer 

su jurisdicción sobre personas respecto de los crímenes más graves de 

trascendencia internacional de conformidad con el presente Estatuto...” 

(ONU, 2002, pág. 3). 

Continuando con el inciso debe entenderse por competencia inherente que 

después de que un Estado haya aceptado la competencia de la CPI, esta no 

necesitara de una autorización o aceptación de dicho Estado para proceder 

judicialmente, esto toda vez que exista un caso en estado de investigación. 

Una de las problemáticas con las cuales debe lidiar la CPI es el hecho de 

que tiene graves dificultades para juzgar crímenes internacionales 

cometidos en el territorio de Estados que no son parte de su Estatuto o por 

nacionales de estos Estados. 

c) Se pronuncia sobre responsabilidad individual, esto es que solo cuenta 

con competencia para juzgar a personas naturales y no ha Estados, ni 

organizaciones, de la misma forma no tendrá competencia para juzgar a 

personas que al momento de la comisión del crimen fueran menores de 

edad.  

El Estatuto de la Corte será aplicado por igual a todos los individuos sin 

distinción alguna, resultante del desempeño de algún cargo oficial, esto es, 

que la condición de agente estatal del acusado no influirá de ninguna forma 

en el enjuiciamiento de las personas, ni tampoco se tendrá en cuenta para 

la reducción de la pena, asimismo la inmunidad y los procedimientos 

especiales inherentes al cargo, no serán obstáculo para que la CPI ejerza 

su competencia. 
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Es importante aclarar brevemente que para que exista responsabilidad 

penal individual, la persona debe actuar con intensión y conocimiento de 

los elementos materiales del crimen. Esta responsabilidad se da 

independientemente de que el crimen sea cometido individualmente, 

conjuntamente con otro o por intermedio de otro, e independientemente de 

que la persona en cuestión lo haya ordenado, propuesto o inducido, 

instigado, facilitado o contribuido eficazmente a la comisión del crimen, 

independientemente de que se haya consumado el crimen o solamente se 

haya tratado de una tentativa.  

Lo anterior se encuentra contenido en el artículo 27, del Estatuto Roma que 

a continuación se cita:  

“El presente Estatuto será aplicable por igual a todos sin distinción 

alguna basada en el cargo oficial. En particular, el cargo oficial de una 

persona, sea Jefe de Estado o de Gobierno, miembro de un gobierno o 

parlamento, representante elegido o funcionario de gobierno, en ningún 

caso la eximirá de responsabilidad penal ni constituirá per se motivó para 

reducir la pena. 

…Las inmunidades y las normas de procedimiento especiales que 

conlleve el cargo oficial de una persona, con arreglo al derecho interno 

o al derecho internacional, no obstarán para que la Corte ejerza su 

competencia sobre ella” (ídem, 2002, pág. 17). 

Esta característica la diferencia sustancialmente de la Corte Internacional de 

Justicia, la cual conoce y resuelve conflictos entre Estados. 

d) Es Especializada, la CPI solamente es competente para juzgar 

determinados delitos que son los considerados graves para la comunidad 

internacional. El Estatuto contiene un Código de Crímenes claramente 

tipificados, se encuentran en su artículo 5 que a la letra dice:  

“La competencia de la Corte se limitará a los crímenes más graves de 

trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto. La Corte 

tendrá competencia, de conformidad con el presente Estatuto, respecto 

de los siguientes crímenes:  

a) El crimen de genocidio;  

b) Los crímenes de lesa humanidad;  
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c) Los crímenes de guerra;  

d) El crimen de agresión.  

La Corte ejercerá competencia respecto del crimen de agresión una vez 

que se apruebe una disposición de conformidad con los artículos 121 y 

123 en que se defina el crimen y se enuncien las condiciones en las 

cuales lo hará. Esa disposición será compatible con las disposiciones 

pertinentes de la Carta de las Naciones Unidas” (ídem, 2002, pág. 4).   

Es importante recalcar que dichos crímenes competencia de la CPI no 

prescribirán, no obstante, se aplicara el principio de irretroactividad de la 

norma y a su vez que se le garantizan a los inculpados todas las garantías 

judiciales establecidas en el derecho.  

Angarita Piña, menciona como algunos crímenes como lo es tráfico de 

estupefacientes y de terrorismo (la trata de personas como ya se mención 

está considerada dentro de la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito (UNODC), por lo tanto es un delito de esta índole), no han 

sido incluidos dentro de la competencia de la CPI, aunque diversos países 

ejercieron presiones para lograrlo. La justificación dada es las 

complicaciones tanto teóricas, como prácticas que conlleva la tipificación de 

estos delitos, lo cual puede dar lugar a excesos, estos podrán ser anexados 

con posterioridad mediante enmienda al Estatuto Roma (1999, pág. s/p).  

e) Es complementaria de los tribunales nacionales, la CPI no sustituye de 

plano la jurisdicción nacional. Se mantiene el principio de que la 

responsabilidad de perseguir, juzgar y castigar los crímenes recae 

fundamentalmente en los Estados, la Corte sencillamente es un instrumento 

complementario de los tribunales nacionales. No obstante si un Estado 

determinado no tiene la capacidad o la voluntad para llevar a cabo un 

proceso determinado sobre crímenes de competencia de la Corte, esta 

podrá hacerlo.  

  



 

 115 

Es importante mencionar que el principio de complementariedad 

consagrado también en su artículo 1°:  

“…tendrá carácter complementario de las jurisdicciones penales 

nacionales...” (Ídem, 2002, pág. 3). 

Entiéndase de lo anterior que la CPI es un órgano internacional que actúa 

como una extensión de la jurisdicción penal nacional, creado por un tratado, 

y que entrará en acción cuando la estructura estatal o judicial de un Estado 

Parte que sea naturalmente competente para conocer y juzgar, no se 

encuentre en condiciones, o bien cuando el Estado se negare 

arbitrariamente a cumplir con su obligación de juzgar y condenar, o lo hace 

de tal manera que sólo guarda las apariencias, evidenciando una falta de 

voluntad real de llevar un verdadero y justo proceso (Etcheberry, 2002, pág. 

551). De la misma forma la Corte aplica el principio de “cosa juzgada”, este 

dice que un individuo no podrá ser juzgado dos veces por el mismo delito, 

ya sea por la Corte u otro tribunal nacional. 

Como se puede ver de la definición podemos deducir ciertas características que 

resumen la competencia y la particularidad de la Corte, estas características le dan su 

particularidad, la convierten además de única en el sistema internacional en uno de los 

pocos organismos internacionales que ejerce un control efectivo y el único órgano 

internacional con competencia generalizada para juzgar individuos.  

Uniendo el concepto de la CPI con sus características, nos permiten diferenciar 

a la CPI de diversos organismos internacionales impartidores de justicia como lo es la 

Corte Internacional de Justicia, dicho organismo es el órgano judicial principal de las 

Naciones Unidas, fue diseñada para tratar conflictos entre Estados, no tiene ninguna 

jurisdicción ni competencia para tratar cuestiones que impliquen responsabilidad penal 

individual.  

Retomando a los Tribunales de Ruanda y Yugoslavia, como un antecedente 

directo de la Corte Penal guardan un tronco común por lo que a la hora de estudiar a 

estos tribunales judiciales podemos hallar tanto semejanzas como diferencias, una de 
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las más notables diferencias radica en que su competencia está limitada temporal y 

geográficamente, esto es que ambos tribunales ad hoc fueron creados por medio de 

resoluciones del Consejo de Seguridad de la ONU, y estos tienen el mandato de 

intervenir solamente en los crímenes cometidos en esas regiones durante períodos de 

tiempo específicos (ibídem). 

Para ampliar a un más el análisis comparativo entre estos tres tribunales 

internacionales se anexa a continuación un cuadro comparativo en el cual se observa 

que los tribunales ad hoc siguen una línea jurídica común, pero la CPI gracias a estas 

instituciones, ha logrado perfeccionar los objetivos, principios y procedimientos, 

haciendo de ella misma uno de los órganos jurisdiccionales internacionales de mayor 

importancia e única en su tipo (véase, Cuadro 2). 
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Cuadro 2. Tribunales Penales Internacional ad hoc y Corte Penal Internacional 

Disposición  CPI TPIY TPIR 

Instrumento 
Constituyente  

Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional. 17 de junio 
de 1998 

El Estatuto del Tribunal Internacional; 
adoptado el 25 de mayo de 1993 

El Estatuto del Tribunal Internacional 
de Rwanda; adoptado el 8 de 
noviembre de 1994 

Entidad Fundadora  Conferencia Diplomática de 
Plenipotenciarios de la ONU 

El Consejo de Seguridad de ONU, que 
actúa de conforme con Capítulo 7 de la 
Carta de ONU 

El Consejo de Seguridad de ONU, 
que actúa de conforme con Capítulo 
7 de la Carta de ONU 

Lugar  La Haya  La Haya (Art. 31) Arusha, la República Unida de 
Tanzania (Resolución 977 del CS, 22 
de febrero de 1995) 

Jurisdicción- 
Dimensión 
Temporales  

Solo jurisdicción futura; no 
retroactiva. Sólo se puede tratar 
de actos que ocurrieron después 
de julio de 2002 (Art. 11, 24, 126) 

Limitada a actos que ocurrieron después 
de 1991 (Art. 1) 

Limitadas a actos que ocurrieron 
entre el 1 de enero de 1994 al 31 de 
diciembre de 1994 (Art. 1, 7) 

Jurisdicción- 
Dimensiones 
Geográficas  

No se aplicaran a un conflicto o a 
una región específica. Algunos 
límites sobre la jurisdicción 
explicados (Art. 12) 

Limitadas a actos que ocurrieron en el 
territorio de ex Yugoslavia (Art. 1) 

Limitadas a actos cometidos en el 
territorio de Rwanda y a ciudadanos 
ruandeses responsables de actos 
ocurridos en territorios vecinos (Art. 
1, 7) 

Jurisdicción- Ofensas   Limitados a genocidio, crímenes 
de lesa humanidad, crímenes de 
guerra, como definidos (Art. 5-8) 

Limitados a incumplimientos de las 
Convenciones de Ginebra de 1949, 
violaciones de las leyes o de las 
costumbres de Guerra, genocidio, y 
crímenes contra la humanidad; • Cada 
delito está definido (Art. 2-5) 

Limitados a genocidio, crímenes 
contra la humanidad, y a violaciones 
del Artículo 3 en las convenciones de 
Ginebra y del Protocolo Adicional II • 
Cada delito está definido (Art. 2-4) 

Jurisdicción- 
Exclusividad  

La jurisdicción es complementaria 
a la jurisdicción penal nacional. 
CPI no puede juzgar en un caso 
que está siendo o que ha sido 
auténticamente investigado o 

La jurisdicción coincide con las cortes 
nacionales, pero la TPIY tiene primacía 
sobre las cortes nacionales, y puede 
pedir que las cortes nacionales estén en 
deferencia a su competencia (Art. 9) 

La jurisdicción coincide con las 
cortes nacionales, pero la TPIR tiene 
primacía sobre las cortes nacionales, 
y puede pedir que las cortes 
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procesado a nivel nacional (Art. 1, 
17) 

nacionales que defieran su 
competencia (Art. 8) 

Estructura General  Cuatro organismos: La 
Presidencia, Salas de Cuestiones 
Preliminares, de Juicio, 
Apelaciones; El Fiscal; y la 
Secretaria (Art. 34); 

Tres órganos: las Cámaras (consta de tres 
cámaras de juicio y una cámara de 
apelaciones), el Fiscal, y la Secretaría 
(que sirve las Cámaras y el Fiscal (Art. 11) 

Tres órganos: las Cámaras (consta: 
tres cámaras de juicio y una cámara 
de apelaciones), el Fiscal, y la 
Secretaría (Art. 10) 

Procedimiento 
Generales del Juicio  

Procedimientos Detallados se 
establecen por el Estatuto (Parte 
6, Art. 62-76) y RPE, que están 
públicamente disponibles. Los 
procedimientos ponen en 
práctica requisitos que son 
comparables con las debidas 
garantías procesales en las 
primeras 10 enmiendas a la 
Constitución de los EUA. Excepto: 
En la presunción de inocencia, el 
derecho a un abogado, el derecho 
al silencio, el derecho al 
interrogatorio, y el privilegio 
contra la auto incriminación.  

Los mismos como los de la CPI, pero 
menos detallados (Art. 21, RPE) 

Los mismos que los de la CPI, pero 
menos detallados (Art. 20, RPE) 

Imposición de la Pena 
de Muerte   

No; la pena máxima es la cadena 
perpetua 

No, la pena máxima es la cadena (Art. 24) No, la pena máxima es la prisión (Art. 
23) 

Derecho a Apelar  Sí; Razones: errores de 
procedimiento, errores de hecho 
o de derecho, otras situaciones 
que afecte la imparcialidad o la 
fiabilidad de procedimientos o 
decisiones (Parte 8, Art. 81-85) 

Sí; Razones – errores de hecho o de 
derecho (Art. 25, 26) 

Sí; Razones – errores de hecho o de 
derecho (Art. 24, 25) 
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Papel del Consejo de 
Seguridad  

El CS puede remitir casos a la 
Corte (Art. 13(b)); puede pedir 
que la Fiscalía de la CPI difiera la 
Investigación (Art. 16) 

El mismo que el de la TPIR (Las 
Resoluciones del CS del TPIY) 

El TPIR fue establecido por el CS. El 
CS estableció parámetros para su 
jurisdicción: actúa como mecanismo 
para asegurar conformidad en 
estados que se nieguen a cooperar; 
Crea un fondo de jueces 
permanentes y no permanentes 
para un juicio son elegidos. 
(Resoluciones del CS del TPIR) 

Procedimientos de 
Referencia  

Los casos son remitidos al Fiscal 
por los Estados (Art. 13(a), 14), el 
CS (Art. 13(b)), o el Fiscal inicia la 
Investigación (Art. 13(c), 15) 

Los mismos que los del TPIR (Art. 18) El Fiscal puede iniciar 
investigaciones ex oficio o sobre la 
base de información de cualquier 
fuente, incluso gobierno, órganos de 
ONU, OI y ONG (Art. 17) 

Obligación a Cooperar  Provisiones extensas sobre la 
cooperación internacional y la 
asistencia judicial entre 
autoridades nacionales y la Corte 
(Parte 9, Art. 86-102) 

La misma que la del TPIR (Art. 29) Los Estados deben cooperar con la 
investigación y a la condena de 
personas acusadas, no hay 
elaboración real de esta obligación 
(Art. 28) 

Financiación  Gastos encargados por Estados 
que han ratificado el Estatuto de 
Roma (Parte 12, Art. 113-118) 

Los gastos son del presupuesto regular 
de las ONU (Art. 32) 

Gastos encargados por el 
presupuesto regular de ONU (Art. 
30) 

Enmienda del 
Instrumento 
Constituyente  

Después de solamente siete años 
después de la entrada en vigor del 
Estatuto (Art. 123) 

Enmendada por el CS de ONU en 
conforme con sus procedimientos de 
votación 

Enmendada por el CS de ONU de 
conforme con sus procedimientos 
de votación 

Nota: elaborado por Coalition for the International Criminal Court (La Corte Penal Internacional y Tribunales Penales Internacionales 

ad hoc, 2005, pág. 1). 
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3.2.4 Estructura de la Corte Penal Internacional  

La CPI, de conformidad con el ER, está conformada por diversos órganos con 

responsabilidades propias. La estructura institucional establecida por el ER define 

claramente las funciones y atribuciones de cada uno de sus órganos, a fin de asegurar 

el efectivo desempeño de la CPI y su independencia, necesario dentro de todo sistema 

de administración de justicia. Los cuatro órganos principales de la CPI encargados de 

las funciones administrativas, jurisdiccionales y persecutorias, son (Articulo 34):  

1. La Presidencia;  

2. Las secciones de Apelaciones, Primera Instancia y de Cuestiones 

Preliminares; 

3. La Fiscalía, y 

4. La Secretaria.  

La Presidencia. Está conformada por un Presidente máximo representante de 

la CPI particularmente en la celebración de instrumentos relevantes para el 

funcionamiento de aquella, al contar con poderes para concluir el acuerdo de relación 

ente la CPI y la ONU, así como el acuerdo relativo a la sede de la CPI (Artículos 2 y 

3), de la misma forma dos Vicepresidentes conforman la presidencia, elegidos por la 

mayoría absoluta de los magistrados, por un periodo de tres años (Artículo 38.1). 

La Presidencia en su conjunto, tiene como funciones el encargarse de la 

administración de la CPI, con excepción de la Fiscalía pero en coordinación con ésta 

(Artículo 38.3). Asimismo, las funciones de la Presidencia pueden agrupar en tres 

esferas principales:  

 administrativa- supervisora: entre las funciones administrativas esta 

supervisar administrativamente la Secretaria y garantizar que preste 

eficazmente sus servicios a los magistrados, en su función supervisora 

la Presidencia ha contribuido a diversas normas administrativas y ha 

publicado directrices presidenciales sobre cuestiones como el 

Reglamento del Personal, la seguridad de la información y los fondos 

fiduciarios de la Corte 
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 judiciales, en el ejercicio de estas funciones organiza el trabajo judicial 

de las salas y desempeña las funciones judiciales concretas que le 

asigna el Estatuto, las Reglas de Procedimiento y Prueba y el 

Reglamento de la Corte 

  y de relaciones externas, entre estas la Presidencia se encarga de la 

negociación y celebración de acuerdos en nombre de la CPI, así como 

de la promoción del conocimiento y la comprensión de la Corte por el 

público (Valladares Canals, 2011, pág. 46; ONU, 2002, pág. 20), otra de 

sus funciones se encuentra en asignar la causa a la Sala de Primera 

Instancia, así como otras diligencias relacionadas con la ejecución de la 

pena de un condenado por la CPI, etcétera. 

Los Magistrados. Con base en el artículo 36 del ER, el total de magistrados 

que deben formar parte de la CPI son 18, su mandato será de 9 años y no podrán ser 

reelectos. Los mismos serán elegidos de entre individuos de alta consideración moral, 

imparcialidad e integridad que reúnan las condiciones para el ejercicio de las más altas 

funciones judiciales en sus respectivos países. 

De la misma forma deberán contar con reconocida competencia en Derecho y 

procedimientos penales, conocimiento en materias de Derecho Internacional tales 

como: el Derecho Internacional Humanitario y las normas de Derechos Humanos, así 

como en funciones jurídicas profesionales que tengan relación con la labor judicial de 

la CPI, al mismo tiempo de poseer excelente dominio de por lo menos uno de los 

idiomas de trabajo de la Corte (Cid Muñoz, 2008, pág. 33).  
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Los magistrados de la CPI desempeñarán sus funciones en régimen de 

dedicación exclusiva, esto es que cualquier persona que ejerza el cargo de magistrado 

no podrá desempeñar cargo alguno que resulte incompatible con el ejercicio de sus 

funciones judiciales y que pueda menoscabar o poner en duda, de cualquier manera, 

su independencia, este régimen se aplicará sin excepción a los magistrados de la 

Sección de Apelaciones o de cualquier otra Sección en caso de considerarse 

necesario, en función del volumen de trabajo de la CPI, y a decisión de la Presidencia. 

(Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara B., 2009, pág. 105). 

La elección de los magistrados de la CPI se hace mediante votación secreta de 

la Asamblea de los Estados parte, será elegido como magistrado de la CPI aquella 

persona que haya obtenido el mayor número de votos de entre las candidaturas que 

se hayan presentado, siempre y cuando el número de votos sea mayor a las dos 

terceras partes de los Estados presentes y votantes al momento de la elección. En 

caso de que ninguno de los candidatos reciba un número mayor a las dos terceras 

partes de los Estados presentes y votantes, la elección deberá de ser realizada 

nuevamente hasta que se reúna el número de votos requeridos, además debemos 

tener en claro que se siguen algunos requisitos para poder realizar la selección de los 

magistrados: que la representación de mujeres y hombres sea equilibrada (paridad de 

género), así como equidad en la distribución geográfica de los jueces en la CPI, en la 

siguiente tabla se muestra el procedimiento por medio del cual se elige a los 

magistrados (ONU, 2002, págs. 20-22) (veáse, Cuadro 3). 
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Nota: (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara B., 2009) 

  

Cuadro 3. Procedimiento para Elección de Magistrados 
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2. Las Secciones. Las funciones judiciales de la CPI son realizadas por las 

Secciones de Apelaciones, Primera Instancia y Cuestiones Preliminares (Artículo 39). 

Cada sección está, a su vez, integrada por salas que se conforman y organizan de la 

siguiente manera:  

a. Secciones de Cuestiones Preliminares  

Esta sala se integra por salas de tres magistrados. Los magistrados podrán 

ejercer las funciones de la sala de forma colegiada o individual, dependiendo 

del tipo de diligencia que se trate, de conformidad con el ER, las Reglas de 

Procedimiento y Prueba, por ejemplo, la Sala de Cuestiones Preliminares 

siempre tendrá que actuar de forma colegiada cuando se decida sobre la 

admisibilidad de un caso, por otro lado, podrá nombrar a un magistrado único 

para que tome las medidas necesarias para garantizar la protección de víctimas 

y testigos (Artículo 57). Las atribuciones de esta sección se encuentran en el 

artículo anteriormente citado, las cuales son:  

- Autorizar el inicio de una investigación, cuando la misma sea resultado 

de la actuación motu propio del Fiscal; es decir, cuando la situación no 

ha sido remitida a la CPI por un Estado parte o por el Consejo de 

Seguridad ;  

- Adoptar decisiones sobre la posible admisibilidad de un caso, cuando un 

Estado argumente que se están llevando a cabo investigaciones o 

procesos penales en contra de los presuntos responsables y por los 

mismos hechos; 

- Dictar decisiones con respecto a la competencia de la CPI con respecto 

a un caso, así como sobre la admisibilidad de la causa; 

- Dictar providencias y órdenes necesarias para llevar a cabo las 

investigaciones; 

- Dictar órdenes y medidas, o solicitudes de cooperación, para auxiliar en 

la preparación de la defensa de algún acusado; 
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- Asegurar la protección de víctimas y testigos, la preservación de 

pruebas, la protección de personas detenidas y de información que se 

haya obtenido bajo confidencialidad o que afecte la seguridad nacional 

de algún Estado; 

- Autorizar al Fiscal el desahogo de diligencias de investigación en el 

territorio de un Estado parte, si se ha comprobado que el mismo no está 

en condiciones de cumplir con una solicitud de cooperación previamente 

emitida por la Sala correspondiente; 

- Adoptar medidas y solicitar la cooperación para el decomiso de bienes 

de una persona contra la cual se haya emitido una orden de detención o 

comparecencia (ONU, 2002, págs. 42). 

Los magistrados son asignados a las distintas secciones de conformidad con 

sus calificaciones y antecedentes, aquellos magistrados con experiencia penal 

deben ser asignados prioritariamente, a las Secciones de Primera Instancia y 

de Cuestiones Preliminares; sin embargo en cada una de las Secciones deberá 

haber una representación de magistrados con experiencia en derecho 

internacional. 

b. Sección de Primera Instancia  

Esta sección se integra por al menos, seis magistrados y se organiza en Salas, 

cada sala realizará sus funciones de forma colegiada con una composición de 

tres magistrado y es precisamente en esta seccionen la que se desahoga 

públicamente el juicio 

El ER es muy preciso en cuanto a las funciones de la Sala de Primera Instancia 

en su artículo 64 inciso 2 a la letra dice:  

“…velará por que el juicio sea justo y expedito y se sustancie con pleno respeto 

de los derechos del acusado y teniendo debidamente en cuenta la protección 

de las víctimas y de los testigos” (ibídem, 2002, pág. 36). 

En esta sección se debe priorizar la asignación de magistrados, los cuales 

deben contar con conocimiento y experiencia en derecho penal, aunque 
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también deberá haber magistrados con experiencia en derecho internacional, 

particularmente derecho internacional de los derechos humanos y derecho 

internacional humanitario. 

Las funciones principales de esta sección se localizan en el artículo 64 del ER, 

son:  

- Garantizar que se observen y respeten todos los derechos de la 

personas acusada durante el juicio; 

- Determinar el idioma o idiomas que se utilizarán durante el juicio; 

- Decidir sobre la admisibilidad o pertinencia de pruebas; 

- Ordenar la divulgación de documentos e información que no hayan sido 

divulgados con anterioridad, velando por que las partes tengan acceso a 

ellos con suficiente anticipación para preparar el juicio; 

- Determinar la acumulación o separación de cargos en los casos con 

múltiples personas acusadas; 

- Ordenar la comparecencia de víctimas y testigos, así como el desahogo 

de sus declaraciones; 

- Adoptar medidas de protección para la persona acusada, las víctimas y 

los testigos, entre otras; pudiendo recurrir a diversos medios 

contemplados en las reglas de Procedimiento y prueba, tales como el 

uso de medios electrónicos como medida de protección para testigos 

(ibídem, págs. 47-48).  

c. Sección de Apelaciones  

La Sala de Apelaciones está conformada por una sola sala con cinco 

magistrados, uno de los cuales será siempre el Presidente de la CPI. De 

conformidad con el ER, la Sala de Apelaciones deberá actuar siempre en pleno, 

es decir con los cinco magistrados de forma colegiada. Los magistrados que 

laboren en esta sala de igual forma que en las demás deberán contar con 
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conocimientos en derecho internacional sobre todo en derecho internacional de 

los derechos humanos (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara B., 2009, 

pág. 104). 

Las funciones principales de esta sección, son:  

- Conocer y decidir sobre las apelaciones que presenten las partes en el 

proceso con respecto a las decisiones adoptadas por las Salas de 

Cuestiones Preliminares y de Primera Instancia; 

- Conocer y decidir sobre las apelaciones que presenten el 

Fiscal o el acusado con respecto a la sentencia emitida por la Sala de 

Primera Instancia y, en caso de haber impuesto, en contra de la pena.  

3. La Fiscalía. La fiscalía, señala en el artículo 42 del ER, actuara en forma 

independiente como órgano separado de la Corte, su función es recibir remisiones e 

información corroborada sobre crímenes que sean competencia de la Corte para 

examinarlas y realizar investigaciones, en caso de proceder solicitar las órdenes de 

detención correspondientes, con la finalidad de iniciar una investigación y finalmente 

el enjuiciamiento por la Corte (Trujillo Sánchez, 2014, pág. 185; Cid Muñoz, 2008, 

págs. 35-36). Es importante mencionar que dicho órgano cuenta con independencia 

tanto administrativa como financiera, lo que le permite con mayor facilidad llevara a 

cabo sus investigaciones y admitir casos 

El Fiscal es el funcionario principal de este órgano. Adicionalmente, se podrá 

nombrar a uno o más Fiscales adjuntos para que desempeñen algunas de las 

funciones asignadas por el propio ER a la Fiscalía. A la fecha se han nombrado dos 

Fiscales Adjuntos, uno para investigaciones y otro para procedimientos. El personal 

de la Oficina de la Fiscalía incluirá, además de los funcionarios antes mencionados: 

asesores jurídicos especialistas en determinados temas, incluyendo violencia sexual, 

de género y violencia contra los niños, e investigadores, como parte del personal 

calificado de la Oficina de la Fiscalía, entre otros (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, 

& Guevara B., 2009, pág. 108) (veáse, Cuadro 4).  
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Cuadro 4. Organización Interna de la Fiscalía. 

 
Nota: Cuadro parcial tomado de: CPI, “Victims before the International Criminal Court. A guide 
for the participation of victims in the proceedings of the Court”, Booklet. [Traducción no oficial] 
(The Office of Public Counsel for Victims, 2010, págs. 19-20) 
 

Las acciones para las que se encuentra facultado el Fiscal, se encuentran 

señaladas en el artículo 54 del ER, entre las cuales se encuentran:  

 Recibir remisiones e información corroborada sobre los crímenes que sean 

competencia de la CPI, a fin de examinarlas, realizar investigaciones 

adicionales o ejercer acción penal; 

 Analizar la información sobre las situaciones remitidas por el CS o algún 

Estado parte, a fin de determinar la apertura de una investigación; 

 Iniciar de oficio, con la aprobación de la Sala de Cuestiones Preliminares 

correspondiente, una investigación de conformidad con el artículo 15 del ER 

(ONU, 2002, págs. 39-40);  

4. La Secretaría. Este órgano de la CPI se encarga de los aspectos no judiciales 

de administración y el mantenimiento de la Corte, y estará a cargo del Secretario (el 

cual desempeñara sus funciones por un periodo de cinco años y podrá ser reelegido 

una sola vez), jefe administrativo de la CPI, y (si se hace necesario) de un Secretario 

Adjunto; todos bajo la autoridad del presidente de la Corte. La secretaria tendrá una 

Dependencia de Víctimas y Testigos para brindarles medidas de protección y 
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dispositivos de seguridad asesoramiento y otro tipo de asistencia (Trujillo Sánchez, 

2014, pág. 185; Cid Muñoz, 2008, págs. 36-37). 

Una de las funciones específicas de la Secretaria es garantizar la 

representación adecuada de las víctimas que deseen en las actuaciones u obtener 

reparación. La Oficina de Asistencia Jurídica Pública proporcionará a las víctimas la 

asistencia jurídica necesaria para ayudarles a participar en todas las fases del 

procedimiento y permitirles demandar una reparación, la Secretaría ha creado modelos 

de formularios de solicitud de participación de las víctimas y de reparación (Comité de 

Derechos Humanos, 2005, págs. 1-2; Valladares Canals, 2011, págs. 48-50). En el 

siguiente Cuadro se muestra como se encuentra organizada de manera interna la 

Secretaría. 
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Nota: 

Cuadro parcial tomado de: CPI, “Victims before the International Criminal Court. A guide for 
the participation of victims in the proceedings of the Court”, Booklet. [Traducción no oficial] 
(The Office of Public Counsel for Victims, 2010, págs. 19-20) 

  

 

Cuadro 5. Organización Interna de la Secretaria 
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5. La Asamblea de los Estados Partes, es el foro en el cual se toman 

decisiones clave que influyen en la vitalidad y efectividad de la Corte; a su vez la 

Asamblea es responsable de una amplia gama de temas administrativos, incluyendo 

proveer a los funcionarios de la Corte las directrices generales, la aprobación del 

presupuesto, el aumento del número de jueces, solo por mencionar algunos. También 

es el medio por el cual se hace la adopción de enmiendas del estatuto. 

Ha sido la encargada de completar la obra inconclusa de la Conferencia de 

Roma, es decir, la adopción de los Elementos de los Crímenes, las Reglas de 

Procedimientos y Pruebas, y otros instrumentos necesarios para el funcionamiento de 

la Corte y así dotarla de efectos más amplios en la vida internacional. 

Está conformada por un representante de cada Estado Parte, los cuales se 

reúnen una vez al año, aunque pueden ser convocadas con más frecuencia si es 

necesario. Se han establecido dos grupos de trabajo uno en Nueva York y otro en la 

Haya, cada uno estudia diferentes cuestiones, por ejemplo la Haya, se encarga de los 

asuntos locales permanentes de la Corte, el proyecto de Código de conducta 

profesional de los abogados y cuestiones relativas al Estado anfitrión, incluido el 

proyecto de acuerdo sobre la sede. El de Nueva York, está facultado para conocer de 

las relaciones con las Naciones Unidas, en particular la cuestión de una oficina de 

enlace para la Corte de Naciones Unidas, los atrasos de los Estados Partes y el 

Proyecto de Reglamento del Fondo Fiduciario en beneficio de las victimas (Valladares 

Canals, 2011, pág. 52).  

Algunas otras de sus funciones más importantes son elegir a los magistrados, 

al Fiscal y Fiscales Adjuntos, y recomendar a los magistrados candidatos para el 

puesto de Secretario y Secretario Adjunto, la Asamblea, en los términos del párrafo 2 

del artículo 112: 

a. Examinará y aprobará, según proceda, las recomendaciones de la Comisión 

Preparatoria; 

b. Ejercerá su supervisión respecto de la Presidencia, el Fiscal y la Secretaría en 

las cuestiones relativas a la administración de la Corte; 
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c. Examinará los informes y las actividades de la Mesa establecida en el párrafo 3 

y adoptará las medidas que procedan a ese respecto; 

d. Examinará y decidirá el presupuesto de la Corte; 

e. Decidirá si corresponde, de conformidad con el artículo 36, modificar el número 

de magistrados; 

f. Examinará cuestiones relativas a la falta de cooperación de conformidad con 

los párrafos 5 y 7 del artículo 87; 

g. Desempeñará las demás funciones que procedan en virtud del presente 

Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba (ONU, 2002, págs. 74-75). 

El principal objetivo de la CPI es disponer de estructuras y procedimientos para 

asegurar eficacia, la mayor competencia posible, equidad e imparcialidad hacia los 

Estados partes y las personas que comparecen ante la Corte; al mismo tiempo que 

trabaja en cooperación con las Naciones Unidas, pero es independiente de ella. 

3.2.5 Estados integrantes de la Corte Penal Internacional  

Desde el 24 de marzo de 2010, 111 países, de los 192 que forman parte de la 

Organización de las Naciones Unidas, son Estados Partes del Estatuto de Roma de la 

Corte Penal Internacional. De ellos, 30 estados son africanos, 15 asiáticos, 17 de 

Europa Oriental, 24 de América Latina y el Caribe, y 25 son estados 14 europeos 

occidentales o de otras partes.  

Aparte de los países arriba mencionados, quedan 41 países que si bien son 

firmantes aún no han ratificado el acuerdo y por lo tanto este no ha entrado en vigencia 

para ellos, es decir aún no son países miembros. Entre esos países se encuentran: 

USA, Rusia, India, Pakistán, República Popular de China, Israel e Irán. Los Estados 

que integran la Corte Penal Internacional y son miembros de la Asamblea de Estados 

Parte, son los siguientes: 
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África:  

Benín 

Botsuana 

Burkina Faso 

Burundi 

República Democrática del 

Congo 

Yibuti 

Gabún 

Gambia 

Ghana 

Guinea 

Kenia 

Unión de las Comoras 

Congo 

Lesoto 

Liberia 

Malawi 

Mali 

República de Mauricio 

Namibia 

Niger 

Nigeria 

Zambia 

Senegal 

Sierra Leone 

Sudáfrica 

Tanzania 

El Chad 

Uganda  

República Centroafricana. 

América: 

Antigua y Barbuda 

Argentina 

Barbados 

Belice 

Bolivia, Brasil 

Costa Rica 

Dominica 

República Dominicana 

Ecuador 

Guyana 

Honduras 

Canadá 

Colombia 

México 

Panamá 

Paraguay 

Perú 

San Cristóbal 

Nieves (en inglés Saint Kitts y 

Nevis) 

San Vicente  

Las granadinas  

Trinidad y Tobago  

Uruguay  

Venezuela. 

Asia: 

Afganistán 

Japón 

Jordania 

Camboya 

Mongolia 

Timor Oriental 

Sud Corea  

Tayikistán. 

Europa 

Albania 

Andorra 

Bélgica 

Bosnia y Herzegovina 

Bulgaria 

Dinamarca 

Alemania 

Estonia 

Finlandia 

Francia 

Grecia 

Irlanda 

Islandia 

Italia 

Croacia 

Georgia 

Letonia 

Liechtenstein 

Lituania 

Luxemburgo 

Malta 
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Macedonia 

Montenegro 

Holanda 

Noruega 

Austria 

Polonia 

Portugal 

Rumania 

San Marino 

Serbia 

Eslovaquia 

Eslovenia 

España 

Suecia 

Suiza 

Hungría 

Reino Unido de Gran Bretaña  

Irlanda del Norte  

Chipre. 

Oceanía: 

Australia 

Fidji 

Islas Marshall 

Nauru 

Nueva Zelandi  

Samoa 
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Aparte de los países arriba mencionados, quedan 41 países que si bien son 

firmantes aún no han ratificado el acuerdo y por lo tanto este no ha entrado en vigencia 

para ellos, es decir aún no son países miembros. Entre esos países se encuentran: 

USA, Rusia, India, Pakistán, República Popular de China, Israel e Irán. 

3.2.6 Competencia de la Corte Penal Internacional 

La Competencia es aquella capacidad atribuida a un órgano internacional, como lo es 

la CPI, establecida para conocer y llevar a cabo actividades jurídicas de carácter 

internacional, entonces, el ER es especifico al afirmar que los crimines más graves de 

trascendencia internacional en su conjunto no deben quedar sin castigo para poner fin 

a la impunidad y con ello garantizar una justicia internacional (Hernández Aparicio & 

Mejía García , 2007, pág. 53).En el ER se incluyen normas que delimitan la 

competencia de la CPI, articulo 5, 11 y 12, la cual se identifica en el siguiente Cuadro: 

 

 

 

 

 

 
 
 
Nota: Cuadro referente a la competencia de la CPI, tomado de Manual básico sobre la Corte 
Penal Internacional (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara B., 2009, pág. 36). 

 

Además, el ER establece normas concretas que deberán de gobernar la 

relación entre la CPI y las jurisdicciones nacionales. Es importante aclarar que además 

de la competencia otorgada por el ER, la CPI se rige por el Principio de 

Complementariedad en virtud del cual ésta sólo puede conocer de algún asunto, si no 

ha sido resuelto por los tribunales nacionales de los Estados Partes, aunque para 

poder hacer efectivo este principio, los artículos 18 y 19 establecen mecanismos en 

virtud de los cuales la Corte se obliga a dar nota al Estado que normalmente tendría 

competencia de su intención de ejercer la misma, para cerciorarse de la legalidad de 

Cuadro 6. Competencia de la Corte Penal Internacional 
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su actuación y se materializa en las disposiciones relativas a la admisibilidad de los 

casos ante la CPI, todo esto con la salvedad establecida en relación al Principio de 

Cosa Juzgada (Valladares Canals, 2011, pág. 54).  

Debe entenderse que antes de que la CPI pueda determinar si ciertos actos 

pueden ser investigados y, en su caso, si procede el enjuiciamiento responsable por 

parte de la CPI, se deben satisfacer tres elementos:  

 Bases para el ejercicio de la competencia de la CPI;  

El artículo 12 del ER menciona que la Corte podría ejercer su competencia cuando el 

Estado en donde se ha cometido el crimen o del que sea nacional el presunto 

responsable haya ratificado el ER; de igual forma la CPI podrá ejercer su competencia 

sin que se cumplan estos requisitos cuando un Estado presente una declaración 

especial reconociendo la competencia de la CPI para conocer de un crimen o situación 

en particular o cuando el Consejo de Seguridad remita una situación en ejercicio de 

sus competencias (ONU, 2002, pág. 10). 

 Requisitos de competencia de la CPI,  

A pesar de haberse juntado las bases, no significa que de inmediato la CPI tenga 

competencia para conocer de los crímenes cometidos en una situación en particular. 

Por el contrario, una vez que se ha determinado la existencia de aquellas, la CPI 

deberá de cerciorarse de que se han cumplido todos y cada uno de los requisitos de 

competencia establecidos en el ER, a saber, en razón: (i) de la persona; (ii) del 

territorio; (iii) del tiempo, y (iv) de la materia (art. 1,5, 11-12 y 26 ER) (ibídem, págs. 8-

7,16-17 y 25). 

i. Competencia en Razón de las Personas: La CPI únicamente podrá investigar 

y, en su caso, enjuiciar a personas físicas presuntamente responsables por la 

comisión de uno o varios de los crímenes bajo su competencia, sin distinción 

alguna basada en su cargo oficial (art. 27). Adicionalmente, para que una 

persona pueda ser procesada por la CPI, deberá de haber sido mayor de 18 

años al momento de la comisión del crimen (Artículos 1 y 26 ER). 

De conformidad con el propio ER, ninguna persona podrá ser penalmente 

responsable ante la CPI por una conducta cometida con anterioridad a la 

entrada en vigor del ER (Artículo 24 ER) (ibídem, págs. 8 y 24- 25). 
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ii. Competencia en razón del territorio: La competencia territorial de la CPI está 

limitada, en principio, al territorio de aquellos Estados partes del ER (Artículo 12 

ER). Sin embargo, como ha sido ya mencionado, existen casos en los que la 

CPI podrá conocer de los crímenes cometidos el territorio de Estados no partes, 

ya sea por haberse efectuado una declaración especial por el Estado o bien 

porque el CS haya remitido a la CPI una situación (Artículos 12-13 ER) (ibídem, 

págs. 16-17). 

Para efectos de la competencia de la CPI se entenderán también como 

cometidos dentro del territorio de un Estado, aquellos actos perpetrados a bordo 

de navíos o aeronaves de su nacionalidad, en el espacio aéreo sobre el cual el 

Estado ejerza jurisdicción y en las aguas territoriales (Artículo 12 ER) (ídem).  

iii. Competencia en razón del tiempo: La competencia en razón del tiempo de la 

CPI es irretroactiva, es decir que está limitada en el tiempo a la fecha de la 

entrada en vigor general del ER: el 1 de julio de 2002, sin importar su gravedad 

o dimensiones (Artículo 11 ER) (ídem). 

Adicionalmente, la CPI solamente podrá conocer de los crímenes 

cometidos después de la entrada en vigor del ER para un Estado en concreto., 

siendo esta la regla general para los Estados que hayan ratificado el ER 

después de su entrada en vigor; el propio Estado podrá realizar una declaración 

en la que autorice a la CPI para conocer de los crímenes cometidos con 

anterioridad a la entrada en vigor del tratado para dicho Estado, esta 

declaración nunca podrá, sin embargo, abarcar los crímenes cometidos con 

anterioridad a la entrada en vigor general del ER; en otras palabras, aun cuando 

el Estado en cuestión así lo acepte, la competencia temporal de la CPI tiene un 

límite absoluto: el 1 de julio de 2002 (Art. 11-12 ER) (ídem). 

iv. Competencia en razón de la materia: de conformidad con el artículo 5 del ER, 

la competencia en razón de la materia de la CPI está limitada a los crímenes 

más graves de trascendencia para la comunidad internacional, a saber:  

a. Genocidio;  

b. Crímenes de lesa humanidad; 

c. Crímenes de guerra;  
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d. Crímenes de agresión (una vez que se acuerde su definición (ibídem, 

pág. 7)  

Salvo por lo que se refiere al crimen de agresión, el ER contiene definiciones 

penales sobre los crímenes antes mencionados, mismos que serán analizados 

a detalle más adelante.  

 Requisitos de admisibilidad de un caso ante la CPI:  

En la actualidad las jurisdicciones nacionales continúan siendo la piedra angular 

sobre la que se sostiene el sistema de justicia internacional y, en este sentido, la 

CPI se erige como una institución complementaria a las jurisdicciones nacionales. 

En otras palabras, la CPI únicamente podrá ejercer sus facultades en aquellos 

casos en los que los Estados que normalmente ejercerían su jurisdicción sobre un 

caso no puedan o no quieran hacerlo. Este principio que gobierna la relación entre 

la CPI y las jurisdicciones nacionales se conoce como el Principio de 

Complementariedad (art. 1 y 17 ER) (ibídem, págs. 8 y 20). 

­ Principio de Complementariedad 

En este contexto, el primer elemento a analizar dentro de la admisibilidad es 

la complementariedad de las actuaciones de la CPI con respecto a las 

jurisdicciones nacionales. Es decir, como se ya ha mencionado, de 

conformidad con el artículo 17 del ER, la CPI podrá actuar únicamente 

cuando los Estados que normalmente ejercerían su jurisdicción no puedan 

o no quieran hacerlo (ibídem, pág. 20) 

De esta forma, el sistema de justicia penal internacional reconoce y 

reafirma el derecho y la obligación de los Estados de investigar y enjuiciar 

los crímenes sobre los cuales tengan jurisdicción, de conformidad con el 

derecho internacional. A continuación se adjuntan dos mapas conceptuales 

en los que se podrá observar las situaciones que llevan a ser o no admisible 

un caso (véase, Cuadros 7 y 8).  
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Cuadro 7. Supuestos de Inadmisibilidad 

 

Nota: Con respecto a los supuesto incluidos en la tabla es fundamental que la CPI haga notar 
que dichas investigaciones o enjuiciamientos deben haber sido realizados de manera seria y 
eficaz y no solo como una formalidad que tenga como propósito impedir la investigación o 
enjuiciamiento del presunto responsable (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara B., 
2009, pág. 53). 
 

Cuadro 8. Supuesto de Admisibilidad 

 
Nota: La decisión final sobre la admisibilidad de un caso concreto recae al final exclusivamente 

en la CPI y no en el Estado (ibídem, pág. 55). 
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3.2.7 Crímenes Competencia de la Corte Penal Internacional 

Como ya se vio la CPI es exclusivamente competente para conocer los crímenes de 

Genocidio, Lesa Humanidad, guerra, agresión, así como también los delitos contra de 

la administración de Justicia de la Corte, por lo que tendrá competencia solo sobre los 

crímenes definidos por el estatuto, solo cuando todas las consideraciones de 

admisibilidad se cumplan. 

Dichos delitos son descritos tanto en el preámbulo como en el artículo 5, como:  

“los crímenes más serios de total preocupación para la comunidad internacional” (ONU, 

2002, págs. 3-4).  

En otra parte del estatuto los describe como:  

“las atrocidades inimaginables que profundamente sobresaltan la conciencia de 

humanidad” (preámbulo), o “los crimines internacionales” y “los crímenes más serios 

de interés internacional” (Valladares Canals, 2011, pág. 57).  

Los crímenes que son competencia de la Corte se tomaran tanto como del 

Estatuto Roma (ONU, 2002, págs. 1-66) y del Manual Básico sobre la Corte Penal 

Internacional (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara B., 2009, págs. 62-83), 

para facilitar su compresión, y de esta manera ubicar e identificar las características y 

elementos de cada delito. 

3.2.7.1 Crimen de Genocidio 

El crimen de genocidio lo definió por primera vez Rafael Lempkin en 1944. Está 

formado por el término griego genos, que significa raza, nación o tribu, y el sufijo latino 

cide, que significa matar. Fue hasta 1946 que se declaró como crimen internacional 

por la Asamblea General de las Naciones Unidas, pero se estableció por primera vez 

en la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, adoptada 

en 1948 por la AG de la ONU. Posteriormente, los Estatutos del TPIY y del TPIR 

incluyeron el crimen de genocidio de manera idéntica a la forma en que fue redactado 

en la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio. Esta 

consistencia en la definición del crimen de genocidio permitió la incorporación en el ER 

del texto íntegro del artículo II de la Convención de 1948 (veáse, Cuadro 9).  
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Cuadro 9. Articulo 6, GENOCIDIO

 
Nota: (ONU, 2002, págs. 4-5; Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara B., 2009, pág. 

55). 

La esencia de este crimen se encuentra en la línea que dice: “con la intención de 

destruir total o parcialmente a un grupo”… Esta intención específica es la esencia de este 

crimen, cuando no está presente, los actos pueden sumarse a crímenes de lesa 

humanidad o crímenes de guerra. Como se señala las acciones son: matanza, lesiones 

graves físicas o mentales, sometimiento intencional, impedir nacimientos y traslado 

por la fuerza de niños.  

La idea de estas acciones es referida a más de una persona por lo que el 

genocidio conlleva a la idea de un ataque a más de un individuo, aunque no se requiere 

de un ataque masivo o intento a gran escala que pretenda destruir a un grupo para 

definir el crimen. En la Corte recaerá el encargo de determinar la responsabilidad penal 

de la persona que participe en el crimen de genocidio a través de la instigación directa 

y pública a que se cometa dicho crimen (Art. 25.3.e ER). 

A la fecha, la CPI no ha emitido ninguna decisión en la que se presente una 

interpretación jurisprudencial de los elementos del crimen de genocidio; sin embargo, 

los tribunales penales ad hoc, en particular el TPIR, han desarrollado de manera 

detallada cada uno de los elementos que a continuación se señalan (veáse, Cuadro 

10):  
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Cuadro 10. Elementos del Crimen de Genocidio 

Intensión o dolo 

específico 

“El genocidio se distingue de los demás crímenes en tanto que 
plasma una intensión especial o el dolo, es la intensión específica, 
requerida como elemento constitutivo del crimen, el cual requiere 
que el perpetrador claramente busque producir el acto de que se 
trata. Así, el dolo específico en el crimen de genocidio recae en 
la “intención de destruir, en todo o en parte, un grupo nacional, 
étnico, racial o religioso”. La Sala [del TPIR] ha encontrado que 
“el perpetrador es culpable sólo cuando dicha persona ha 
cometido alguno de los actos incluidos [en la definición del 
crimen]… con la clara intención de destruir, en todo o en parte, un 
grupo en particular. El perpetrador es culpable porque sabía, o 
debería haber sabido, que el acto cometido destruiría en todo o 
en parte al grupo.” (ICTR-96-4-T, 2 de septiembre de 1998) 

Destrucción La jurisprudencia de TPIY ha resaltado que “[l]a Convención de 
Genocidio, y el derecho internacional consuetudinario en general, 
prohíben sólo la destrucción física y biológica de un grupo 
humanos. […] una campaña [o acciones] atacando sólo las 
características físicas o psicológicas del grupo humano con la 
finalidad de aniquilar estos elementos que dan al grupo su propia 
identidad distinta del resto de la comunidad no caerían dentro de 
la definición de genocidio.” (IT- 98-33-A, 19 de abril de 2004) 

En todo o en parte Según la jurisprudencia de los tribunales ah hoc, al elemento en 
parte “[...] requiere la intención de destruir a un número 
considerable de individuos que formen parte del grupo.” 
(ICTR-95-1-I, 21 de mayo de 1999) En otra decisión, el TPIY 
señaló que “[l]a intención de destruir solo parte del grupo debe sin 
embargo referirse a una parte sustancial del mismo, sea 
numérica o cualitativamente.” (IT-98-33, 2 de agosto de 2001).  

Grupo nacional, 

étnico, religioso 

o racial 

Tanto el TPIR como el TIPY han interpretado el elemento del 
“grupo nacional, étnico, religioso o racial” de conformidad con los 
trabajos preparatorios de la Convención de Genocidio de 1948. 
De conformidad con el primero de estos tribunales “el crimen de 
genocidio fue alegadamente concebido como ataques sólo a 
grupos ‘estables’, constituidos de manera permanente y cuya 
pertenencia es determinada por el nacimiento, con la exclusión de 
grupos más ‘movibles’ a los que uno se une a través de un 
compromiso voluntario, tales como los grupos políticos o 
económicos. [Los cuatro grupos incluidos en la definición de 
genocidio] comparten in ‘criterio común’, a saber, ‘que la 
pertenencia a dichos grupos no parecería normalmente 
cambiable por los miembros, que pertenecen a él 
automáticamente, por nacimiento, de manera continua y, 
comúnmente, irremediable. (ICTR-96-4, 2 de septiembre de 1998 
/ ICTR-96-13, 27 de enero de 2000) 
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Grupo “como tal” La destrucción del grupo “como tal” es otro de los elementos 
del crimen de genocidio. A este respecto, el TIPR y TPIY ha 
resaltado que “[l]a víctima final del genocidio es el grupo, a 
pesar que su destrucción necesariamente requiera la 
comisión de crímenes contra sus miembros, esto eso, contra 
individuos que pertenezca a ese grupo.” (IT-99-36, 1 de 
septiembre de 2004). De estos se deriva, como lo han 
apuntado estos tribunales, “[…] que los actos deben de ser 
cometidos contra un individuo, por que el individuo es 
miembro de un grupo específico, y especialmente porque él 
[o ella] pertenecen a ese grupo, de manera que la víctima es 
el grupo en sí mismo, y no solo el individuo 

Nota: elaboración propia en base a las Jurisprudencias emitidas por el Tribunal Penal 
Internacional para la ex Yugoslavia. 

 

3.2.7.2  Crímenes de Lesa Humanidad. 

El concepto de crímenes de Lesa Humanidades data de mediados del siglo XIX, se 

utilizó en la Declaración de los Gobiernos de Francia, Gran Bretaña y Rusia (1915) 

para denunciar la matanza de armenios perpetrada en Turquía. La concepción del 

crimen de lesa humanidad ha venido transformándose, tal como se puede observar, 

entre otros documentos, en los estatutos de los tribunales penales internacionales 

TPIY y TPIR (véase, Cuadro 11).  
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Nota: Las diferencias son que mientras el TPIY requiere que las conductas prohibidas sean 
realizadas en el curso de un conflicto armado, el segundo tribunal no requiere esta 
característica; sin embargo los Estatutos de ambos tribunales coinciden en que los ataques 
deben de estar dirigidos en contra de la población civil, a pesar de que el TPIR requiere que 
los crímenes se cometan sobre una base de discriminación, es decir motivados por razón de 
nacionalidad o por razones políticas, étnicas, raciales o religiosas (Medellín Urquiaga, Arjona 
Estévez, & Guevara B., 2009, págs. 67-68). 

El ER retoma algunos elementos de los estatutos del TPIY y del TPIR, la 

definición del crimen de lesa humanidad difiere de ambos, para el ER las conductas 

prohibidas sobre los que tendrá competencia requieren que se cometan como parte 

de ataque generalizado o sistemático (veáse, Cuadro 12). 

 

Cuadro 11. Diferencias en la tipificación del Delito de Lesa Humanidad. TPIY 
vs. TPIR 

 



 

 145 

  

 Nota: (ONU, 2002, págs. 5-6) (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara B., 

2009, pág. 69). 

Al igual que el delito de genocidio la Corte no se ha pronunciado en relación a 

los elementos constitutivos de los crímenes de Lesa Humanidad; pero gracias al 

artículo 7 del ER y algunas jurisprudencias publicadas por el TIPY, ofrece alguas ideas 

respecto a los mismos. Algunos elementos que se deben considerar son: 

  

Cuadro 12. Articulo 7. Crímenes de Lesa Humanidad 
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Cuadro 13. Elementos del Crimen de Lesa Humanidad 

Nota: Elaboración propia en base a las Jurisprudencias del Tribunal Penal Internacional para la ex 
Yugoslavia y Ruanda. 

 

  

Ataque De conformidad con el ER, “[S]e entenderá una línea de conducta que 
implique la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra 
una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una 
organización de cometer ese ataque o para promover esa política” (Artículo 
7.2.a ER) Este mismo elemento se define, de conformidad con la 
jurisprudencia del TIPY, como el curso de una conducta que involucra la 
comisión de actos de violencia., sea o no armada. (IT-98-34, 31 de marzo 
de 2003/IT-98-29, 5 de diciembre de 2003/IT-02-60, 17 de enero de 
2005/IT-03-66, 30 de noviembre de 2005) [Traducción no oficial] 

Generalizado En relación a la naturaleza generalizada o sistemática del ataque, el TIPY 
ha subrayado que la frase generalizada’ se refiere a la naturaleza extensa 
(a generalizada) del ataque y a la cantidad de personas seleccionadas 
como objetivo [. . .] (IT-95-14/2, 17 de diciembre de 2004/ IT-95-14, 29 de 
julio de 2004) [Traducción no oficial] Un delito puede ser generalizado por 
el ‘efecto acumulativo de la serie de actos inhumanos o por el efecto 
singular de un acto inhumano de extraordinaria magnitud’. (IT-02-60, 17 de 
enero de 2005/ IT-98-34, 31 de marzo de 2003/ IT-95-14/2, 26 de febrero 
de 2001) [Traducción no oficial] 

Sistemático De conformidad con la jurisprudencia del TIPY, el elemento de 
sistematicidad se refiere a la naturaleza organizada de los actos de 
violencia y a la improbabilidad de su ocurrencia casual (IT-95- 14/2, 17 de 
diciembre de 2004) Los patrones de los crímenes, en el sentido de 
repetición no accidental de una conducta criminal similar de manera regular, 
son una expresión común de dicha ocurrencia sistemática’ (IT-95- 14/2, 17 
de diciembre de 2004) [Traducción no oficial] El carácter sistemático se 
refiere a cuatro elementos que [...] pueden expresarse como sigue: [1] la 
existencia de un objetivo político, un plan conforme al cual se perpetra el 
ataque o una ideología, en el sentido amplio de la palabra, es decir, destruir, 
perseguir o debilitar a una comunidad; [2] la perpetración de un acto criminal 
en una gran escala, contra un grupo de civiles o la comisión repetido y 
continua de actos inhumanos ligados uno a otro; [3] la preparación y el uso 
de recursos públicos o privados significativos, ya sean militares o de otro 
tipo; [4] la implicación de autoridades de alto nivel político y/o militar en la 
definición y establecimiento de un plan metódico’.(IT-95-14, 3 de marzo de 
2000) [Traducción no oficial] 

Población civil De conformidad con la jurisprudencia del TIPY, en los crímenes de lesa 
humanidad la población civil debe ser el principal objetivo del ataque. El 
término “‘población civil’ debe ser interpretado de manera amplia, y se 
refiere a población que es predominantemente civil en su naturaleza. Una 
población podrá calificarse como “civil” aun cuando haya no-civiles dentro 
de ella, en tanto que continúe siendo predominantemente civil. La presencia 
dentro de la población de miembros de grupos de resistencia, antiguos 
combatientes, quienes han depuesto las armas, no altera por sí mismo la 
naturaleza civil de la población.” (IT-95-13/1, 27 de septiembre de 2007) 
[Traducción no oficial] 
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De la misma forma el ER establece el elemento mental general de los crímenes 

de lesa humanidad, en adición a la intensión que se requiera de conformidad con las 

distintas conductas constitutivas del crimen. Lo anterior implica que el autor deberá 

tener conocimiento del ataque, por lo que esta conducta deberá formar parte de un 

ataque generalizado o sistemático dirigido en contra de una población civil o haya 

tenido la intención de que la conducta fuera parte de un ataque de ese tipo.  

3.2.7.3 Crímenes de Guerra 

Este es sin duda uno de los delitos más antiguos de la humanidad, originados de las 

divergencias y disputas entre los hombres. La IV Convención de la Haya de 1907 sobre 

los usos de la guerra terrestre, fue la primera en incluir en su artículo 3° que las 

violaciones a las normas sobre la conducción de la guerra comprometerían la 

responsabilidad del estado bajo cuyas órdenes se llevará acabo tales actos. Es 

necesario aclarar que dicho documento nunca contemplo la posibilidad de una 

responsabilidad penal individual y que fue hasta después de la Segunda Guerra 

mundial que se comenzó a juzgar a los individuos por la responsabilidad de los actos 

cometidos durante los sucesos; en los Estatutos de Nüremberg y Tokio se definían a 

tales crímenes como los causantes de:  

“asesinatos, deportación para trabajos forzosos o cualquier otro propósito de población 

civil de territorios ocupados o que se encuentren en ella, el asesinato o maltrato de 

rehenes o prisioneros de guerra, destrucción injustificada de ciudades” (Gomez 

Robledo Verduzco, Derecho Internacional Temas selectos: Los procesos de 

Nuremberg y Tokio: precedentes de la Corte Penal Internacional, 2008, págs. 60-61). 

Antes de esto la comunidad internacional al reglamentar el uso de la fuerza no 

se detiene en el tratamiento de las situaciones en las que resulta admisible o 

inadmisible su empleo. También el desarrollo de las operaciones armadas, con 

independencia de su licitud es objeto de tratamiento jurídico a través de un conjunto 

de normas de heterogéneo carácter y naturaleza y conocidas como Derecho de Guerra 

y de Derecho Internacional Humanitario. 

El Estatuto de la Corte Penal Internacional previó tales crímenes tomando las 

regulaciones de los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Facultativos I (Yugoslavia) 

y II (Ruanda), al igual que el IV Convenio de La Haya de 1907. Ahora bien los crímenes 
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de guerra pueden ser clasificados bajo diferentes encabezados, la clasificación más 

seguida es la que se señala en el artículo 8: (ONU, 2002, págs. 6-9):  

1. Crímenes cometidos contra personas que no participan o han dejado de 

participar en las hostilidades armadas: En la práctica, los delitos más numerosos 

eran realizados contra la población civil, o movimientos de resistencia armada en los 

territorios ocupados, incluyen la violencia contra varias mujeres. En particular, son 

perpetrados contra personas detenidas en internados o campo de concentración. 

También son cometidos contra prisioneros de guerra. 

En el caso de conflictos armados internacionales, los crímenes de guerra graves 

cometidos contra algunas de las “personas protegidas” (heridos, prisioneros náufragos, 

prisioneros de guerra y los civiles) u “objetos protegidos” protegidos por la Convención 

de Ginebra de 1949. 

Ellos incluyen homicidios intencionales, tortura o tratos inhumanos, incluso 

experimentos biológicos, causar deliberadamente grandes sufrimientos o de atentar 

gravemente el cuerpo o salud, extensivo a la destrucción y ocupación de propiedades, 

sin justificación por necesidades militares y llevadas a cabo ilegalmente y sin motivo.  

En el caso de un conflicto armado interno, las mismas violaciones son prohibidas y 

pueden llegar a ser un crimen de guerra si resultan ser serias. 

2. Crímenes contra combatientes enemigos o civiles, cometidos por recurrir a 

métodos de guerra prohibidos. Los ejemplos incluyen dirigir intencionalmente 

ataques contra las poblaciones civiles o a individuos civiles que no forman parte de las 

hostilidades en las áreas de combate; cometiendo actos o tratos de violencia con la 

intención primordial de propagar el terror entre la población civil, la puesta en marcha 

intencional de ataques indiscriminados que causan la pérdida excesiva de vidas, 

lesiones a civiles o daños a los objetos de los civiles, dejar sin defensas locaciones o 

zonas desmilitarizadas objeto de ataques; hacer intencionalmente a una persona 

objeto de ataque con el conocimiento de que esta fuera de combate, atacar 

intencionalmente edificios médicos, materiales, unidades médicas o transportes, y 

personal; hacer pasar por inanición intencionalmente a los civiles, como un método de 

guerra por medio de la privación de los objetos indispensables para su supervivencia, 

incluso impidiendo las posibles suministros. 

3. Crímenes contra combatientes enemigos y civiles, involucrando el uso de 

medios prohibidos de guerra. Los ejemplos incluyen el empleo de armas, proyectiles, 

y materiales que son de naturaleza que causa heridas superfluas o sufrimientos 

innecesarios; empleo de veneno o armas tóxicas, o asfixiantes, venenosas, u otros 

gases, y todo líquido análogo, materiales; uso de armas químicas o bacteriológicas; 

empleo de balas expansivas o armas, que tienen el efecto principal de causar heridas 

por fragmentos que no son detectables por rayos X, o utilizar armas a láser. 
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4. Crímenes contra personas y objetos especialmente protegidos, como unidades 

médicas o transporte, personas que participan de acciones de auxilio, organizaciones 

humanitarias, como la Cruz Roja, Medialuna Roja, Cristal Rojo, personal de las 

Naciones Unidas de las misiones de mantenimiento de paz. 

5. Crímenes consistentes en el uso incorrecto de signos y emblemas protegidos. 

Por ejemplo el de la bandera de tregua, los emblemas distintivos de la Cruz Roja, la 

Medialuna Roja, el Cristal Rojo, uso infiel de la bandera nacional o del uniforme militar 

o insignias. 

6. Reclutar o enlistar niños menores de los quince años o usarlos para que 

participen en hostilidades. 

 

Como se puede observar el listado de conductas prohibidas para un conflicto 

armado de carácter internacional es bastante amplio, esto sin duda es reflejo de que 

las normas internacionales aplicables a los conflictos armados de carácter 

internacional son sustancialmente mayores en número y profundidad, comparados con 

aquellas aplicables a los conflictos armados de carácter no internacional.  

Siguiendo el antecedente de la tipificación dada por la Corte a los diferentes 

delitos para los cuales es competentes, independientemente del elemento psicológico 

general que debe estar presente para cada uno de los comportamientos referidos por 

el Estatuto con el fin de que se encuadre en un crimen, los elementos constitutivos de 

los crímenes de guerra insisten en el hecho de que los autores de estos 

comportamientos deben haberlo querido; hace falta también que hubieran tenido 

conocimiento de las circunstancias que permiten considerar que éstos se establecen 

dentro de un conflicto armado. Por lo tanto, el crimen de guerra requiere, pues, 

como el crimen contra la humanidad, un dolo doble (Valladares Canals, 2011, 

págs. 62-63). En el siguiente Cuadro se cita el contenido del artículo 8 del Estatuto 

Roma: 
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Cuadro 14. Articulo 8, Crímenes de Guerra 
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Nota: (ONU, 2002, págs. 6-9) (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara B., 2009, págs. 

76-80). 
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Algunos elementos a considerar dentro del delito se señalan en diferentes 

jurisprudencias, los cuales se mencionan en el siguiente cuadro: 

Cuadro 15. Elementos de los Crímenes de Guerra 

Conflicto Armado Siguiendo la jurisprudencia de los tribunales ah hoc existe un 
conflicto armado “cuando se recurre a la fuerza armada entre 
Estados o a la violencia armada prolongada entre autoridades 
gubernamentales y grupos armados organizados o entre dichos 
grupos dentro de un Estado’. (IT-96-23 y IT-96-23/1, 12 de junio de 
2002/IT-94-1, 2 de octubre de 1995) [Traducción no oficial] 

Conflicto Armado 
de Carácter 
internacional  

La Primera Sala de Cuestiones Preliminares de la CPI, siguiendo 
la jurisprudencia del TIPY, considera que “[…] hay un conflicto 
armado de carácter internacional si el mismo tiene lugar entre dos 
o más Estados; esto se extiende a la ocupación total o parcial del 
territorio de otro Estado, sea que dicha ocupación encuentre o no 
resistencia armada. En adición, un conflicto armado interno que 
estalle en el territorio de un Estado puede convertirse en 
internacional – o, dependiendo de las circunstancias, presentarse 
un conflicto internacional en paralelo con un conflicto armado 
interno – si (i) otro Estado interviene en el conflicto con sus tropas 
(intervención directa), o si (ii) alguna de las partes en el conflicto 
armado interno actúa en nombre de ese otro Estado (intercesión 
indirecta).” (ICC-01/04-01/06-803 tEN) [Traducción no oficial] 

Conflicto armado 
de carácter no 
internacional 

De conformidad con el criterio sostenido por la Primera Sala de 
Cuestiones Preliminares de la CPI, tomando como referencia la 
jurisprudencia del TIPY, “[…] existe un conflicto de carácter no 
internacional cuando se recurra a “violencia armada extendida o 
prolongada entre autoridades gubernamentales y grupos armados 
organizados o entre dichos grupos entre sí dentro de un Estado” 
[nota en el original omitida]. […] De esto sigue que el 
involucramiento de grupos armados con cierto grado de 
organización y con la capacidad de planear y llevar a cabo 
operaciones militares sostenidas permitirá que se caracterice al 
conflicto armado como no internacional.  

La Sala [de la CPI] resalta que el artículo 8(2) (f) del Estatuto hace 
referencia a “conflictos armados prolongados entre […] [grupos 
armados organizados]” [inserciones en el original]. En opinión de la 
Sala, esto centra la atención en la necesidad de que los grupos 
armados en cuestión tengan la capacidad para planear y llevar a 
cabo operaciones militares que se prolonguen en el tiempo.” (ICC-
01/04-01/06-803 tEN) [Traducción no oficial]  

Estos elementos distinguen, de conformidad con la jurisprudencia 
en la materia, el conflicto armado de carácter no internacional de 
disturbios y tensiones que pueden presentarse en el territorio de 
algún Estado parte. De no cumplirse con los mismos, a pesar de 
los actos de violencia que puedan darse durante los mismos, 
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dichas situaciones no podrá calificar como un conflicto armado 
interno de carácter no internacional para efecto del artículo 8 del 
ER. 

Nexo entre 
conducta y el 
conflicto armado 

De conformidad con los EC, uno de los elementos generales de los 
crímenes de guerra es la existencia de un nexo entre la conducta y 
el conflicto armado, sea este de carácter internacional o no 
internacional. A este respecto, “[l]a Sala [de la CPI] sigue el enfoque 
de la jurisprudencial del TIPY, [nota en el original omitida] el cual 
requiere que la conducta haya sido cercanamente relacionada con 
las hostilidades que tenían lugar en parte del territorio controlado 
por alguna de las partes en el conflictito. El conflicto armado no 
necesita ser considerado como la razón última de la conducta, y la 
conducta no tiene que haber tomado lugar en medio de la batalla. 
Sin embargo, el conflicto armado debe jugar un papel en la decisión 
del perpetrador, en su capacidad para cometer el crimen o en la 
manera en que la conducta fue finalmente cometida. (ICC-01/04-
01/06-803 tEN) [Traducción no oficial] 

Nota: Elaboración propia en base a las Jurisprudencias del Tribunal Penal Internacional para 
la ex Yugoslavia y Ruanda. 
 

Los elementos arriba mencionados necesitan que el autor del crimen haya 

tenido conocimiento de que había circunstancias de hecho que establecían la 

existencia de un conflicto armado, esto es que se exige el conocimiento de las 

circunstancias o sea que haya tenido lugar en el contexto y que haya estado 

relacionado con él.  

3.2.7.4 Crimen de agresión  

La incorporación de este crimen a la competencia de la CPI es sin duda una de las 

cuestiones que más problemas y dificultades ha ocasionado en la redacción y la 

elaboración del Estatuto Roma, pues posee unas características específicas que lo 

diferencian del resto de los crímenes incorporados a la Corte (Collantes, 2002, pág. 

15). 

La primera tipificación del crimen de agresión, bajo la denominación de 

“Crímenes contra la paz”, la encontramos en el Estatuto de Londres, de 8 de agosto 

de 1945, que aprobó el Tribunal de Nüremberg, en su art. 6 letra a) que entendía por 

tal:  

“el planteamiento, la preparación, la iniciación o la ejecución de una guerra en violación 

de tratados internacionales, acuerdos y seguridades o la participación en un plan 

común o en una conspiración para ejecutar cualquiera de los actos precedentes” (ONU, 

1945, pág. s/p). 
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Por su parte, en los Comités ad hoc y Preparatorio, y en la Conferencia de Roma 

que crearía la CPI después, se discutió ampliamente sobre la conveniencia o no de 

incluir el crimen de agresión dentro del Estatuto de Roma. Aunque algunos se 

mostraban reacios a su inclusión, otros alegaron que era necesaria la inclusión del 

crimen de agresión dentro de la competencia de la Corte con fines disuasivos y de 

prevención y a fin de reafirmar de la manera más inequívoca que librar una guerra de 

agresión es un crimen de Derecho Internacional. Las discusiones y evidente falta de 

consenso provocaron que finalmente resultase triunfadora la posición defendida por 

aquellos que consideraban que lo más conveniente era aplazar para otro momento la 

definición del crimen. De este modo, aunque la Corte tiene la competencia ratione 

materiae del crimen de agresión, su ejercicio quedaría aplazado (Zapico Barberito, 

2009, págs. 623- 626). 

Esta situación se resolvió en el 2010 gracias a los asistentes a la Conferencia 

de Revisión en Kampala, en la cual se dictó la resolución 6, por el cual se define y 

reglamenta el crimen de agresión. El cual quedó asentado en el artículo 8 bis, señala:  

“…una persona comete un “crimen de agresión” cuando, estando en condiciones de 
controlar o dirigir efectivamente la acción política o militar de un Estado, dicha persona 
planifica, prepara, inicia o realiza un acto de agresión que por sus características, 
gravedad y escala constituya una violación manifiesta de la Carta de las Naciones 
Unidas” […] “por “acto de agresión” se entenderá el uso de la fuerza armada por un 
Estado contra la soberanía, la integridad territorial o la independencia política de otro 
Estado, o en cualquier otra forma incompatible con la Carta de las Naciones Unidas. 
(ONU, 2002, págs. 15-16). 

 

Se caracterizará como acto de agresión: 

a. La invasión o el ataque por las fuerzas armadas de un Estado del territorio de 

otro Estado, o toda ocupación militar, aún temporal, que resulte de dicha 

invasión o ataque, o toda anexión, mediante el uso de la fuerza, del territorio de 

otro Estado o de parte de él; 

b. El bombardeo, por las fuerzas armadas de un Estado, del territorio de otro 

Estado, o el empleo de cualesquiera armas por un Estado contra el territorio de 

otro Estado; 

c. El bloqueo de los puertos o de las costas de un Estado por las fuerzas armadas 

de otro Estado; 
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d. El ataque por las fuerzas armadas de un Estado contra las fuerzas armadas 

terrestres, navales o aéreas de otro Estado, o contra su flota mercante o aérea; 

e. La utilización de fuerzas armadas de un Estado, que se encuentran en el 

territorio de otro Estado con el acuerdo del Estado receptor, en violación de las 

condiciones establecidas en el acuerdo o toda prolongación de su presencia en 

dicho territorio después de terminado el acuerdo; 

f. La acción de un Estado que permite que su territorio, que ha puesto a 

disposición de otro Estado, sea utilizado por ese otro Estado para perpetrar un 

acto de agresión contra un tercer Estado; 

g. El envío por un Estado, o en su nombre, de bandas armadas, grupos irregulares 

o mercenarios que lleven a cabo actos de fuerza armada contra otro Estado de 

tal gravedad que sean equiparables a los actos antes enumerados, o su 

sustancial participación en dichos actos. 

En relación con el ejercicio de la competencia de la Corte, la Conferencia acordó 

que si el Fiscal, llegara a la conclusión de que existe fundamento razonable para iniciar 

una investigación sobre un crimen de agresión, verificará en primer lugar si el Consejo 

de Seguridad ha determinado la existencia de un acto de agresión cometido por el 

Estado de que se trate cuando el Consejo de Seguridad haya realizado dicha 

determinación, el Fiscal podrá iniciar la investigación acerca de un crimen de agresión. 

En caso de que no se realice dicha determinación en el plazo de seis meses desde la 

fecha de notificación, el Fiscal podrá iniciar los procedimientos de investigación 

respecto de un crimen de agresión, siempre y cuando la Sección de Cuestiones 

Preliminares, de conformidad con el procedimiento contenido en el artículo 15, haya 

autorizado el inicio de la investigación sobre un crimen de agresión, y el Consejo de 

Seguridad no haya decidido lo contrario de conformidad con el artículo 16 (ONU, 2002, 

pág. 19). 

Por último podemos agregar que para que se configure el delito de agresión es 

necesario que: 
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1. el autor haya planificado, preparado, iniciado o realizado un acto de 

agresión.  

2. que sea una persona que estaba en condiciones de controlar o dirigir 

efectivamente la acción política o militar del Estado que cometió el acto 

de agresión.  

3. debe tener el conocimiento de las circunstancias de hecho que 

determinaban la incompatibilidad de dicho uso de la fuerza armada con 

la Carta de las Naciones Unidas y que eran una violación manifiesta de 

la Carta de las Naciones Unidas.  

4. Por último, se requiere que el acto de agresión sea de tal gravedad y 

escala para que constituya dicha violación.  

de esta forma quedo solucionado un debate que llevaba varios años sin conseguir un 

consenso entre todos los Estados Partes. 

3.2.7.5  Delitos en Contra de la Administración de Justicia de la Corte 

Penal Internacional. 

La CPI tiene competencia para conocer de los delitos en contra de la administración 

de justicia de la propia Corte, dichos delitos tienen por objeto permitir el buen 

funcionamiento del organismo y los mismos están reflejados en el artículo 70.1 del ER. 

Dicho artículo establece que la CPI tendrá competencia respecto de los siguientes 

delitos:  

a. Dar falso testimonio cuando se esté obligado a decir verdad;  

b. Presentar pruebas a sabiendas de que son falsas o han sido falsificadas; 

c. Corromper a un testigo, obstruir su comparecencia o testimonio o interferir 

en ellos, tomar represalias contra un testigo por su declaración, destruir o 

alterar pruebas o interferir en las diligencias de prueba; poner trabas, 

intimidar o corromper a un funcionario de la CPI en razón de funciones que 

haya desempeñado él u otro funcionario; y  

d. Solicitar o aceptar un soborno en calidad de funcionario de la CPI y en 

relación con sus funciones oficiales (ibídem, págs. 40).  
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En caso de encontrar a una persona responsable de dicho delito o delitos la CPI 

podrá imponer una pena de reclusión no superior a cinco años o una multa o ambas 

penas (Artículo 70. 2 del ER) (ONU, 2002, pág. 41). 

3.2.8 Procedimiento ante la Corte Penal Internacional 

Ahora bien, para esta investigación no es de relevancia primordial el análisis del 

procedimiento para juzgar a los perpetradores de los delitos más graves en contra de 

la humanidad el cual es seguido por la Corte Penal Internacional, pero es impórtate el 

mencionarlo, ya que, bajo este mismo proceso se deberán juzgar a los responsables 

de cometer el delito de trata de personas (objetivo principal de este trabajo). 

Las normas generales que rigen los procesos ante la CPI se encuentran 

establecida en el ER y las Reglas de Procedimiento y prueba. Con base en estas 

normas, es que la CPI deberá de conducir las investigaciones, la persecución y el 

juzgamiento de los probables responsables, y en su caso determinar las penas. Dichas 

normas son el resultado de un arduo proceso de negociaciones, que logran que los 

procedimientos de la Corte se ajusten a las más avanzadas normas del debido 

proceso. 

En el marco del Estatuto de Roma nos encontramos frente a un procedimiento 

que, sucintamente podemos decir que se estructura en tres fases: 1. El examen 

preliminar, 2. La fase de investigación y enjuiciamiento y, 3. El juicio oral que se da 

ante la Sala de Primera Instancia y concluye con la emisión de una sentencia. Contra 

esta ˙última se pueden interponer dos recursos impugnatorios, a saber: (i) el recurso 

de apelación presentado ante la Sala de Apelaciones y, (ii) el recurso de revisión 

presentado ante la propia Sala de Primera Instancia, por el conocimiento de hechos 

nuevos, lo cual se ejemplificara de manera más precisa en los siguientes mapas 

conceptuales: (Cuadros 16, 17, 18, 19, 20 y 21) 
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Nota: Elaboración propia en base al libro Manual Básico sobre la Corte Penal Internacional (Medellín Urquiaga, Arjona 

Estévez, & Guevara B., 2009, págs. 125-126). 

Inicio del Procedimiento 
EXAMEN PRELIMINAR 

 

Remisión de la 

situación, por parte 

del Estado Parte o 

por el CS. 

Solicitud de autorización para 

investigar del Fiscal conforme 

a facultades motu proprio 

La información es 

enviada a la Fiscalía. 

Se analiza la información 

por la fiscalía. 

Si el Fiscal 

concluye que 

existen bases 

suficientes para 

iniciar una 

investigación. 

El fiscal deberá 

solicitar la 

autorización a la 

Sala e Cuestiones 

Preliminares antes 

de iniciar la 

investigación.  

Una persona o grupo de 

persona u organizaciones 

no gubernamentales 

puede hacer llegar 

directamente al Fiscal de la 

CPI únicamente 

información sobre hechos 

que muestren que 

presuntamente se estén o 

hayan cometido crímenes 

de competencia de la CPI. 

Cuadro 16. Examen Preliminar 
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Nota: En base al libro Manual Básico sobre la Corte Penal Internacional (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara B., 2009, 

pág. 149) 

Cuadro 17. Análisis de la Investigación 
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Cuadro 18. Procedimiento durante la investigación: Notificación sobre la investigación de un caso. 

 

Nota: En base al libro Manual Básico sobre la Corte Penal Internacional (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara 

B., 2009, pág. 150) 
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Nota: En base al libro Manual Básico sobre la Corte Penal Internacional (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara 

B., 2009, pág. 151) 

  

Cuadro 19. Procedimiento durante la Investigación: Detención de un acusado y confirmación de cargos 
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Nota: En base al libro Manual Básico sobre la Corte Penal Internacional (Medellín Urquiaga, Arjona Estévez, & Guevara 

B., 2009, pág. 152) 

Cuadro 20. Juicio ante la Corte Penal Internacional 
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Nota: Elaboración propia en base al libro Manual Básico sobre la Corte Penal Internacional (Medellín Urquiaga, Arjona 
Estévez, & Guevara B., 2009, págs. 145-146)  

Cuadro 21. Aplicación de los fallos y penas 

El fallo puede ser 
apelado por: 

El Fiscal  

Motivos para apelacion 
del fallo por parte del 

fiscal: 

Vicios  en el 
procedimiento; Error de 
hecho, Error de derecho  

La Persona Sentenciada  

Motivos para apelacion 
del fallo por parte de la 
persona sentenciada:  

Vicios en el procedimiento; error de 
hecho; error de derecho; motivo 

que afecte la justicia o la 
regularidad del proceso.  

Si la sala de Apelaciones 

considera fundada la 

apelación de la pena 

Invita a Fiscal y sentenciado 

a prestar sus opiniones  

El Fiscal Podrá, si considera 

fundada la apelación: 

Revocar o enmendar la 

decisión  
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3.2.9 Ejecución de la Pena 

Una vez concluidas las actuaciones de las partes en el juicio y presentados los 

alegatos finales, la Sala Primera de Instancia procederá a considerar las pruebas 

presentadas a fin de resolver sobre la responsabilidad individual de la persona 

acusada con respecto a los crímenes que se le imputan, para tomar esta deliberación 

deberán estar presentes todos los magistrados asignados a la Sala correspondiente. 

La pena podrá ser emitida en la misma audiencia en el que se dé el fallo o en 

audiencia posterior si así se considerara pertinente, en cualquier caso, durante la 

audiencia en la que se determine la pena, tanto el Fiscal como la Defensa podrán pedir 

que se practiquen nuevas diligencias de prueba o ampliar sus conclusiones si, en 

ambos casos, es relevante para la imposición de la pena. 

Ahora bien, de conformidad con el ER la CPI podrá imponer una de las penas 

que se señala a continuación a quienes encuentre penalmente responsables por la 

comisión de un crimen de su competencia:  

- Privación de la libertad, o prisión, por un número determinado de años que no 

exceda de 30; 

- Privación de la libertad a perpetuidad en casos excepcionales cuando la 

gravedad del crimen y las circunstancias personales del condenado así lo 

ameriten. 

- La Corte puede, además, imponer multas, decomisos, entre otras medidas. 

En caso de que la persona se encontrada culpable por más de un cargo, se 

deberá imponer una pena por cada uno de ellos, aplicando los preceptos antes 

mencionados. Es importante mencionar que al tiempo impuesto con respecto a la pena 

privativa de la libertad se le deducirá el tiempo que la persona haya estado bajo 

detención por orden de la CPI.  

Todo lo dicho en el capítulo nos permite distinguir el comienzo de la justicia 

penal internacional, que a pesar de aun estar en sus inicios es un buen paso para que 

los Estados en cooperación conjunta permitan el que ciertos delitos no queden 

impunes, aún falta un largo camino por recorrer al existir diferencias sustanciales entre 
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los elementos de algunos crímenes particulares, así como los procedimientos penales 

entre los Estados. Lo cual facilitaría enormemente la tipificación de delitos como la 

trata de personas, tráfico de órganos, tráfico de drogas; permitirán que la competencia 

de la corte sea más amplia, de esta manera las víctimas de estos delitos podrían 

recurrir a un órgano de justicia internacional y no solo a los de los Estados, en donde 

muchas veces quedan impunes por la corrupción.  

  



 

 169 

CAPÍTULO 4 

TRATA DE PERSONAS 

La esclavitud podría decirse que ha evolucionado de acuerdo al contexto social, 

económico y político de la sociedad, en un nuevo y más impactante  delito 

transnacional, denominado trata de personas; esta nueva denominación solo 

renombra un viejo delito el cual no necesita de cadenas o barcos, simplemente 

requiere de la violación de los derechos humanos y la degradación de la dignidad 

humana. 

A pesar de que la esclavitud y el comercio de esclavos se diera por erradicado y 

prohibido en 1926 gracias a la Organización de las Naciones Unidas con la 

“Convención sobre la Esclavitud” de Ginebra (2012, pág. s/p), esto no logro la 

desaparición de estas prácticas alrededor del mundo.  

En el presente capítulo se mencionan los antecedentes de la trata de personas, 

así mismo, se expone en cifras promedio la cantidad de personas víctimas de este 

delito y los países origen- destino, las normas dictadas en el ámbito internacional, se 

expone la evolución conceptual de la trata de personas, así como, el último concepto 

al que llega la comunidad internacional en el Protocolo para Prevenir, Reprimir y 

Sancionar la Trata de Personas de 2010, asimismo incluye las características y la 

diferencia entre trata y tráfico de personas.  Lo anterior, con la finalidad de entender 

más a fondo este delito, que sigue violando y vulnerando los derechos fundamentales 

de las personas. 

4.1. Historia de la trata de personas 

La esclavitud ha existido a lo largo de la historia, sencillamente nadie sabe cómo y 

cuándo comenzó así como el comercio de esclavos, gracias a algunos de los registros 

encontrados de diferentes civilizaciones, se cree que formó parte del ordenamiento 

social acostumbrado en las diferentes épocas de la historia humana. La esclavitud era 

una condición, que convertía a la persona en un mero objeto en las manos del amo, 

perdiendo su naturaleza humana, siendo susceptible de ser explotado. 
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En algunos casos ha constituido un modo de dominación adicional de un pueblo 

sobre otro siguiendo a la conquista militar, era un castigo aplicado por los vencedores 

a los vencidos, Díaz- González lo menciona:  

“la esclavitud tiene su fundamento en el sentimiento egoísta del hombre: es la 

consecuencia del dominio del fuerte sobre el débil, del grande sobre el pequeño -

producto de ambiciones y de guerras, es por consiguiente, tan antigua como la 

humanidad. Encontramos sus vestigios en todos los pueblos…, para ello basta 

solamente hojear la historia de Asiria, Babilonia, Persia, Egipto, o del pueblo hebreo” 

(1932, pág. 15).  

En otros, el sometimiento total de seres humanos como forma de organización 

económica, ligada a la producción de bienes o el estilo de vida de los pueblos. Los 

grandes imperios antiguos y sus extraordinarias obras arquitectónicas (que aún 

sobreviven), se construyeron con mano de obra esclava (Villalpaldo, 2011, pág. 14); 

por lo tanto se podría entender que la esclavitud era una costumbre, legalmente 

autorizada en las civilizaciones antiguas. 

Las antiguas leyes y costumbres de estas civilizaciones consideraron que un 

esclavo constituía legalmente la propiedad de otra persona, siendo el esclavo un bien 

tangible para su amo, este frecuentemente poseía un poder ilimitado sobre su esclavo, 

esto significa, que poseía la libertad de revender, liberar, castigar o matarlo sin ninguna 

restricción (Welton, 2008, pág. 55). 

En algunas sociedades antiguas como Grecia y Roma los esclavos comenzaron 

a tener algunos derechos por ejemplo: la capacidad de poseer, transferir bienes, 

casarse y ser protegidos contra un trato irracional, comparados con los de los hombres 

libres estos derechos eran inferiores.  

Luis R. Arguello, dice: 

…” con el paso del tiempo se comenzó a reconocer que si bien el esclavo era una cosa, 

también era cierto que era una cosa con naturaleza humana [cursivas añadidas], lo que 

permitió mejorar el trato que se le propinaba al esclavo sin romper el precepto legal de 

la absoluta incapacidad jurídica del esclavo” (1998, pág. 151). 

Lo anterior se puede recalcar en el hecho de que los esclavos jugaron un papel 

muy importante en la vida de estas civilizaciones, Thomas Hugh (1998, pág. 180), 

considera a la esclavitud como una de las instituciones más importantes de la 
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antigüedad siendo indispensable para el contexto social, político y económico de las 

ciudades. 

Tras la caída del Imperio Romano y la desaparición de su régimen 

socioeconómico (esclavista), el número de esclavos se fue reduciendo en la Europa 

Feudal, sustituidos por esta nueva clase social de campesinos serviles, los cuales 

cedían la propiedad de sus tierras, que seguían cultivando, a cambio de protección de 

un terrateniente poderoso, su característica era una condición jurídica semi-libre, 

siempre ligados a la tierra. 

El desplome del sistema feudal en Europa y el inicio del Renacimiento, las 

condiciones para que la institución de la esclavitud prevaleciera fueron siendo cada 

vez más desfavorables, la manutención de los esclavos se hizo costosa y el aumento 

en la densidad demográfica permitió que hubiera mano de obra barata, logrando de 

este modo que la esclavitud fuera menos deseable e innecesaria en términos 

económicos (Welton, 2008, pág. 55).  

Ettore Ciccotii, menciona que el ocaso del sistema esclavista se da gracias al 

triunfo del cristianismo, en especial a la filosofía estoica34; porque con esta se da la 

formación de una más elevada conciencia ética destruyendo su fundamento moral a 

un bien meditado principio utilitario (2005, pág. 8).  

Hasta este momento histórico se podría creer que los sistemas esclavistas 

habían desaparecido, pero cuando los Estados Europeos comienzan a explorar y 

colonizar el Continente Americano, se produjo el resurgimiento del esclavismo en las 

sociedades occidentales, consideraron que la esclavitud y el comercio de esclavos 

hacían buena pareja con la explotación económica de estas nuevas regiones. 

Alrededor del año 1550, comienza este tráfico de esclavos del continente africano a 

América, a partir de 1720 a las islas despobladas del océano indico, lo anterior no fue 

difícil, ya que esta ruta de comercio de esclavos, ya había tenido su auge en el Medievo 

                                                           
34 Estoicismo: movimiento filosófico fundado por Zenón de Citio en el 301 a. C, colocaban la ética en primer lugar, 
llevando una filosofía en la cual uno puede lograr alcanzar la felicidad en la sabiduría y la virtud. Los estoicos se 
preocupaban mucho por la forma de vida del hombre (Misari Torpoco, 2013, pág. s/p). 
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gracias a comerciantes Musulmanes; de esta forma el hombre pasa de nueva cuenta 

a ser un objeto de cambio, una mercancía y una máquina de trabajo. 

Es importante mencionar a una de las potencias como comercializadoras de 

esclavos africanos, los cuales empezaron a secuestrar y luego vender o comprar 

esclavos, siendo Lisboa el mayor centro de comercio de esclavos del siglo XVI, 

realizaron diversidad de tratados comerciales con diferentes países europeos; España 

también entra en esta lista, de igual forma no fueron los únicos países con esclavos 

pues la esclavitud prosperaba en Italia y en Provenza donde había un mercado de 

esclavos en Marsella. El oro pierde su valor, no por no ser importante en la economía, 

sino porque las piezas35 en aquel punto de la historia eran más importantes para la 

economía de los países (Hugh, 1998, págs. 105-111). 

En palabras de Thomas Hugh:  

“Así fue como revivió en el Nuevo Mundo la antigua institución de la esclavitud. El 

Renacimiento en Europa no tenía pretensiones humanitarias. Su «flama dura, como 

una piedra preciosa», pulió las ideas y las prácticas de la antigüedad, entre ellas la 

esclavitud. Resultaba del todo lógico que al descubrimiento del Nuevo Mundo lo 

acompañara un renacimiento de la idea del trabajo forzado.”  

En el caso de la conquista Española, la religión jugó un papel importante para 

la colonización, además de que los indígenas ya cristianizados, no podían 

considerarse como mano de obra, porque se convertían en súbditos de pleno derecho 

de la monarquía, lo que planteaba un problema legal para esclavizarlos, agregando 

que los habitantes de los territorios descubiertos no estaban acostumbrados a trabajos 

tan duros en las minas y en las plantaciones, por lo que morían a millares. Fray 

Bartolomé de las Casas, obispo de Chiapas (1474-1566), se opuso a la explotación de 

los indios, provocando así, paradójicamente, la importancia de negros africanos para 

las encomiendas: latifundios trabajados por la mano de obra indígena. (Mellado, 2001, 

pág. s/p; Barticevic Sapunar, 2007, pág. s/p). 

  

                                                           
35 El término «piezas», o «piezas de Indias» se refería a esclavos varones de primera calidad, sin defectos. (Hugh, 
1998, pág. 109) 
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La idea de la servidumbre, tan opuesta al cristianismo se fortificó y con ella entro 

de la mano la justificación de la tiranía, cobrando más fuerzas el instinto de opresión. 

Lejos de recibir la nación la doctrina del progreso y sentimientos de humanidad, no 

recogió  otra cosa más que la resignación de los estoicos, y mayor suma de intolerancia 

(Canovas del Castillo, 1910, pág. 19). 

Lo anterior es contradictorio se complementa con lo dicho por Ciccotti en su 

obra: 

“El Cristianismo ha tenido el poder de disolver y desarraigar a la esclavitud como antes 

se mencionó, pero esta ha sido capaz de resucitar y desarrollarse en el seno mismo de 

la civilización cristiana, bajo la protección de gobiernos y autoridades religiosas que 

reconocieron la esclavitud como una institución natural” (2005, pág. 9). 

Con el tráfico de esclavos el hombre pasa a ser un objeto de cambio, una 

mercancía, una máquina de trabajo, mientras que eran sometidos a los tratos más 

crueles, vivían y eran transportados en condiciones infrahumanas, retomando lo dicho 

con anterioridad en civilizaciones como Grecia y Roma, los esclavos poseían derechos 

limitados además de existir la posibilidad de obtener su libertad, aun con esto un 

esclavo seguía siendo una cosa con naturaleza humana (Arguello, 1998, pág. 151), 

Caso contrario en la época de conquista en las que tener derechos y la manumisión36 

era un atributo inexistente para las personas en estado de esclavitud. 

La esclavitud negrera floreció en las haciendas y las minas de las Américas, 

desde el siglo XVI hasta el XIX (Barticevic Apunar, 2015, pág. s/p), se calcula que unos 

doce millones de africanos, de los cuales una cuarta parte murió en el camino, fueron 

trasladados a América e Inglaterra, convirtiéndose en la principal acaparadora del 

lucrativo negocio negrero, desarrollando un curioso comercio triangular 

(Biografías.com, 2014, pág. s/p), (véase, mapa 1), gracias a esto la economía de 

diversos países, así como su poder y presencia, aumento considerablemente ante 

otros países. 

                                                           
36 Manumisión: acto voluntario del dominus para otorgar la libertad a su esclavo (López Guadiola , 2012, pág. 
133). 
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El Comercio triangular, consiste sencillamente en el trasporte de productos 

manufacturados o sin tanto valor (barras de hierro, tejidos, armas, bebidas alcohólicas 

uniformes, espejos, bisutería, etc.) desde Europa, esto llevado hacia las costas 

africanas occidentales donde se cambiaban por oro, pieles, goma, marfil y sobre todo 

por esclavos, para de aquí ser transportado en condiciones infrahumanas a los 

mercados americanos para ser vendidos o intercambiados a los colonos que 

explotaban las plantaciones y minas, donde también se intercambiaban por tabaco, 

azúcar, algodón o metales preciosos, que a su vez se vendían en Europa (Barticevic 

Sapunar, 2015, pág. s/p). Lo anterior, permite reconocer que desde la antigüedad la 

economía juega un papel importante para reconocer el poder que posee un Estado, 

mientras mayor sea su dominio adquisitivo de igual forma será su poder. 

Las prácticas que se creyeron abolidas, han ido recobrando su auge desde la 

clandestinidad. La trata como problema social comenzó a reconocerse a finales del 

siglo XIX e inicios del XX, a través de lo que se denominó “Trata de Blancas” o en 

francés “traite des blanches”, concepto que hace referencia a la movilidad y comercio 

de mujeres blancas, europeas y americanas, para servir como prostitutas o concubinas 

generalmente en países árabes, africanos o asiáticos; dicha expresión se desarrolló 

en la sociedad burguesa como contrapunto al concepto de esclavos que ya existía 

(Álvarez Madrid, 2009, pág. 8). 

A su vez surgieron hipótesis entorno a este fenómeno como: que eran producto 

de secuestros, engaños y coacciones sobre mujeres inocentes y en condiciones de 

vulnerabilidad, bajo estas condiciones facilitaban que los traficantes pudieran 

explotarlas sexualmente; vemos que aun en nuestros días las condiciones de 

necesidad de las victimas siguen influyendo para que las mujeres sigan siendo 

víctimas del delito hoy denominado trata de personas (ONU, 1955, pág. s/p). 
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Mapa 1. Rutas comerciales en el siglo XVVIII, Comercio Triangular. 

 

 

Nota  (Otazo M., 2014, pág. s/p
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Después de la Segunda Guerra Mundial, y gracias al aumento de la migración 

femenina, se hizo evidente que el fenómeno de la trata, lejos de haber desaparecido, 

se había extendido por todo el mundo y adquirido diversas modalidades. Así, el término 

“trata de blancas” quedó en desuso por no corresponder ya a las realidades de 

desplazamiento y comercio de personas, y tampoco a la naturaleza y dimensiones de 

los abusos inherentes a dicho fenómeno. 

Al inicio de la década de los 80´s, después de varios años de silencio, los 

discursos sobre la trata de mujeres con fines de explotación sexual volvieron a tomar 

fuerza entre distintos sectores nacionales y supranacionales, debido entre otras 

razones, al incremento de la migración femenina trasnacional que se venía gestando 

desde fines de los años 70s, dentro de la cual parece aumentar y hacerse más 

evidente, la incidencia de este fenómeno en casi todas las regiones del mundo y en 

muy diversas modalidades (Ezeta, 2006, pág. 9).  

4.2. La Trata de Personas en cifras 

Muchas personas no se han dado cuenta de la magnitud del problema al cual nos 

enfrentamos, siendo necesario el dar a conocer las cifras tan alarmantes de personas 

que han sufrido o se encuentran en este momento siendo víctimas de la trata personas, 

es erróneo convertir al ser humano en un número, en una cantidad, porque de esta 

manera se despersonaliza al individuo convirtiéndolo en una cosa; pero para la 

presente investigación es necesario el conocer algunos datos registrados por diversas 

organizaciones sobre el número de víctimas de este terrible delito.  

4.2.1 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO 
La organización internacional del trabajo por sus siglas OIT se crea en 1919 como 

parte del tratado de Versalles que culminó la primera guerra mundial. La fuerza que 

impulsó la creación de la OIT, fue provocada por consideraciones sobre seguridad 

social, humanitaria, política y económica. Al reconocerse la importancia de la justicia 

social para el logro de la paz, al mismo tiempo comenzó a darse una compresión de la 

interdependencia económica del mundo y de la necesidad de cooperación para 

obtener igualdad en las condiciones de trabajo (Organización Internacional del 

Trabajo, 2015, pág. s/p). 
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Desde los orígenes de la OIT en su agenda se ha estipulado problemáticas 

como las largas jornadas, mujeres y niños trabajadores, así como el mínimo de edad 

para trabajar y pago de salarios justos. En la actualidad la problemática además de los 

ya mencionados se denomina trabajo forzoso37. El cual es un problema tanto de los 

países en vías de desarrollo como de los países desarrollados, un problema que al 

igual que la esclavitud se retomó y se adaptó a nuestro contexto.  

En 2005 la OIT elaboró sus primeras estimaciones mundiales de las víctimas 

del trabajo forzoso (hombres, mujeres y niños), incluido el trabajo forzoso como 

consecuencia de la TRATA DE PERSONAS que se puede observar en la Figura 1, 

permitiéndonos ampliar el panorama; la Trata de Personas tiene diversidad de fines 

(que se verán más adelante) como lo son los trabajos forzados en sus diferentes 

acepciones, no solo se le debe atribuir la explotación sexual. 

Figura 1. Víctimas de Trabajo Forzoso 

 

Nota: en la tabla puede observarse como el trabajo forzoso es más frecuente en Asía y el Pacífico 
debido a las formas tradicionales de trabajo en condiciones de servidumbre por deudas. Asimismo se 
muestra que el trabajo forzoso en las economías industrializadas y en transición es esencialmente una 
consecuencia de la trata de personas con fines de explotación sexual o laboral. (Beate Andrees & 
Aurelie Hauchére, 2009, pág. 7). 

El trabajo forzoso y la trata de personas son delitos muy lucrativos con un bajo 

riesgo de detección. Con frecuencia, se explota a las víctimas durante un período 

prolongado, y algunas veces se las vende o revende. Según las estimaciones de la 

                                                           
37 En el Convenio sobre trabajo forzoso, 1930 (num.29), la OIT define el trabajo forzoso a los efectos del derecho 
internacional como: “todo trabajo o servicio exigido a un individuo bajo la amenaza de una pena cualquiera y 
para el cual dicho individuo no se ofrece voluntariamente” (artículo 1) (OIT, 1930, pág. s/p) 
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OIT en el 2005, los beneficios totales provenientes del trabajo forzoso ascendían a 

44.000 millones de dólares y los beneficios anuales promedio provenientes 

únicamente de la trata de personas se estimaban en 32.000 millones de dólares. Al 

mismo tiempo, la prosecución de los infractores era muy baja en comparación con el 

número estimado de víctimas como se puede observar en la siguiente figura.  

Figura 2. Procesamientos y Condenas del delito de Trata de Personas a nivel 
mundial 

Nota: comparando las cifras de la tabla 1 con las de esta, podemos observar como el número de víctimas 

es mayor al número de personas procesadas por este delito además de que cada año se ha ido 

reduciendo el número de individuos procesados manteniéndose las cifras de condenados, de la misma 

forma vemos que de 194 países que hay en el mundo hasta el 2007 son pocos los que han creado 

alguna legislación para combatir el trabajo forzoso (Beate Andrees & Aurelie Hauchére, 2009, pág. 17). 

Andrees y Hauchére, mencionan que el trabajo forzado se trata de un problema 

mundial que afecta a todos los países en mayor o menor grado. Muchas veces el 

cumplimiento efectivo de la legislación se enfrenta a obstáculos de diversa índole, por 

ejemplo: la propia naturaleza del trabajo forzoso, otros con factores políticos e 

institucionales, incluido el alcance limitado de la inspección algunas zonas y países, la 

clandestinidad de estos delitos impide su detección, la ausencia de acuerdos de 

cooperación y coordinación entre entidades; aunque esta información tenga seis años 

de haber sido publicada, los obstáculos que se mencionan siguen siendo los mismos 

hoy en día, situación preocupante al impedir la impartición de justicia de manera 

adecuada (2009, pág. s/p). 
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Estudios más recientes indican que 20,9 millones de personas son víctimas de 

trabajo forzoso en todo el mundo, esto quiere decir que 3 de cada 1000 personas están 

sometidas a trabajos forzosos. En el mismo nos aclaran que la trata de personas se 

califica como trabajo forzoso, por lo tanto, esta estimación refleja el pleno alcance de 

la trata o lo que algunos denominan “esclavitud moderna”, aunque el trabajo realizado 

por la OIT solo incluye a la trata de personas con fines de explotación sexual o 

cualquiera que conlleve a la realización de un trabajo forzado (esclavitud, servidumbre) 

por lo que la trata de personas con fines de extracción de órganos no forma parte de 

las cifras obtenidas por la OIT (2012, pág. s/p).  

Gracias a la metodología utilizada los resultados obtenidos son aún más exactos 

y no pueden compararse con las de 2005 por la inexactitud de estos; aunque para 

fines de este trabajo podemos distinguir que se ha dado un alza en la cantidad de 

personas que son víctimas de trabajo forzado alrededor del mundo (véase, Mapa 2).  
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Mapa 2. Víctimas de trabajo forzoso por región 

 

Nota: comparando las cifras de 2005 de la Tabla 1 con las del mapa vemos que el número de víctimas 
ha ido aumentando. La región de Asia y el Pacífico representa el número más alto de trabajadores 
forzosos en el mundo- 11,7 millones (56 por ciento) del total general, seguida por África, con 3,7 millones 
(18 por ciento), y América Latina, con 1,8 millones de víctimas (9 por ciento), (Organización Internacional 
del Trabajo, 2012, pág. s/p) 

Las cifras que también han tenido un crecimiento considerable son aquellas en 

las que en las que los seres humanos son víctimas de explotación sexual, porque como 

lo mencionan los siguientes resultados obtenidos por la OIT (ídem) de 18,7 millones 

de trabajadores (90 por ciento) son explotados en la economía privada, por individuos 

o empresas. De este número, 4,5 millones (22 por ciento) son víctimas de 

explotación con fines sexuales y 14,2 millones (68 por ciento) son víctimas de 

explotación con fines laborales en actividades económicas como la agricultura, la 

construcción, el trabajo doméstico o la industria manufacturera como se observa en la 

Figura 3.   
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Figura 3. Formas de Trabajo forzoso (millones de personas) 

 

 

Nota: grafica retomada del Informe Estimación Mundial sobre el Trabajo Forzoso, Resumen Ejecutivo 
(2012, pág. s/p) 

Todo lo anterior se aborda con la intensión de que se le brinde la atención 

debida a este delito, en palabras de Andrees38:  

“Aún es complicado tener éxito en un proceso judicial contra individuos que ocasionan 

tal sufrimiento a tantas personas. Esto debe cambiar. Debemos garantizar que el 

número de víctimas no aumente durante la actual crisis económica, en la cual las 

personas son cada vez más vulnerables a esta práctica nefasta” (Lara, 2012, pág. s/p). 

  

                                                           
38 Beate Andrees, Directora del Programa Especial de Acción para Combatir el Trabajo Forzoso de la OIT. 
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4.2.2 ORGANIZACION INTERNACIONAL PARA LAS MIGRACIONES  
En 1951 se crea la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) tiene como 

principio fundamental la migración en forma ordenada y en condiciones humanas 

beneficia a los migrantes y a la sociedad. Es la principal organización internacional 

dedicada a este fin, teniendo estrecha colaboración con asociados gubernamentales 

y no gubernamentales.  

Cuenta con 155 Estados Miembros, 12 Estados que gozan del estatuto de 

observador y oficinas en más de 100 países, la labor de la OIM consiste en cerciorarse 

de una gestión ordenada y humana de la migración; promover la cooperación 

internacional sobre cuestiones migratorias; ayudar a encontrar soluciones prácticas a 

los problemas migratorios; y ofrecer asistencia humanitaria a los migrantes que lo 

necesitan, ya se trate de refugiados, de personas desplazadas o desarraigadas (OIM 

& Ministro de Relaciones Exteriores y Culto Argentina , 2012, pág. s/p). 

En un estudio realizado en 2011 la OIM detectó el aumento de personas 

víctimas de trata de personas, por lo que ha contribuido a establecer los primeros 

mecanismos de detección, asistencia e impartición de justicia respecto de este delito, 

mediante la colaboración con autoridades nacionales, representaciones consulares, 

asociaciones civiles, órganos autónomos de derechos humanos y otros organismos 

internacionales.  

La OIM es autor del Programa de Asistencia Directa a Víctimas de Trata, 

especialmente Mujeres, Niños y Niñas, en la Ciudad de México y en Tapachula, 

Chiapas. Este programa procura la protección inmediata de las víctimas, identificando 

sus necesidades básicas a corto y mediano plazo, y otorgándoles asistencia directa e 

integral durante su reintegración en sus países de origen o en México, incluyendo las 

gestiones para garantizar el retorno voluntario y seguro a sus comunidades, con la 

recepción de la OIM en el país de origen y el seguimiento continuo del caso. Dicho 

programa de 2005 a 2009 (véase, Figura 4) brindo  asistencia a un poco más de 165 
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personas víctimas de trata o tentativa de trata39, de esta cifra la mitad son mujeres y 

niñas (Le Goff & Lothar, 2011, pág. 12).  

Figura 4. Víctimas de trata de personas detectadas por la OIM 

 

Nota: (ibídem, págs. 12-13) 

 

 Gracias a estos datos la OIM ha permitido comprobar que la trata de personas 

es un fenómeno que afecta tanto a mujeres como a hombres; no obstante, siguen 

siendo las mujeres el grupo de mayor incidencia, véase la siguiente Figura:  

Figura 5. Trata de personas por Género 

 

Nota: de elaboración propia con datos de la OIM  

                                                           
39 La trata en tentativa se refiere a la falta de consumación del delito; es decir, puede incluir el enganche o el 
traslado de las personas, o ambas etapas del delito de trata, sin llevarse a cabo la explotación. (Le Goff y Lothar, 
2011, pág. 12)  

hombres 
20%

mujeres 
80%

hombres mujeres 
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También se puede destacar la trata de tipo internacional, que implicó el cruce 

de fronteras internacionales, contra la variante interna de trata en la que el delito inició 

y se desarrolló en su totalidad en México, véase, Figura 6:  

Figura 6. Tipo de Trata de Personas 

 

Nota: de elaboración propia con datos de la OIM  

respecto a la procedencia de las personas atendidas, encontramos una gran variedad 

de nacionalidades, ya que se registraron 12 países de origen (véase, Figura 7), siendo 

Guatemala la de mayor índice de personas víctimas de trata.  

76%

24%

Trata Internacional Trata Interna (México) 
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Figura 7. Nacionalidad de las personas asistidas por la OIM México

 

Nota: de elaboración propia con datos de la OIM (Le Goff & Lothar, 2011, pág. 49). 

En cuanto a la edad de las víctimas, nos encontramos ante un rango 

abismalmente amplio, que va desde los 2 meses hasta los 50 años. En general, vemos 

que la población más afectada fueron los menores de edad, aunque también se 

registraron casos de hombres y mujeres de entre 30, 40 y 50 años, lo que nos permite 

descartar el mito de que sólo las personas jóvenes se pueden ver expuestas a la trata 

de personas, como se observa en la Figura siguiente:  



 

 186 

Figura 8. Edad de las Víctimas 

 

Nota: de elaboración propia con datos de la OIM  

La trata de personas es una de las peores formas de violación a los derechos 

humanos, puesto que mercantiliza a las personas víctimas, reduciéndolas a una 

condición de objetos. La OIM ha hecho un gran esfuerzo para apoyar a las víctimas de 

este delito, aunque aún falta mucho por hacer. Lo esencial es erradicar tan terrible 

crimen para así evitar que más seres humanos caigan en redes traficantes.  

4.2.3 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD  
La Organización Mundial de la Salud (OMS) es un organismo especializado de las 

Naciones Unidas fundado el 7 de abril de 1948, cuyo objetivo es desempeñar una 

función de liderazgo en los asuntos sanitarios mundiales, configurar la agenda de las 

investigaciones en salud, establecer normas, articular opciones de política basadas en 

la evidencia, prestar apoyo técnico a los países y vigilar las tendencias sanitarias 

mundiales (Organización Mundial de la Salud, 2015, pág. s/p). 

 En una reseña de la OMS nos podemos percatar de lo limitado que se encuentra 

el conocimiento en cifras de las personas víctimas de este delito, así como de las 

consecuencias que trae consigo. Dicha reseña realizada en el 2012 se identifica 16 

estudios, todos ellos centrados en la violencia y los problemas de salud sufridos por 

mujeres y niñas víctimas de trata. La mayoría de los estudios se concentraron en la 

menores de edad 18- 30 40 y 50 
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trata para trabajo sexual forzado y solo dos incluyeron datos sobre la trata para la 

explotación laboral. Pudiendo notar la limitada atención que se ha otorgado a las 

víctimas, además de la desinformación que se tiene de la trata de personas con fines 

de extracción de órganos, siendo esto preocupante, este delito está evolucionando 

bastante rápido, al grado de ir cubriendo otros sectores de necesidad para la sociedad 

del siglo XXI (Organización Mundial de la Salud, 2013, pág. s/p). 

Como como se advierte en las investigaciones de la OMS respecto a la trata y 

sus consecuencias que se han ocupado casi  exclusivamente de la explotación sexual, 

centrándose generalmente en la salud sexual (especialmente en relación con la 

infección por el VIH) por lo mismo siguen siendo escasos los conocimientos acerca de 

los riesgos para la salud (véase, Cuadro 22) y las consecuencias en las personas 

víctimas de trata para fines distintos del trabajo sexual.  

 

Nota: de elaboración propia con datos de la OMS (Organización Mundial de la Salud, 2013, pág. s/p) 

 Aunque es importante conocer las consecuencias sanitarias que conlleva este 

delito, lo que es más importante para el presente trabajo es conocer un fenómeno que 

por muchas años se ha considerado un mito al igual que la trata de personas, se le 

denomina tráfico de órganos, fenómeno causado por el aumento de personas que 

necesitan órganos y la escases de ellos han hecho que esta práctica vaya en aumento, 

sustentada de igual forma por el crimen organizado. 

 La mala salud mental es un predominante y persistente efecto de salud adverso asociado 

con la trata de personas.  

o Entre las consecuencias psicológicas figuran:  

 depresión; trastorno por estrés postraumático y otros trastornos de 

ansiedad; ideas suicidas; y trastornos somáticos, como dolor incapacitante 

o disfunción física. 

 El uso forzado u obligado de drogas y alcohol es frecuente en la trata con fines de 

explotación sexual. Las drogas y el alcohol pueden ser utilizados para controlar a las personas 

y aumentar las ganancias, o usados por la víctima de trata para hacer frente a su difícil 

situación. 

 El aislamiento social impuesto, por ejemplo la prevención del contacto con los familiares o 

la restricción de los movimientos de la persona, se utiliza para mantener el dominio sobre las 

personas en situación de trata, como se utiliza igualmente la manipulación emocional mediante 

amenazas y promesas falsas. 

 

Cuadro 22. Efectos sobre la salud, asociados a la Trata de Personas 
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 Se debe distinguir entre tráfico de órganos y la trata de personas con fines de 

extracción de órganos, el primero únicamente se refiere al comercio de órganos ya sea 

de personas vivas o muertas, en cambio la segunda incluye los elementos del delito 

de la trata de personas como es la captación, traslado y como fin la extracción (Galán, 

2014, pág. 25). 

Se está en presencia de un negocio bastante lucrativo en el mercado negro, la 

necesidad de las personas los orilla a vender pedazos de su cuerpo para sobrevivir, 

pagar deudas o alimentar a sus hijos, además de que la demanda se ha incrementado 

al existir solo de 3 a 4 donadores por cada millón de personas; mientras siga existiendo 

demanda la oferta se mantiene; por lo que al igual que en el delito de trata de personas 

con fines de explotación sexual, debería lucharse para reducir la demanda y con esto 

ir combatiendo este delito.  

Es de esta forma como miles de personas son ingenuamente engañadas, 

muchas de ellas no logran salir con vida de este proceso, y aquellas que lo logran, 

reciben menos de la mitad del dinero que los traficantes cobran por órgano (véase 

Figura 9) o en el peor de los casos no reciben el dinero o no completo, ni los cuidados 

post operatorios que acordaron o se les extirpa más del órgano acordado, y dado que 

la venta de órganos o la donación con una remuneración está prohibida, los 

vendedores no pueden emprender acciones legales si no se cumplen la garantías 

acordadas (Manríquez Martínez, 2013, pág. 64).  
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Figura 9. Costo en Internet por Órgano 

 

Nota: fuente (Ruiz, 2013, pág. S/P) 

 Luc Nöel coordinador de trasplantes de la OMS reconoce:  

“Que en el mundo solo se realizan legalmente el 10% de los trasplantes necesarios, en 

Europa 60.000 personas están en lista de espera para un trasplante y mueren 10 

personas al día por escasez de órganos. La "estrella" del tráfico de órganos es el riñón. 

Algunas organizaciones creen que constituye hasta el 75% del mercado ilegal” 

(Salazar, 2014, pág. s/p). 

La OMS en la asamblea mundial del 2010 refirió lo siguiente,  la escasez de 

órganos disponibles no sólo ha llevado a muchos países a elaborar procedimientos y 

sistemas destinados a aumentar la oferta, sino que también ha estimulado el tráfico 

comercial de órganos humanos, sobre todo de donantes vivos no emparentados con 

los receptores. Las pruebas de la existencia de ese comercio, y del tráfico de seres 

humanos que lo acompaña, se han hecho más evidentes en los últimos decenios. 

Además, la facilidad cada vez mayor para las comunicaciones y viajes internacionales 
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ha llevado a muchos pacientes a viajar al extranjero para acudir a centros médicos que 

hacen publicidad de su capacidad para realizar trasplantes y suministrar órganos 

donados por una tarifa única que lo incluye todo (OMS, 2010, págs. 2-3). 

4.2.4 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito  
La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) es un líder 

mundial en la lucha contra las drogas ilícitas y la delincuencia internacional, además 

de estar encargada de ejecutar el programa principal de las Naciones Unidas contra el 

terrorismo. La UNODC fue establecida en 1997. La labor de la UNODC consiste en 

educar a las personas en todo el mundo sobre los peligros del uso indebido de drogas 

y fortalecer las intervenciones internacionales contra la producción y el tráfico de 

drogas ilícitas y la delincuencia relacionada con las drogas (ONUV, 2015, pág. s/p).  

 El primer informe presentado por la UNODC sobre la trata de personas fue 

publicado en el 2012, este fue uno de los resultados del Plan de Acción Mundial de las 

Naciones Unidas para combatir la trata de personas, que fue aprobado por la 

Asamblea General en 2010. Este plan encomendó a la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito la tarea de reunir información y presentar informes bienales 

sobre las características y corrientes de la trata de personas en los planos mundial, 

regional y nacional.  

Dicho informe fue el primero en su clase, el informe consiste un resumen global 

de las características y corrientes de la trata de personas, que incluye una  descripción 

de los perfiles de los autores y las víctimas de ese delito, las formas de explotación 

que emplean los tratantes, asimismo se hacen exámenes más detallados de las 

características y corrientes de la trata por regiones, y se examinan las medidas que 

han adoptado los países para combatir la trata de personas y los progresos que han 

realizado desde que entró en vigor el Protocolo contra la trata de personas en 2003 

(UNODC, 2012, pág. 2).  

Según la UNODC (2012) entre 2007 y 2010 la mayoría de las víctimas de trata 

de personas que se detectaron a nivel mundial eran mujeres. Si bien la proporción 

exacta del total varía ligeramente de un año a otro, en el período examinado las 

mujeres representaron entre el 55% y el 60% del total de víctimas detectadas. 
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Las mujeres son mayoría entre las víctimas de trata a nivel mundial como ya se 

ha visto que esto es un punto en común, en los estudios e informes presentados por 

las organizaciones internacionales antes vistas. Ahora bien, la proporción de mujeres 

de todas las edades entre las personas víctimas de trata no ha cambiado radicalmente, 

pues la disminución del número de mujeres entre las víctimas detectadas se 

contrarrestó en parte por el aumento del número de niñas. El número de niñas víctimas 

de trata detectadas aumentó en el período 2007-2010, durante el cual las niñas 

constituyeron entre el 15% y el 20% del total de víctimas detectadas. 

En el mismo período, el número de hombres víctimas de trata permaneció estable 

o aumentó ligeramente: entre el 15% y el 18% de las víctimas de trata detectadas 

fueron hombres. El número de niños víctimas de trata fue relativamente estable en el 

período examinado. Los niños constituyeron entre el 8% y el 10% del total de víctimas 

detectadas. De lo anterior destaca la siguiente Figura.  

Figura 10. Sexo de las víctimas detectadas a nivel mundial, 2009 

 

Nota: gráfico de la UNODC (2012, pág. 3) basado en los datos presentados por los países 

Al comparar las regiones examinadas en este informe se observa que los países 

de África y el Oriente Medio, así como los de Asia meridional y Asia oriental y el 

Pacífico, detectan más casos de trabajo forzoso, mientras que los países de América, 

Europa y Asia central detectan más casos de explotación sexual. Al comparar todos 

los casos detectados en el mundo, se observa que la trata de personas con fines de 
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explotación sexual es más frecuente que la trata con fines de trabajo forzoso (véase, 

Figura 11).  

Figura 11. Formas de Explotación, porcentajes del número total de víctimas 
detectadas por región, 2007-2010. 

 

Nota: gráfico de la UNODC (2012, pág. 6) basado en los datos presentados por los países. Como 

se observa el trabajo forzoso está aumentando rápidamente. Esto podría deberse a que muchos países 

han incrementado su capacidad para detectar la trata con fines de trabajo forzoso, además de que ya 

no se concibe a la trata de personas solo para fines de explotación sexual.  

La tabla anterior es respecto al informe de 2012, en 2014 la UNODC publico 

otro informe en el cual se sigue observando que la mayoría de las víctimas de la trata 

son objeto de explotación sexual, pero va aumentando la detección de otras formas de 

explotación como ya se mencionó, por ejemplo la trata con fines de trabajo, también 

va en aumento la trata de niños para el combate armado, la comisión de delitos 

menores o la mendicidad forzada, pueden constituir serios problemas en algunos 

lugares, aunque desde un punto de vista mundial todavía son fenómenos 

relativamente limitados. Además de que se observan diferencias regionales notables 

en cuanto a las formas de explotación. Mientras que en Europa y Asia Central la trata 

con fines de explotación sexual es la principal forma detectada, en Asia Oriental y el 

Pacífico es la explotación con fines de trabajo forzoso. En América se detectan 

porcentajes casi idénticos de ambos tipos de trata (véase, Figuras 12). 
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Figura 12. Formas de explotación entre las víctimas de la trata detectadas, (2011*) 

 

Nota: gráfico de la UNODC (2014, pág. 9) basado en los datos presentados por los países. 

*debe tenerse en cuenta las diferencias regionales en cuanto a la capacidad de detección y las 
definiciones de cada región, particularmente la del trabajo forzoso.   

 

El delito de trata de personas afecta a prácticamente todos los países de todas 

las regiones del mundo (véase, Mapa 3). En los dos informes de la UNODC entre 2007 

y 2010 se detectaron víctimas de 136 nacionalidades distintas en 118 países de todo 

el mundo, y la mayoría de los países registraron diversas corrientes de trata. En el 

referido periodo se detectaron unas 460 corrientes de trata distintas en todo el mundo 

(2012, pág. 7). Ahora bien entre 2010 y 2012 se identificaron víctimas de 152 

nacionalidades diferentes en 124 países de todo el mundo. Además, las corrientes de 

la trata de personas, en forma de líneas imaginarias que conectan el mismo país de 

origen y de destino de al menos el 5% de las víctimas detectadas, atraviesan el mundo 

(2014, pág. 7). 
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Mapa 3. Principales zonas de destino de la corriente de trata transregional y origenes principales (2010- 2012) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota: figura de la UNODC (2014, pág. 7). La mayoría de las corrientes de trata son intrarregionales40, casi una cuarta parte de las víctimas fueron 

trasladadas de una región a otra, y aproximadamente el 27% permaneció en el mismo país (es decir, en su país de origen).

                                                           
40 INTRARREGIONALES, Se limitan a una sola región (UNODC, 2012, pág. 7). 
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Lo que diferencia él informe de la UNODC de 2012 del de 2014, así como de los 

de las demás organizaciones estudiadas es el apartado donde se indica el avance que 

se ha tenido respecto a la legislación y procesamiento del delito de trata de personas. 

Nos indica que si bien más del 90% de los países ya tipificaron como delito a la trata 

de personas, y otros tantos han creado leyes nuevas o actualizado las existentes 

desde la entrada en vigor del Protocolo contra la Trata de Personas de las Naciones 

Unidas en 2003, aún falta mucho por hacer, ya que nueve países aún carecen por 

completo de legislación en esta materia, mientras que otros 18 cuentan con legislación 

parcial que únicamente ampara a algunas víctimas o solamente prevé ciertas formas 

de explotación (veáse, Figura 13). Algunos de esos países son grandes y están 

densamente poblados, por lo que más de 2.000 millones de personas carecen de la 

protección total que se contempla en el Protocolo contra la Trata de Personas 

(UNODC, 2014, pág. s/p).  

Figura 13 Tipificación de la trata de personas como delito específico,  
porcentajes y número de países (2003- 2014) 

 

Nota: gráfico de la UNODC (2014, pág. 12) basado en los datos presentados por los países. 
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Un dato que también se especifica en el informe de 2014 es la forma de actuación 

de los delincuentes que cometen delitos de trata de personas,  no siempre es mediante 

grupos o con un socio, también pueden actuar solos o en redes de diversas índoles.  

“Una sola persona puede llevar a cabo fácilmente la trata de seres humanos sin precisar 

una gran organización. Esto es particularmente cierto si el delito solo afecta a unas pocas 

víctimas que son objeto de explotación a nivel nacional. No obstante, las operaciones de 

trata también pueden ser complejas y muchos delincuentes pueden estar involucrados 

en ellas” (UNODC, 2014, pág. 14). 

De lo anterior y gracias a la UNODC podemos decir que mientras mayor sea el 

número de personas se requeriría una organización mayor, y generalmente estarán  

vinculadas con la delincuencia organizada. El carácter transnacional de las corrientes, 

la victimización de un mayor número de personas al mismo tiempo y el carácter 

duradero de la actividad delictiva son indicios del nivel de organización de la red de 

trata que actúa en cada corriente. A partir de esta base se está creando una tipología 

que incluye tres tipos diferentes de trata de personas según su organización (véase, 

Cuadro 23) (2014, pág. 14). 

Cuadro 23. Tipología respecto de las organizaciones de la trata de personas 

Nota: grafico de la UNODC (2014, pág. 14). 
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4.3. Definición, Trata de Personas.  

El aumento del crimen organizado y desapariciones de mujeres, fue la forma en la cual 

la comunidad internacional se vio presionada y considero la necesidad de definir y 

tipificar la trata de personas, fue compleja la evolución legal del termino Trata de 

Personas, en primera instancia el término “trata de blancas” quedó en desusos por no 

corresponder a la realidad de desplazamiento, tampoco a la naturaleza y dimensiones 

de los abusos inherentes ha dicho fenómeno. Comenzó así el uso del término tráfico 

humano o tráfico de personas, esto para referirse al comercio internacional de 

hombres, mujeres y menores de edad, aunque dicho concepto es un término incorrecto 

porque el fenómeno de trata no solo consta del traslado o cruce de personas de forma 

ilegal de un país a otro, como se verá más adelante fue hasta el siglo XX que la 

comunidad internacional logró establecer una definición más precisa de la trata de 

personas (Comisión Nacional de los Derechos Humanos , 2012, págs. 5-6). 

Para integrar una definición que pudiera ser utilizada a nivel mundial se requirió 

de mucho trabajo y esfuerzo en conjunto de los países miembros y de distintas 

organizaciones internacionales, obteniendo diversidad de resultados, según los 

múltiples contextos por los que se ha ido viviendo (véase, Cuadro 24). 

La CNDH de México (2009, pág. 10) menciona que fue en diciembre del año 

2000, durante la Conferencia Mundial convocada por la ONU que las naciones firmaron 

la Convención de las Naciones unidas contra el Crimen Organizado Transnacional y 

sus dos Protocolos complementarios uno contra la trata de personas y un segundo 

contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire. Así la comunidad internacional 

logro consensuar una definición que estuviera acorde con la magnitud y formas que 

estaba tomando el fenómeno e incluso que lo diferenciara del tráfico ilícito de 

migrantes.   
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Cuadro 24. Evolución del concepto de Trata de Personas 

1904. Paris, Francia 

Acuerdo Internacional para Asegurar una Protección Eficaz contra el Tráfico Criminal 

Denominado Trata de Blancas. Por primera vez, se firmó en París un convenio sobre la trata de 

blancas. 

1949. 

Convenio para la Represión de la Trata de Personas y la Explotación de la Prostitución Ajena Se 

sustituyó el término trata de blancas por trata de personas, abrogo todos los convenios existentes, 

no define el concepto y sanciona únicamente la explotación sexual   . 

1993. Viena, Austria  

Conferencia de Derechos Humanos. Por primera vez se recopila información basad en casos de 

trata de mujeres extranjeras procesados en distintos países europeos en los cuales se 

evidenciaron violaciones a los derechos humanos. Como resultado de esta Conferencia se 

determinó que la Trata de Personas es una violación a los derechos fundamentales. 

1995. Beijing, China  

Cuarta Conferencia Internacional de la Mujer. Se presentan los primeros casos de trata de 

mujeres con fines de explotación sexual, particularmente de mujeres de Colombia, Benin y los 

Balcanes. Como resultado, se incluye el tema de la Trata de Personas en dos artículos de la 

Declaración de Beijing. 

1996  

Por iniciativa de la Relatadora de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra la Mujer, Radica 

Coomasasway, se realiza el primer diagnóstico mundial sobre el tema de la trata, recopilando 

información de los diferentes estados y autoridades, organizaciones internacionales y ONG´s 

sobre casos y víctimas. Los resultados de esta investigación convencieron a muchos gobiernos 

de la necesidad de combatir el problema mediante la elaboración de instrumentos internacionales 

específicos. 

1997-2000 

Representantes de unos cien Estados trabajaban en Viena en la elaboración de la Convención 

contra el Crimen Organizado Transnacional y el Protocolo contra la Trata. 

Diciembre del 2000. Palermo, Italia  

En el marco de una Conferencia Mundial convocada por la ONU, 147 países firman la 

Convención de las Naciones Unidas contra el Crimen Organizado Transnacionales y sus dos 

Protocolos Complementarios, uno contra la Trata de Personas, en especial de Mujeres y Niños y 

un segundo el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire.  

Septiembre de 2003  

Entra en vigor la Convención al haber sido ratificada por más de 40 Estados. Lo mismo acontece 

con el Protocolo contra la Trata el 25 de Diciembre de 2003. 

Nota: elaboración propia, fuente: Comisión Nacional de Derechos Humanos (2009, pág. 11) 
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Es necesario prestar atención al Cuadro anterior en la cual se indica las 

vicisitudes que tuvo la conceptualización del delito de trata de personas, el cambio más 

importante que se puede notar se da en el año 2000, cuando la comunidad 

internacional considera ineludible la creación de una definición integra y precisa de la 

trata de personas. 

Es ese preciso momento en el cual se establece una definición consensuada a 

nivel internacional sobre el concepto “trata de personas”, donde se incluye diferentes 

modalidades de explotación como la sexual, laboral y la referente a la extracción de 

órganos, y se contempla a cualquier persona (mujer, hombre, niña, niño o adolescente) 

como posible víctima. La definición creada se utilizó como base sobre la cual los 

distintos Estado tipificarán el delito de la Trata, esto para que se pudiera sancionar en 

su respectivo derecho interno (Rivero, 2012, pág. s/p). 

La definición quedo prevista en el Protocolo de Palermo por su nombre 

Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente 

Mujeres y Niños, complemento de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Trasnacional, el concepto dado en el artículo 3° inciso a) del 

documento antes citado será el utilizado a lo largo de esta investigación, el cual a la 

letra dice:  

“Por “trata de personas” se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida 

o la recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras 

formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación 

de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el 

consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de 

explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución 

ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la 

esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o a la extracción de 

órganos” (ONU, 2004, págs. 44-45). 
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4.3.1. Elementos que constituyen la Trata de Personas. 

De acuerdo con el Protocolo de Palermo, la definición de la trata de personas se 

compone de tres elementos que están intrínsecamente ligados entre sí: la acción o 

actividad, los medios y el propósito o fin, los cuales, forzosamente, deberán confluir 

para configurar el delito. El primer elemento a definir es la ACCION: el cual se define 

como aquel acto u actividad que realiza el tratante como lo es la captación, el 

transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, en el siguiente cuadro 

se define a cada una de las acciones contenidas en la definición. 

Cuadro 25. Acciones contenidas en el concepto de Trata de Personas 

Acción  Descripción  

Captación  Significa hacerse de un recurso-humano- que pase a formar parte de la 

propiedad del individuo que lo obtiene. Para lograr dicha propiedad, el 

individuo recurrirá a una serie de métodos que serán abordados 

posteriormente. 

Transporte  Se refiere al medio físico a través del cual se moviliza a una o varias 

personas; puede ser automóvil, avión, tren, etc.  

Traslado  Es la acción de reubicar lugar tras lugar a una o varias personas  

Acogida  Este término en particular presenta una divergencia conceptual. El 

termino original en el idioma ingles es harbouring, que literalmente 

significa, albergar; sin embargo, en español, se decidió utilizar la palabra 

acoger, cuyo significado es más acercado a proteger, cuidar; sentido 

contrario al que se pretende reflejar. Acoger en estos términos, será 

entendido en adelante, como resguardar. 

Recepción  Este proceso se refiere a la acción de tomar en custodia a una persona, 

ya sea para proceder a su resguardo o para trasladarla a otro lugar. 

Nota: elaboración propia, fuente: (Gonzalez, 2014, pág. 48). 

Cada una de las acciones referidas, puede repetirse varias veces o incluso, no 

suceder ni una sola vez. Se debe destacar que en la definición se utilizan comas y al 

final se agrega la conjunción “o”, esto significa que una es independiente de la otra y 

que no se necesitan realizar todas y cada una de ellas para ser parte del proceso de 

comisión del delito.  
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MEDIO: es la manera en la cual se lleva a cabo, “…recurriendo a la amenaza o al uso 

de la fuerza u otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al "abuso de 

poder o de una situación de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o 

beneficios”, de igual forma en el siguiente cuadro se define el contenido de las formas 

por las que se realiza este delito, en este punto es necesario aclarar que los medios 

que se describen a continuación conllevan en su desarrollo el abuso de poder o de 

una situación de vulnerabilidad. 

Cuadro 26. Medios por los cuales se comete el delito de Trata de Personas 

Medio  Descripción  

Coacción  Es ejercida en contra de las víctimas a través de la amenaza directa 

o indirecta hacia la víctima, es decir, con la amenaza de lastimarla 

de algún modo físico o moral o quizás a familiares o amigos.  

Fraude  Se presenta usualmente en cuestiones laborales; se ofertan trabajos 

inexistentes o bien se prometen beneficios y no se cumplen. 

Uso de la fuerza Secuestro: tomar por la fuerza y de forma violenta a una persona y 

mantenerla en resguardo, en contra de su voluntad (privación 

violenta de la libertad). 

Rapto: conlleva la voluntad de la víctima, quien en ese momento, no 

se asume como tal; ello puede involucrar casos tradicionales en los 

que el novio rapta a la novia (también puede tratarse de un menor). 

Nota: elaboración propia, fuente: (Gonzalez, 2014, pág. 49). 

FIN: es el objetivo de la explotación, “…para obtener el consentimiento de una 

persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esta explotación 

incluirá, como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de 

explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas 

análogas a la esclavitud, la servidumbre o a la extracción de órganos”  

Todas las acciones realizadas con anterioridad, tienen como finalidad última, 

explotar a la persona de forma sistemática y continua. Paradójicamente, la Convención 

de las Naciones Unidas contra la delincuencia Organizada Transnacional, no define lo 

que se entiende por explotación, simplemente se menciona y se plasman ejemplos de 
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dicha explotación. Provocando lagunas legales, vulnerando la justicia en algunos 

casos. 

La Real Academia Española, define el verbo explotar  

“(Del fr. exploiter, sacar provecho [de algo]). 

1. tr. Extraer de las minas la riqueza que contienen. 

2. tr. Sacar utilidad de un negocio o industria en provecho propio. 

3. tr. Utilizar abusivamente en provecho propio el trabajo o las cualidades de otra 

persona” (Diccionario de la Real Academia Española, 2015, pág. s/p).  

4.3.2 Tipos de Explotación.  

A continuación se define cada una de las formas de explotación contempladas en el 

Protocolo, las cuales se retoman del documento nombrado análisis de algunos 

conceptos básicos del protocolo contra la Trata de Personas, publicado por la Oficina 

de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (veáse, Cuadro 27) (Convención de 

las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 2010, pág. 

s/p). 

Cuadro 27. Tipos de Explotación. 

Tipos de Explotación 

de La Convención  

Descripción 

la explotación de la 

prostitución ajena u 

otras formas de 

explotación sexual 

Como hace mención la ley modelo de la UNODC sobre trata de 

personas (Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 

2010, pág. s/p).  

1. Por explotación de la prostitución ajena, se entiende la 

obtención ilegal de beneficios financieros u otros beneficios 

materiales de la prostitución de otras personas. 

2. Por explotación sexual se entiende la obtención de 

beneficios financieros o de otra índole de la participación de 

otra persona en la prostitución, la servidumbre sexual u otros 

tipos de servicios sexuales, incluidos actos pornográficos o 

la producción de material pornográfico.  

Los trabajos o 

servicios forzados  

Todo tipo de trabajo o servicio exigido a un individuo bajo la 

amenaza de una pena y para el cual dicho individuo no se ofrece 

voluntariamente (coerción). 
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La esclavitud o las 

prácticas análogas a 

la esclavitud  

Esclavitud 

La convención suplementaria sobre la abolición de la esclavitud  

señala que por “esclavitud” se entiende el estado o condición de las 

personas sobre las que se ejercen todos o parte de los poderes 

atribuidos al derecho de propiedad.  

Sin embargo, se ha debatido mucho al respecto del alcance del 

concepto y en este sentido, UNODC propone utilizar la siguiente 

definición: Por esclavitud se entiende el estado o condición de una 

persona sobre la que se ejerce control en la medida en que la 

persona es tratada como propiedad.  

Y finalmente explica: Otra definición de esclavitud, que se centra en 

lo esencial de ese delito, es decir, en el hecho de tratar como objetos 

a los seres humanos, es “reducir a una persona al estado o 

condición respecto de la cual se ejercen todos o parte de los poderes 

atribuidos al derecho de propiedad. 

Prácticas Análogas a la Esclavitud  

Por prácticas análogas a la esclavitud, se entiende: la servidumbre 

por deuda, la servidumbre de la gleba, el matrimonio servil y la 

explotación de niñas y adolescentes.  

La servidumbre Por servidumbre se entienden las condiciones de trabajo o la 

obligación de trabajar o prestar servicios, situación de la que la 

persona en cuestión no puede escapar y que no puede modificar. 

La extracción de 

órganos  

Claramente, se refiere a la extracción de órganos del cuerpo 

humano para su comercialización. La extracción generalmente es 

involuntaria, aunque la voluntad puede verse viciada, este tipo de 

delito, requiere de los involucrados, un alto grado de especialización 

dada la complejidad de los procedimientos quirúrgicos; pero 

también, requiere de una infraestructura adecuada para la 

conservación y transportación de órganos. 

Nota: elaboración propia. 
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Como se ha observado el concepto de Trata de Personas se ha desarrollado de 

acuerdo al contexto político, social y económico, funcionando como factores clave en 

dicha definición. Además con el análisis de cada uno de los elementos de la definición, 

se destaca que estamos ante un delito múltiple, que por el número de acciones que se 

realizan, así como la cantidad de personas que intervienen en el mismo, suele ser muy 

difícil de investigar o comprobar el delito de Trata de personas, ya que, la autoridad al 

investigar lo hace por cada delito (de los mencionados) en consecuencia no se podrá 

amoldar al tipo impidiendo así la aplicación de la ley, asimismo en México el Derecho 

Penal, se aplica a la literalidad de la palabra no pudiendo haber interpretación de la ley 

por lo que si el delito, no encuadra en el tipo penal, faltándole alguna acción, medio o 

el fin, se dice que no se está en presencia de este delito. Entonces ¿Existe o no existe 

la Trata de Personas?, podemos decir que él cómo la diversas organizaciones deseen 

que se aplique el Protocolo para prevenir y erradicar la Trata de Personas, difiere 

mucho del como los países ratificantes lo aplican dentro de sus competencias, siendo 

un problema aún más grave cuando el delito empieza, desarrolla y culmina en más de 

un país, pudiendo decir que estamos ante la presencia de uno de los delitos más 

confusos y complejos de todos los tiempos a nivel mundial. 

4.3.3 Diferencias y similitudes: Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de 

Personas 

Como ya se ha comentado la trata de personas tiene como objeto único la explotación 

de la persona, y aunque muchas veces, suele confundirse con el tráfico ilícito de 

personas, esto es un error, ya que, este último su objeto es el traslado ilegal de 

migrantes. Aunque para poder llevarse a cabo la trata no es necesario que la víctima 

salga de su país de origen o cruce alguna frontera para que se configure el hecho 

delictivo, mientras que si lo es para la comisión del delito de tráfico. 

En el protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por Tierra, Mar y Aire en su 

artículo 3°, define al tráfico como la facilitación de la entrada ilegal de una persona a 

un Estado del cual dicha persona no sea nacional o residente o indirectamente, un 

beneficio de orden material. 

Se debe aclarar que no todos los casos de tráfico de personas implican trata de 

personas o viceversa, pero como se veía en un inicio existe un gran número de casos 
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en los que ambos delitos se conjuntan, aquí la confusión de que delito se debe juzgar 

o darle mayor importancia, o el por qué se desconoce el gran número de delitos de 

trata de personas que se da en la actualidad, recordemos que estamos ante la 

presencia de un delito múltiple.  

En el siguiente cuadro se expondrá las principales diferencias entre la trata y el tráfico 

de personas:  

Cuadro 28. Diferencias entre trata y tráfico de migrantes 

 TRATA DE PERSONAS TRÁFICO ILÍCITO DE 
MIGRANTES 

CONSENTIMIENTO  Las víctimas consienten el 
traslado, no la explotación.  
El traslado se da bajo engaño, 
abuso y/o coacción.  

El migrante establece contacto 
directo con el traficante 
(pollero o coyote). El traslado 
es voluntario  

DOCUMENTACION  La migración puede darse de 
modo regular o irregular.  

 La migración es irregular. 

TRANSNACIONALIDAD  Puede darse dentro o fuera de 
un país, implicando el traslado 
de una región a otra en un 
mismo país o de un país a otro.  

Siempre es transnacional. 
Implica el cruce de una o más 
fronteras  

PAGO  El factor económico relevante no 
es el dinero para el traslado, sino 
la deuda a la que se somete a la 
persona y que deviene 
explotación.  

El dinero por el traslado es un 
factor intrínseco. El migrante 
paga por cruzar la(s) fronteras 
(s). 

INTERACCIÓN  La relación entre el tratante y la 
víctima es más prolongada: 
generalmente, una vez llegada 
ésta al destino, inicia o continúa 
la explotación.  

La relación entre el traficante y 
el migrante termina una vez 
que este llega al destino.  

GÉNERO  Las víctimas son mayormente 
mujeres, niños de ambos sexos 
y, en menor grado, hombres. 

Los migrantes son, en su 
mayoría, hombres, aunque hay 
poca diferencia respecto del 
número de migrantes mujeres.  

RIESGOS   Se minimizan los riesgos a la 
salud y la vida durante el 
traslado. Estos son mayores a 
largo plazo, por el impacto físico 
y psicológico en las victimas. 

Durante el traslado hay 
mayores riesgos para la salud y 
la vida.  

BIEN JURÍDICO 
PROTEGIDO  

Es un delito contra las personas. 
Atenta contra la vida, libertad, 
dignidad, integridad y seguridad 
de las víctimas.  

Es fundamentalmente un delito 
contra el Estado: violenta su 
soberanía.  

 

Nota: de elaboración propia, fuente: (Helene Le Goff & Thomas Lothar Weiss, 2011, pág. 24 y 25 ) 
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4.4  Marco Jurídico Internacional  

La vinculación existente entre la trata de mujeres y la esclavitud tiene como finalidad 

establecer medidas de cooperación internacional para poder darle una solución a esta 

grave problemática que crece día con día; aunque no todos los convenios y tratados 

realizados se orientaron con la finalidad de proteger a las víctimas, ni a la 

responsabilidad penal que deben (debían) tener los explotadores, además de que cada 

uno de los nuevos acuerdos redactados va completándose del anterior, adaptándose 

a las diferentes épocas y contextos, por lo que podemos decir que no existirá un 

instrumento legal completamente adaptado a las necesidades jurídicas que van 

naciendo por este delito.   

4.4.1 Antecedentes  

Con el paso de los años la esclavitud se fue aboliendo, ya que muchos países 

comenzaron a considerar a la esclavitud como una práctica poco redituable, a 

mediados del siglo XVIII surgieron grandes movimientos abolicionistas, desde la 

Revolución Industrial que poco a poco fue desplazando la mano de obra humana por 

las maquinas, produciendo a su vez una reacción humanitaria y nace una corriente 

antiesclavista con autores como Locke, Voltaire y Rousseau; ellos declararon que la 

esclavitud atentaba contra la dignidad y derechos de los seres humanos. Inglaterra a 

la cabeza de la lucha antiesclavista, funda en 1765 la Sociedad Antiesclavista y en 

1815 nace el principio de abolición contra la esclavitud; cómo podemos observar 

distintos individuos, grupos cívicos y religiosos, comenzaron a demandar la eliminación 

de la esclavitud, siendo esta una iniciativa del progresismo occidental en los derechos 

individuales (Welton, 2008, pág. 56), lo que es cierto es que estas medidas lo único 

que consiguieron fue imponer las primeras restricciones legales internas a las 

esclavitud y al comercio de esclavos.  

Welton en su artículo menciona que los tratados más importantes que 

abordaron de manera más persistente a la esclavitud se aprobaron hasta el siglo XX, 

pero su eficacia dependía de su reconocimiento y de la eliminación de los factores 

económicos y militares que seguían respaldando a este fenómeno social (2008, pág. 

57), esto solo logro un éxito parcia y se ve reflejado hasta nuestros días, ya que, las 

medidas para abolir el comercio de esclavos eran/son casi exclusivamente del dominio 
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de la ley de cada país, anexando a esto los nuevos fenómenos que se han dado como 

lo son el tráfico de seres humanos y el que nos atañe en el presente trabajo, la trata 

de personas.  

Para poder entender cómo se fue dando la creación de Antes de la cooperación 

Internacional se puede observar que las medidas para abolir el comercio de esclavos 

en el siglo XIX eran casi exclusivamente del dominio de la ley interna, lo anterior 

significa que eran los gobiernos de cada país los encargados de realizar dichos actos, 

casi siempre por la presión que realizaban las protestas contra la esclavitud, por 

ejemplo:  

En Inglaterra, surgió motivado al caso del esclavo James Somerset, el cual 

había escapado, sido recapturado para ser llevado a Jamaica y ser vendido, gracias a 

Granville Sharp (1735– 1813, considerado de los primeros activistas que demando la 

abolición del tráfico internacional de esclavos), ante el juez Mansfield presidente del 

tribunal supremo de 1772 se concluye que al no reconocerse la figura de la esclavitud 

en ninguna ley común así como en ninguna ley realizada por el parlamento, la 

esclavitud era por tanto ilegal (Brion Davis, 1975, pág. s/p). Mansfield al respecto 

dictamina: 

“El estado de esclavitud es de tal naturaleza que es incapaz de ser introducido en 

cualquier razón, moral o política, sino solo por medio de la ley positiva, que conserva 

su fuerza mucho después que la razón, la ocasión y el momento mismo en que fuese 

creada son borrados del recuerdo; es tan aborrecible que no puede tolerarse nada que 

la apoye, más que la ley positiva… por consiguiente el negro debe ser liberado” 

(Landau, 2002, pág. s/p). 

Lo anterior aun cuando no abolió la esclavitud ni declaro ilegal poseer esclavos 

en Inglaterra o en sus colonias, el caso Somerset fue un éxito publicitario para la causa 

antiesclavista, aunque solo fuera en la Gran Bretaña de aquella época  (Outram, 2009, 

págs. 95- 96), fue hasta 1833 que Gran Bretaña abolió la esclavitud en todos sus 

territorios. 

Otro antecedente interesante lo es la potencia mundial Estados Unidos, si bien 

es cierto que hasta 1808 la importación de esclavos africanos era ilegal y la esclavitud 
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fue ilegalizada a principios del siglo XIX, esta continúo siendo predominante en áreas 

sureñas por razones económicas, hasta los años 1860. (Welton, 2008, pág. 57)  

Fue Abraham Lincoln el que en 1863 libero a los esclavos de los Estados 

Confederados que aún se hallaban en rebeldía, proclamando la XIII enmienda, 

propuesta el 31 de enero de 1865 y su ratificación tuvo lugar el 6 de diciembre de ese 

mismo año, consumando con esta la abolición de la esclavitud en los Estados Unidos,  

la XIII a la letra dice:  

“Ni la esclavitud ni la servidumbre involuntaria existirá en los Estados Unidos o en 

cualquier lugar sujeto a su jurisdicción, salvo como castigo por un delito del cual la 

persona haya sido debidamente juzgado” (Departamento de Estado de los Estados 

Unidos, 2004, pág. 76). 

A la par de la XIII enmienda se promulga la XIV enmienda que tenía como 

propósito que los exesclavos se convirtieran en ciudadanos, tanto de los Estados 

Unidos como del estado en el cuan vivían y protegerlos de cualquier discriminación, 

aunque poco se hizo en este ámbito y aun en nuestros días la población afro-

americana, padece de estos males.  

Existen más ejemplos de cómo los países fueron aboliendo la esclavitud, en el 

caso del Estado Mexicano, fue el Decreto contra la esclavitud, las gabelas y el papel 

sellado, fue expedido el 6 de diciembre de 1810 en Guadalajara, Nueva Galicia (hoy 

Jalisco) por el jefe insurgente Miguel Hidalgo y Costilla donde declaro abolida la 

esclavitud en América, dentro de la Guerra de Independencia de México. Es la primera 

declaración antiesclavista realizada en todo el continente. (Villoro, 2006, pág. 506). 

De este modo gran parte de los reformistas fueron respaldados por sus 

gobiernos contra la esclavitud, y como consecuencia lentamente la institución de la 

esclavitud, la captación, importación, comercio y traslado de esclavos fue 

disminuyendo. Lo anterior sirva como antecedente para señalar la importancia y 

necesidad del esfuerzo internacional en la creación de Tratados y convenios en la 

materia, el cual no ha sido un trabajo fácil.  
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4.4.2 Instrumentos Jurídicos emitidos por la ONU.  

Sus acciones se cristalizaron en la agenda mundial en la primera parte del siglo XX, 

antes de esto los Estados simplemente se centraban en los casos en los que se 

transportaba a mujeres y niñas a través de fronteras internacionales, con y sin 

consentimiento, estos únicamente tenían como fin la prostitución, es por esto que la 

trata de personas ha estado asociada a la prostitución, quitándole importancia a sus 

demás variables. (La Abolición de la Esclavitud y sus Formas contemporáneas, 2002, 

pág. s/p).  

Los instrumentos jurídicos internacionales (véase, Cuadro 29), son el primer 

paso de la comunidad internacional en la lucha en contra del delito de Trata de 

Personas, tienen como fin garantizar de manera plena el ejercicio y la realización de 

los derechos humanos de toda persona.   



 

 210 

Cuadro 29. Tratados y Convenios de las Naciones Unidas  

TRATADO, CONVENIO O INFORME AÑO 

Acuerdo Internacional para Asegurar una Protección Eficaz contra el Tráfico Criminal Denominado Trata de 

Blancas 1904 

Convenio internacional para la represión de la trata de blancas 1910 

Convenio internacional para la represión de la trata de mujeres y niños 1921 

Convención sobre la Esclavitud 1926 
Convenio Relativo al Trabajo Forzoso u Obligatorio, 1930 
Convenio Internacional para la Represión de la Trata de Mujeres Mayores de Edad 1933 
Protocolo para enmendar el Convenio Internacional para la Represión de la Trata de Mujeres y Niños, de 

1921, y el Convenio para la Represión de la Trata de Mujeres Mayores de Edad, de 1933, y el Convenio 

Internacional para la Represión de la Trata de Mujeres Mayores de Edad, de 1933, 1947 
Declaración Universal de Derechos Humanos 1948 
Protocolo que modifica el Acuerdo Internacional para Asegurar una Protección Eficaz contra el Tráfico 

Criminal Denominado Trata de Blancas, de 1904, y el Convenio Internacional para la Represión de la Trata 

de Blancas, de 1910, y el Convenio Internacional para la Represión de la Trata de Blancas, de 1910. 1949 

Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena 1950 

Protocolo para modificar la Convención sobre la Esclavitud 1953 

Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y 

Prácticas Análogas a la Esclavitud 1956 

Convenio Relativo a la Abolición del Trabajo Forzoso (Convenio Nº 105) de la Organización Internacional del 

Trabajo 1957 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 1966 

Convenio sobre la Edad Mínima de Admisión al Empleo (Convenio Nº 138) de la Organización Internacional 

del Trabajo 1973 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 1979 

Convención sobre los Derechos del Niño 1989 

Convenio sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata para su 

Eliminación (Convenio Nº 182) de la Organización Internacional del Trabajo 1998 

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 2000 

Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños 2000 

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Venta de Niños, la 

Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía 2000 

Informe de la reunión del Grupo de Expertos sobre “Trata de mujeres y niñas” 2002 

Nota: Elaboración propia con fundamento en ONU MUJERES, Tratados y Convenios de las Naciones 

Unidas, (Organización de las Naciones Unidas, 2012, pág. s/p). 

La Trata de Personas como se ha ido presentando es un delito que se remonta 

a siglos y siglos de antigüedad, pero el daño que causa sigue siendo denigrante para 

el ser humano que es víctima de este, el informe mundial sobre la Trata de Personas 

de la UNODC (Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en español), 

ha resaltado la falta de conocimientos sobre este complejo delito de alcance mundial, 

y la necesidad de que los Estados miembros y la comunidad internacional comprendan 

debidamente los alcances del mismo, que muy a pesar de las acciones que se realizan, 

siguen teniendo problemas en detectar la trata de personas así como definirla, ya que 
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varían enormemente de un país a otro, lo que continua provocando importantes 

lagunas de información. (UNODC, 2014, pág. s/p). Como se ha ido viendo es 

primordial tener los suficientes conocimientos sobre el delito de Trata de Personas 

para enfrentarlo de la mejor manera al ser una problemática en constante crecimiento 

y evolución. 

4.4.2.1 PROTOCOLO PARA PREVENIR, REPRIMIR Y SANCIONAR LA 

TRATA DE PERSONAS, ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS 

Dicho instrumento internacional que está contemplado dentro de la Convención contra 

la Delincuencia Organizada Trasnacional, define la Trata e insta a los Estados a crear 

mecanismos para su prevención, legislar internamente para combatirla y capacitar a 

sus funcionarios para aplicar dicha legislación.  

El Protocolo fue adoptado mediante la resolución A/RES/55/25 de 15 de 

noviembre de 2000 en el quincuagésimo quinto período de sesiones de la Asamblea 

General de las Naciones Unidas. De conformidad con su artículo 16, el Protocolo 

estaría abierto a la firma de todos los Estados y las organizaciones de integración 

económica regional, siempre que al menos un Estado miembro de tales 

organizaciones haya firmado el Protocolo, del 12 al 15 de diciembre de 2000 en el 

Palazzi di Giustizia en Palermo, Italia, y posteriormente en la Sede de las Naciones 

Unidas en Nueva York hasta el 12 de diciembre de 2002 (ONU, 2015, pág. s/p). 

El 25 de diciembre de 2003 entró en vigor, para agosto de 2008 el Protocolo 

contaba con 117 Estados signatarios y 97 ratificaciones. (Treaty Collection, 2015, pág. 

s/p). Su propósito es prevenir y combatir la trata de personas, prestando especial 

atención a las mujeres, niñas y niños; proteger y ayudar a las víctimas de trata, 

respetando plenamente sus derechos humanos; promover la cooperación entre los 

Estados parte para lograr esos fines.  

El Protocolo contra la trata de personas, llama a los Estados no solo a combatir 

el delito y castigar a sus agentes sino también a prevenirlo, a dar protección a sus 

víctimas y asistirlas en su reintegración a la sociedad. Cada Estado parte adoptará las 

medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar las conductas 

enunciadas como delito en su derecho interno, esto en el Art 5; Inciso 1 del Protocolo 
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para Prevenir y erradicar la Trata de personas, en especial de mujeres y niños 

(Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia Organizada Transnacional 

y sus protocolos, 2004, pág. s/p). Incluye entre esas medidas la tentativa de comisión 

del delito, la participación como cómplice y la organización o dirección de otras 

personas para la comisión del delito.  

Existen en el protocolo cuatro elementos fundamentales que refuerzan la 

respuesta internacional contra la trata de personas, (Lozano González, 2010, pág. s/p):  

i. Establece una definición de trata de personas que está claramente vinculada 

con la explotación y la esclavitud enfatizando la vulnerabilidad de las mujeres y 

niños 

ii. Ofrece herramientas para autoridades de orden público, oficiales migratorios y 

poder judicial, instando a los estado a penalizar la trata y subrayar su 

responsabilidad para investigar sancionar y juzgar a los tratantes y establecer 

sanciones apropiadas para los acusados de trata de personas. 

iii. Enfatiza el objetivo de protección y apoyo a las víctimas y testigos asegurado 

su privacidad y seguridad, brindando información sobre procedimientos legales, 

otorgando servicios para la recuperación física y psicológica, tomando medidas 

para evadir la deportación inmediata, asegurando a las victimas una 

repatriación segura y reconociendo los requisitos especiales para los niños  

iv. Define estrategias de prevención y combate entre los cuales incluye la 

capacitación y el intercambio de información de distintos niveles: funcionarios 

competentes, cuerpos de seguridad, sociedad civil, etcétera. 
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CONCLUSIONES 

 

PRIMERO. Entiéndase por Derecho Internacional público: “Derecho Internacio-

nal Público. El conjunto de principios y reglas que rigen las relaciones 

entre las personas internacionales y entre los Estado, y los derechos y 

deberes internacionales de los individuos” (Kelsen, 1940, pág. 5).  

SEGUNDO. El Derecho Internacional Privado es: “ el conjunto de normas jurídicas 

de Derecho Público, que tiene por objeto determinar la norma jurídica 

aplicable a una situación concreta, en caso de vigencia simultánea de 

normas de dos o más Estados que pretenden regirla; y en la cual inter-

vienen particulares nacionales o extranjeros en su diversas calidades” 

(Reyes Retana, 2012, pág. 1) 

TERCERO. El Derecho Penal Internacional: “el conjunto de reglas del derecho na-

cional sobre la aplicación de la ley en el espacio y las normas de auxilio 

para asegurar la justicia punitiva que deben prestarse recíprocamente los 

Estados” (Jiménez de Asúa, 1997, pág. 103).  

CUARTO. La Responsabilidad Penal Individual para que exista, la persona 

debe actuar con intensión y conocimiento de los elementos 

materiales del crimen, esta se da independientemente de que el 

crimen sea cometido individualmente, conjuntamente, por 

intermedio de otro, e independientemente de que la persona en 

cuestión lo haya ordenado, propuesto o inducido, instigado, 

facilitado o contribuido para la comisión del crimen, sin importar que 

se haya consumado el crimen o solamente se haya tratado de una 

tentativa.  

QUINTO. El Estatuto Roma es considerado como uno de los documentos que 

más cambios ha ocasionado al sistema jurídico internacional, a 

pesar del largo camino recorrido para su creación, desde los 

Tribunales Militares de Nüremberg y Tokio, así como los Tribunales 

ad hoc para ex Yugoslavia y Ruanda. 

SEXTO. El ER aplicara sin distinción alguna la Responsabilidad Penal 

Individual por igual a todas las personas, sin importar el cargo 

político o militar con el que cuente, esto no constituirá motivo de 
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atenuación de la pena. De igual forma no exime de responsabilidad 

penal a una persona que haya cometido delito en cumplimiento de 

orden emitida por un gobierno, o un superior militar o civil, a menos 

de que se compruebe que estaba obligado por ley a obedecer 

órdenes emitidas por el gobierno o superior, que no sepa que la 

orden es de carácter ilícito o la orden no fuera manifiestamente 

ilícita. 

SÉPTIMO. Entiéndase al Estatuto Roma y a la Corte Penal Internacional como 

un mismo ente. 

OCTAVO. La definición de la Corte Penal Internacional es:La primera corte 

permanente, independiente, con la capacidad de investigar y llevar ante 

la justicia a quienes cometan las violaciones más graves en contra del 

derecho internacional humanitario (ICCNOW, 2012, pág. 1).  

NOVENO. Entiéndase por CPI un: tribunal permanente, con vocación univer-

sal, de carácter complementario respecto a las jurisdicciones na-

cionales, y con competencia para juzgar e investigar a los indivi-

duos presuntamente responsables de haber cometido los crímenes 

más graves contra la humanidad (genocidio, crímenes de lesa hu-

manidad y crímenes de guerra) y llevarlos ante la justicia. 

DÉCIMO. La CPI sólo tendrá jurisdicción sobre casos que se hayan producido 

bajo ciertas circunstancias: aceptación por parte de un Estado, re-

misión del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas y cuando un 

Estado Parte este imposibilitado o le falte voluntad para ejercer su 

jurisdicción nacional. 

UNDÉCIMO. Una característica importante de la CPI es su complementariedad 

a las jurisdicciones nacionales.  

DUODÉCIMO. El delito de Trata de personas según la UNODC se define 

de la siguiente manera: “Por “trata de personas” se entenderá la cap-

tación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas, 

recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de coac-

ción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación 

de vulnerabilidad o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para 
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obtener el consentimiento de una persona que tenga autoridad sobre 

otra, con fines de explotación. Esa explotación incluirá, como mínimo, la 

explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, 

los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a 

la esclavitud, la servidumbre o a la extracción de órganos” (ONU, 2004, 

págs. 44-45). 

DECIMOTERCERO. Adoptar medidas tendientes a visualizar el delito de trata de 

personas en cualquiera de sus modalidades.  

DECIMOCUARTO. El tema de la trata de personas es poco conocido, el im-

pacto que genera en la sociedad es muy débil, su incidencia sobre 

la población más vulnerable y las implicaciones sociales y cultura-

les que está generando, refuerza la idea de fortalecer las políticas 

de prevención que involucran al Estado, la sociedad y los medios 

de comunicación. 

DECIMOQUINTO. Cooperar en el ámbito internacional en la sensibilización y 

capacitación de los responsables del sistema de impartir y adminis-

trar justicia para la sustanciación de los procesos judiciales relati-

vos a delitos de trata de personas. 

DECIMOSEXTO. Reconocer la valiosa contribución de los organismos inter-

nacionales, en la prevención y combate de este delito, así como en 

fomentar los vínculos de cooperación entre los mismos y los Esta-

dos Miembros. 

DECIMOSÉPTIMO. Considerar a la trata de personas como delito internacional, 

en virtud de que se atenta con la población de los Estados, al ma-

nifestarse como una esclavitud moderna que trasciende fronteras. 

DECIMOCTAVO. Alentar a los Estados Miembros del Estatuto Roma a pro-

mover el uso de nuevas tecnologías que contribuyan a la preven-

ción, concientización, y sensibilización de la trata de personas a 

través de actividades como la educación virtual y otros programas 

educativos en los diferentes niveles de enseñanza.  

DECIMONOVENO. Adoptar medidas a nivel internacional para asegurar, a lo 

largo de todo el proceso investigativo judicial, la protección integral 
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de todas las víctimas de trata de personas, evitando su criminaliza-

ción y revictimización, teniendo en cuenta siempre el  enfoque de 

derechos humanos, género, generacional, étnico racial, de diversi-

dad sexual y de capacidades. 

VIGÉSIMO. Abordar el delito de trata de personas desde un punto de vista de 

responsabilidad compartida como uno de sus ejes transversales en 

donde países de origen, tránsito y destino, así como Estados in-

teresados en luchar contra este flagelo puedan trabajar de manera 

mancomunada con el fin de mitigar y erradicar los efectos nocivos 

que tiene este delito en nuestras sociedades.  
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PROPUESTA 

La Trata de Personas debe de ser considerada dentro de la competencia de la 

Corte Penal Internación como delito contra la humanidad, no dentro de la tipifi-

cación de los delitos de lesa humanidad, si no con su propia tipificación si-

guiendo los criterios de la UNODC. Esto facilitaría enormemente el juzgar a los 

individuos perpetradores y así comenzar a erradicar este viejo delito con nombre 

nuevo. De igual forma se la cooperación internacional es de vital importancia 

para combatirlo.  
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SUGERENCIAS 

A lo largo de la investigación del Capítulo 3 se ubicó una problemática la cual consiste 

en que existen autores y estudiosos tanto de la Corte como del ER, pero su estudio es 

como si se hablara de cosas distintas, objetos separados entre sí mismos. A pesar de 

que como ya se vio en el desarrollo del capítulo “uno sin la otra no puede existir, no 

pueden ser”. 

 Cierto es que el Estatuto Roma, es el documento creador y al mismo tiempo  

Código de la misma Corte o mejor conocido Código de la Corte Penal Internacional, y 

la CPI es el órgano jurisdiccional internacional que como se ha visto a lo largo de este 

proyecto, se encarga de presentar ante la justicia a aquellos actores de delitos en 

contra de la humanidad, por tal motivo es que se sugiere el estudio de manera 

homologada, factor que facilitaría y agilizaría el estudio del Estatuto y la Corte.  
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